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PRESENTACIÓN

La Oficina Nacional de Procesos Electorales (ONPE), como máximo orga-

nismo responsable de la organización y ejecución de los procesos elec-

torales, de referéndum y otras consultas en el Perú, desarrolla también 

investigaciones en materia electoral. Estas investigaciones se han orientado 

a analizar los procesos electorales destacando su importancia como instru-

mento para la consolidación democrática. 

Para ello, la Subgerencia de Información e Investigación Electoral tiene 

entre sus líneas de investigación estudios sobre ciudadanía, abstencionismo 

electoral, participación ciudadana, entre otros. Sin embargo, un tema de recu-

rrente interés es el de la representación política de los grupos históricamente 

excluidos, como son las mujeres, los jóvenes y los pueblos indígenas. Por ello, 

en el Perú se han implementado acciones afirmativas que propician su partici-

pación en procesos electorales. 

Las cuotas electorales buscan que la participación política de estos secto-

res de la ciudadanía sea promovida, ello con el objetivo de revertir condiciones 

de desigualdad en el acceso a cargos de representación. Esta forma de acción 

afirmativa se comenzó a aplicar en el caso peruano desde 1997, año en que 

se promulgó la medida, buscando promover una mayor participación política 

de las mujeres. Luego, a partir del 2002, una iniciativa de reforma constitucio-

nal en el marco de la descentralización nacional, incluyó en la Constitución 

Política el incentivo de participación política de comunidades campesinas, 

comunidades nativas y pueblos originarios mediante una cuota electoral del 

15% en las listas de algunas circunscripciones electorales. Finalmente, por 

una iniciativa del Poder Ejecutivo, desde el 2006 se implementó una cuota 

electoral dirigida a los jóvenes con un 20% de participación en las listas a 

gobiernos subnacionales.

Los efectos que han tenido las cuotas electorales han sido diversos, pero 

no necesariamente los esperados. Las cuotas buscan desde su génesis que los 



sectores menos representados de la ciudadanía accedan a cargos públicos; 

sin embargo, la inadecuada aplicación de las cuotas en la composición de las 

listas ha generado que estas se restrinjan a la participación sin representación. 

Esto ha planteado un análisis de la aplicación de estas medidas pues, como 

es posible inferir, existen aún medidas que algunos partidos y organizaciones 

políticas adoptan para limitar la representación política de los sectores histó-

ricamente excluidos.  

Ante este panorama, la investigación presentada contribuye a esclarecer 

los efectos de las cuotas electorales en el Perú, con el objetivo de advertir 

sobre las condiciones que dificultan reducir las brechas de acceso a cargos de 

representación. Este estudio desarrollado por investigadores de la Gerencia 

de Información y Educación Electoral de la ONPE busca aportar en la com-

prensión de las dinámicas sociales en torno a la participación electoral con el 

empleo de las cuotas. 

Y, las conclusiones del análisis de cada cuota electoral aplicada en el Perú 

(mujer, joven e indígena) contribuirán a establecer una mejor perspectiva aca-

démica sobre estas medidas. Asimismo, se espera que este estudio contribuya 

en el planteamiento de estrategias y acciones que mejoren la representación 

política de estos sectores.

De esta manera, la ONPE entrega a la ciudadanía un importante aporte 

que contribuye con el debate alrededor de la participación electoral y las bre-

chas de desigualdad en el ámbito político, reafirmando su compromiso con la 

ciudadanía en busca de construir una democracia sólida y transparente.

 
Manuel Francisco Cox Ganoza

Jefe (i) de la Oficina Nacional de Procesos Electorales



INTRODUCCIÓN

L 

a representación electoral es uno de los pilares de la democracia 

moderna. Mientras más personas participen en la política, mayor legi-

timidad tendrá el gobierno y la calidad de la democracia mejorará. Sin 

embargo, no todos los sectores de la sociedad se encuentran incluidos en 

el juego democrático, y las mujeres, los jóvenes y los ciudadanos indígenas 

han sido y continúan siendo víctimas de estrategias de exclusión política, lle-

gando, en el peor de los casos, a la violencia y acoso político.

Así, con el objetivo de mejorar la representación política, algunos gobier-

nos democráticos han contemplado la posibilidad de implementar medidas 

de acción afirmativa como las cuotas electorales y mandatos de posición. En 

el Perú, la aplicación de las cuotas comenzó en 1997 con la exigencia de un 

mínimo de 25% de mujeres en las listas de candidatos al Congreso de la Repú-

blica, para luego, en el año 2000, incrementar esta cifra al 30%. Por su parte, 

a nivel subnacional, la aplicación de cuotas es mayor, extendiéndose no solo a 

mujeres, sino también a jóvenes e indígenas.

Los últimos cuatro procesos democráticos nacionales y cinco subnaciona-

les presentan datos estadísticos y experiencias políticas que permiten analizar 

de manera cuantitativa y cualitativa el desempeño de las cuotas electorales 

en el Perú. Las investigaciones sobre las cuotas electorales cuentan con un 

amplio desarrollo en la literatura académica que permite tener referentes 

sobre modelos de implementación, efectos de su aplicación, evaluaciones 

sobre su impacto, entre otros análisis. 

En el caso peruano, los estudios sobre la aplicación de la cuota de género 

realizados hasta el 2018 llamaron la atención sobre la urgente necesidad de 

implementar medidas complementarias a las cuotas como la paridad y la alter-

nancia, ello con el objetivo de garantizar una mayor presencia femenina en 

cargos de representación. 



Por su parte, el análisis sobre la cuota indígena se presenta como un tema 

cuasi excepcional para los estudios dedicados al análisis de acciones afirmati-

vas, pues, en lo que se refiere a participación política indígena, la mayoría de 

países ha optado por desarrollar un diseño que contemple la reserva de esca-

ños y, de esta manera, garantizar la presencia indígena en espacios nacionales 

de toma de decisiones. Por tanto, en el Perú, se ha optado por implemen-

tar una cuota que es aplicada solo a nivel de gobiernos subnacionales en los 

niveles regionales y provinciales, y solo en las circunscripciones que el Jurado 

Nacional de Elecciones (JNE) determina. 

En cambio, la cuota joven se presenta como un caso único en su género. 

Esta medida de acción afirmativa ha contemplado una cuota para ciudadanos 

entre los 18 y 29 años de un 20% de participación en las listas de candidatos 

a los gobiernos subnacionales a todo nivel. Esta modalidad no encuentra un 

caso similar en los países latinoamericanos y su eficacia es relativa, pues, los 

partidos políticos presentan inconvenientes en los intercambios generaciona-

les y la elección de sus candidatos. 

En consecuencia, este trabajo se enmarca en la línea de investigación de la 

Oficina Nacional de Procesos Electorales referida a la inclusión ciudadana, en 

la cual se busca analizar las dinámicas de participación ciudadana al interior de 

los partidos políticos y su competencia política durante los procesos electo-

rales. Asimismo, la importancia de este estudio radica en la mínima presencia 

de investigaciones que realicen un análisis integral de estas tres medidas de 

acción afirmativa.

De esta manera, la presente investigación analiza el impacto generado por 

las cuotas electorales peruanas y la manera en cómo estas han influido en la 

representación sustantiva que poseen los sectores a los que estas medidas 

van dirigidas. Sin embargo, entre los principales hallazgos sobre este impor-

tante tópico de estudio, se evidencia que las cuotas han incentivado la parti-

cipación masiva de los sectores menos representados de la sociedad, pero a 

nivel de representación las cuotas no han sido igualmente eficientes. Es decir, 

las cuotas han cumplido su cometido de promover la participación, pero sin 

alcanzar efectividad en la representación debido a una multiplicidad de facto-

res mencionados en el estudio. 

Durante el desarrollo de la investigación, muchos de los entrevistados 

hicieron referencias a prácticas poco democráticas, como es el ejercicio de 



la triple concurrencia de la cuota; es decir, que a una misma persona se le 

asignan las tres cualidades de las cuotas, razón por la cual una misma candi-

data representa a su organización con la cuota de género, pueblos indígenas 

y jóvenes. Además, se evidencia que los sectores “beneficiados” por las cuotas 

en cuestión son usualmente ubicados, por los partidos y organizaciones polí-

ticas, al final de las listas. Esto genera que sus posibilidades de alcanzar una 

representación efectiva sean casi nulas. A esto se le suma actos de acoso y 

violencia política por parte de ciudadanos y candidatos hacia las personas que 

integran las distintas cuotas electorales. La discriminación y exclusión a estos 

sectores no se ha eliminado gracias a la aplicación de las cuotas.

La metodología empleada para esta investigación es de enfoque mixto, 

teniendo en cuenta tanto métodos cuantitativos como cualitativos. En el caso 

de los primeros, se emplearán las cifras disponibles y brindadas por la ONPE 

para medir el nivel de participación, incidencia, número asignado y capacidad 

para ser elegidos por parte de los ciudadanos que son objeto de las cuotas. 

En cuanto al método cualitativo empleado, se realizó un process-tracing 

sobre la forma en que se concibió la implementación de las cuotas electorales 

y cómo los partidos las aplican en sus procesos de selección de candidatos. 

Estas dos perspectivas de estudio brindarán un marco de análisis mucho más 

amplio, así como la posibilidad de considerar una mayor cantidad de variables 

y procesos.

La presente investigación se encuentra compuesta por cinco apartados 

relacionados entre sí. El primer capítulo, “Acciones afirmativas y cuotas elec-

torales: una aproximación a su estado actual”, contiene un balance acadé-

mico sobre las principales investigaciones en materia de acciones afirmativas 

y cuotas electorales. El balance contempla los distintos estudios realizados en 

América Latina, donde, en especial, la cuota de género ha sido motivo de diver-

sos análisis que buscan mejorar su eficacia. En el caso peruano, la mayoría de 

investigaciones revisadas se proyectan a comprender los retos que suponen 

la implementación de las cuotas, siendo la de género y de pueblos indígenas 

las más estudiadas. En el caso de la participación política de los jóvenes, los 

estudios se han orientado a analizar los movimientos sociales en los que estos 

han sido protagonistas, mas no sobre la implementación de la cuota electoral. 

En la segunda sección de este capítulo, se ensayan propuestas teóricas para 

comprender conceptualmente el fenómeno que representa el sistema de cuo-

tas electorales.



El segundo capítulo, “La cuota de género: análisis de su alcance, dificulta-

des y perspectivas a futuro”, desarrolla un exhaustivo análisis que inicia con 

las diversas movilizaciones de mujeres en busca del reconocimiento de su 

derecho al voto y la fuerte influencia externa de este movimiento en el caso 

peruano. Además, incluye un estudio sobre la presencia de mujeres en distin-

tos niveles de la política peruana, hasta llegar a la etapa de implementación 

de la cuota electoral. El capítulo concluye con aportes y recomendaciones 

críticas que buscan una mayor igualdad de oportunidades en la participación 

de mujeres en la política. Todo ello en el marco del nuevo proceso de reforma 

electoral planteado y desarrollado en el 2019.

El tercer capítulo, “Participación política electoral de los pueblos indígenas 

del Perú”, analiza la participación de este sector de la ciudadanía y el fuerte 

debate promovido por la corriente indigenista, que incitó una suerte de tute-

laje sobre los pueblos originarios restringiendo su capacidad de participación. 

La discusión generada a finales del siglo XIX respecto al derecho del voto 

indígena funciona como derrotero para comprender los factores de exclusión 

política de este importante sector de la sociedad. Para ello, se analizan los 

resultados de las Elecciones Regionales y Municipales 2006, 2010, 2014 y 

2018 respecto a la participación y representación de los pueblos indígenas 

con la aplicación de las cuotas electorales. 

El cuarto capítulo, “La cuota joven: su inesperada inserción en la política 

peruana y sus resultados”, describe las dinámicas políticas generadas como 

resultado de la implementación de las cuotas electorales entre los jóvenes, y 

se analizan los resultados e impactos que ha generado esta medida de acción 

afirmativa. Asimismo, se realiza una pequeña reflexión sobre esta categoría, la 

dificultad al intentar definirla y el proceso por el cual se implementó esta cuota.

Finalmente, se presentan las conclusiones del estudio, coincidiendo en la 

necesidad de la promoción política mediante un sistema de cuotas, pero rea-

firmado su existencia transitoria hasta alcanzar mayores medidas de inclusión 

para los sectores menos representados. La investigación realizada a través de 

los métodos ya mencionados también concluye la necesidad de la formula-

ción de reformas electorales que se centren en mejorar la participación tanto 

representativa como sustantiva de mujeres, jóvenes e indigenas. Se entiende 

entonces que la inclusión de estos sectores supondrá un impacto postivo en 

la democracia peruana.



Se espera que la presente investigación genere un aporte académico que 

ayude a comprender el funcionamiento, la eficiencia y las dificultades asocia-

das a la participación política mediante el empleo de las cuotas electorales. 

Asimismo, que los resultados de este trabajo sirvan de insumo para mejorar 

las condiciones de participación política de los sectores con menor opor-

tunidad en la sociedad. Es así que este documento es una apuesta por la 

inclusión social con enfoque de género, intercultural y generacional, sobre el 

cual deben orientarse nuevos diseños políticos que permitan una auténtica 

representación. 

 

Los autores
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ACCIONES AFIRMATIVAS Y 
CUOTAS ELECTORALES: 

UNA APROXIMACIÓN A SU 
ESTADO ACTUAL

I.1. 	 Las cuotas electorales: un estado de la cuestión

Las acciones afirmativas como las cuotas electorales, introducidas en la década 

de 1990 en América Latina, cuentan ya con un promedio significativo de años 

aplicándose en los sistemas electorales de la región. En el Perú, la adopción 

de las leyes de cuotas se ha realizado de manera progresiva. Primero con la 

introducción de la cuota de género en las listas parlamentarias para luego 

replicarse también a nivel subnacional (regiones y municipios). Asimismo, en 

el país se implementó, sumándose a la cuota de género, la cuota joven e indí-

gena, cuyo alcance es regional y municipal. Estas políticas tienen como obje-

tivo promover el acceso al Parlamento y consejos regionales y locales de los 

grupos ya mencionados (mujeres, jóvenes y nativos).

En consecuencia, las investigaciones sobre las cuotas electorales se han 

centrado, tanto en la región latinoamericana como en el Perú, en los efectos 

creados por estas en el sistema electoral y las posibilidades de reforma. Así, la 

academia ha producido estudios haciendo uso de distintos métodos y técni-

cas de recolección de información. Aunque gran parte de estos análisis se cen-

tran en la cuota de género, pues esta figura se emplea en la mayoría de países 

de la región, existen también investigaciones aplicadas solo al caso peruano 

sobre los efectos de la cuota joven y nativa.
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De esta manera, es posible identificar varias líneas de investigación rele-

vantes sobre las acciones afirmativas. Una de estas centra su estudio en la 

relación entre los sistemas electorales y las cuotas, puesto que son estos los 

que facilitan o no el ingreso al poder de determinados grupos. Mientras que 

otros se enfocan en los efectos de las cuotas electorales luego de su apli-

cación y en la identificación de deficiencias y las posibles reformas que se 

puedan realizar. En los siguientes apartados se ha realizado un recuento de 

los principales aportes en la investigación sobre estas tres cuotas electorales: 

género, joven e indígena.

I.1.1. 	 Participación política de las mujeres: los principales estudios 

sobre la cuota de género

La participación de las mujeres en la vida política ha transitado por un extenso 

camino de luchas por el reconocimiento de sus derechos. Los distintos movi-

mientos feministas han buscado mediante sus demandas un trato igualitario 

para varones y mujeres empezando por el reconocimiento de una ciudadanía 

igualitaria. Es así que las primeras investigaciones asociadas a la participación 

de las mujeres en política siempre están vinculadas al reconocimiento de sus 

derechos ciudadanos. 

De esta forma, la investigación de Roisida Aguilar (2003), quien realiza un 

análisis sobre el proceso legislativo para el reconocimiento de ciudadanía de 

las mujeres y de las primeras organizaciones feministas para la lucha del reco-

nocimiento de sus derechos, demuestra que la idea de igualdad se ha dado de 

manera tardía. Además de ello, Aguilar muestra un panorama social de las pri-

meras actoras electorales y de los papeles que jugaron en un nuevo contexto 

social y político de reconocimiento.

Si bien la autora se enfoca en el inicio de la participación ciudadana de 

la mujer, también llama al análisis sobre el contexto en que se produce este 

reconocimiento. En consecuencia, existe aún un debate sobre si este derecho 

fue otorgado por un tema de estrategia electoral o se encontró circunscrita en 

la idea de la igualdad entre ambos sexos.

Por su parte, Karen Poulsen (2018) grafica de manera amplia la influen-

cia de los primeros movimientos reivindicatorios en Europa y Norteamérica 

como parte de la respuesta a la creación de leyes elaboradas para varones a 
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las cuales las mujeres tenían que ceñirse y que a la vez las desconocían como 

ciudadanas. Luego, estos movimientos repercutieron en América Latina en la 

toma de conciencia sobre el sufragio, la igualdad y la equidad en la vida polí-

tica y social. Así, Ecuador fue uno de los países pioneros de la región en decre-

tar el sufragio femenino, seguido de Uruguay, Brasil, Argentina, Chile, Bolivia, 

México, Colombia y Paraguay. 

Para el caso peruano, Poulsen (2018) analiza el reconocimiento del voto a 

las mujeres en el año 1955, cuestionando este hecho, pues, según la autora, 

su motivación partía de una estrategia política de los intereses del presidente 

Odría y no de una lucha por la igualdad. Además, Poulsen (2018) precisa que 

el reconocimiento del derecho al voto de las mujeres no fue una concesión del 

gobierno de turno, sino el resultado de una lucha constante por parte de las 

mujeres para el reconocimiento de sus derechos. Este primer logro es un hito 

en la historia política de las mujeres peruanas, pues a partir de ello se iniciaría 

su participación como candidatas.

El incremento de la participación política de la mujer estuvo acompañado 

de medidas de acción afirmativa que buscaban promover mayor representa-

ción en las distintas instancias de gobierno. Fue así que, desde 1997, en el 

Perú se comenzó a emplear la cuota de género para incentivar la participación 

de las mujeres. No obstante, existen diversas investigaciones que presentan 

una postura crítica respecto al sistema de cuotas; por ejemplo, Franceschet 

(2008), cuestiona el mecanismo de las cuotas de género, como parte de la 

respuesta a la problemática de representatividad política. Su estudio posee 

dos perspectivas: la primera se basa en realizar un análisis comparativo sobre 

los tres tipos de representación que se dan (descriptiva “presencial”, sustan-

cial “actúan para” y simbólica “percibidas”), resaltando la representación 

sustantiva y la simbólica como las que tienen mayores probabilidades para 

que las legisladoras promuevan los intereses políticos de las mujeres, ya que 

estos están matizados por otros aspectos (definiciones alternativas) como 

identidad, origen étnico, clase, orientación sexual, etc. (representación de 

minorías). Y la segunda parte del texto se centra en los factores sociales que 

permiten que se empoderen e incentiven a las mujeres a asumir los temas de 

género en pos de los derechos de la mujer.

Por consiguiente, la falta de claridad conceptual de lo que son los intere-

ses de las mujeres justifica, más que debilita, el tema de la representación 
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descriptiva de las mismas y, por extensión, el argumento para las cuotas de 

género. (Franceschet 2008: 65).

Sobre este tópico, Clara Araújo (2008) analiza las debilidades y los vacíos 

de la normativa que se producen dentro del sistema electoral brasilero. Su 

estudio considera que el mecanismo de una lista cerrada con alternancia sería 

una estrategia más favorable para la elección de mujeres. Esto debido a que 

en la lista abierta se mantiene un carácter individualista, generando una com-

petencia reñida en la campaña electoral, lo que, por consiguiente, involucra un 

debilitamiento en los partidos políticos.

Han identificado la fragilidad normativa de la ley como una de las principales 

responsables por el no cumplimiento de los porcentajes mínimos de cuotas 

para las candidaturas en el país. Esto es porque la ausencia de sanciones no 

obliga a los partidos a invertir y a generar estrategias anteriores que posibi-

liten el reclutamiento de más mujeres como candidatas. (Araújo 2008: 134).

El trabajo de Gallo, Sample & Schmidt (2008) también examina los factores 

que afectaron el éxito de las candidatas mujeres dentro del sistema de listas 

abiertas con “voto preferencial doble y opcional”, argumentando que se redu-

ciría esta desventaja si el elector tuviera la concepción de equidad al votar. 

Bajo la misma línea, la investigación de Cueva Hidalgo, Freidenberg & Uchu-

ypoma (2018) realiza un análisis comparado de la competencia política que se 

produce entre varones y mujeres. Además, este estudio señala las dificultades 

que se presentan ante el monopolio del poder masculino, el cual depende del 

apoyo de los líderes y grupos dominantes de sus partidos.

Como es de suponer, las características del sistema electoral determinan 

de manera directa la forma de acceso al poder por parte de los candidatos. En 

el caso de las cuotas de género −medidas de acción afirmativa más estudia-

das que sus pares joven e indígena−, estudios iniciales apuntaban a la existen-

cia de una relación positiva entre la representación proporcional y la mayor 

presencia de mujeres en el Parlamento (Duverger 1956). No obstante, inves-

tigaciones posteriores demostraron con suficiente evidencia la existencia de 

ciertas condiciones en el sistema electoral que fortalecen la aplicación de las 

cuotas electorales. 
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Así, el sistema electoral es una variable determinante para el grado de 

acceso que las candidaturas femeninas poseen (Freidenberg & Lajas 2015; Norris 

1985). El tipo de lista, la magnitud de la circunscripción y el enforcement de 

la cuota son aspectos que influyen en una cuota fuerte o débil. Sobre esto, 

Caminotti & Freidenberg (2016) apuntan que un diseño de cuota de género 

fuerte supone un porcentaje alto de exigencia de mujeres en las listas, apli-

cada a la fórmula completa (tanto candidaturas titulares como suplentes), 

con mandato de posición explícito y claro, enforcement (monitoreo, control y 

sanciones fuertes por no cumplir la cuota) y ausencia de válvulas de escape 

que faciliten el incumplimiento de la ley de cuotas (como la celebración de 

primarias para seleccionar candidaturas). 

Por su parte, las investigaciones vinculadas a los análisis de los efectos 

producidos por las cuotas se diferencian una de la otra con respecto al ámbito 

analizado. Aunque la mayoría coincide en que la introducción de estas ha 

supuesto un mayor acceso de las mujeres al poder político. Como presenta el 

análisis de los datos recolectados en el Global State of Democracy, en 1997, solo 

el 3% de los países tenían más del 30% de mujeres en la cámara baja, mientras 

que en el 2017 ya eran el 28% de países. Asimismo, los índices de igualdad de 

género en América Latina se han incrementado dramáticamente en los últi-

mos 42 años. En la medición de un índice que va de 0 a 1 donde 0 representa 

el más bajo logro y 1 el más alto, la región ha pasado de 0.33 en 1975 a 0.65 

en el 2017 (IDEA Internacional 2019).

De la misma forma, la investigación coordinada por Freidenberg, Caminotti, 

Muñoz-Pogossian, & Došek (2018) analiza desde distintos enfoques y perspec-

tivas la aplicación de la cuota de género en América Latina. Los estudios de 

esta publicación se destacan por dividir el impacto de las cuotas entre el nivel 

nacional y subnacional, y realizar un análisis desde los enfoques cuantitativos 

y cualitativos sobre cada caso en cuestión. 

I.1.2.	 El intercambio generacional en la política: los estudios sobre 

la cuota joven

En el caso de la cuota joven, su discusión teórica ha sido vinculada a la partici-

pación política de este sector y las medidas que se realizan, desde las políticas 

públicas, para incluir a los jóvenes en las decisiones políticas. De esta forma, 
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la participación política de los jóvenes resulta un tópico importante a analizar 

debido a que este sector es capaz de modificar no solo la oferta política, sino 

también el discurso de los candidatos que buscan atraer su voto. El progresivo 

aumento de este sector participando en la política, sea como candidatos o 

votantes, supone un recambio generacional y, en consecuencia, un recambio 

de ideas y manera de entender la política (Sanz 2003).

Sobre este punto es importante destacar ciertas características particu-

lares de los jóvenes. Como Alvarado & Vommaro (2010) sostienen, la influen-

cia de los jóvenes en la política es notable aunque esta varía con respecto 

al contexto político y cultural. Sin embargo, el análisis de la participación 

de este sector en la política sigue transitando entre la “despolitización” y la 

“estatización”.

De esta forma, al analizar la participación política de los jóvenes se pone 

a su vez en debate dos perspectivas diferenciadas, sino opuestas. La primera 

presume que los jóvenes muestran una gran apatía con respecto a la política 

debido al desprestigio de la misma, mientras que la segunda argumenta que el 

interés y la participación aún no han desaparecido del todo. Sobre este punto, 

Norris (2004) destaca que la política ha cambiado dramáticamente debido 

a factores como la globalización, el desarrollo tecnológico de los medios de 

comunicación y los cambios en la agenda pública. Debido a este constante 

dinamismo, los conceptos teóricos que han manejado la Ciencia Política y las 

disciplinas afines sobre el poder y la política no pueden permanecer estáticos, 

por lo que el análisis de la participación juvenil no debe centrarse exclusiva-

mente en la participación partidaria.

Así, investigaciones como las desarrolladas por Cubides, Borelli, & Unda 

(2015) se centran en el análisis de la política juvenil, pero entendiendo ciertos 

aspectos homogéneos dentro de esta, tales como la desobediencia al régi-

men instituido, el antimilitarismo, entre otros. Por su parte, otros estudios se 

enfocan en el impacto que generan los movimientos juveniles en la política. 

Sobre este aspecto, estudios como el de Vommaro (2015) destacan las carac-

terísticas de los movimientos juveniles en relación con los procesos políticos 

por su 1) capacidad organizativa y de movilización, 2) gran visibilidad pública, 

3) expansión de las políticas públicas de juventud, 4) renovadas formas de 

participación y 5) interés mediático, político y académico. 
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La literatura sobre este aspecto también se ha centrado en distinguir las 

formas en que la participación política juvenil crea una noción básica de ciuda-

danía en este sector. Las organizaciones juveniles se destacan como espacios 

sociales de comunidad que se apoyan en el reconocimiento y aceptación de 

estructuras, objetivos e intereses colectivos. Como es de esperar, muchas de 

estas se basan en instituciones formales como los partidos políticos, pero 

también se constituyen tomando como referencia intereses compartidos 

como grupos culturales y musicales (Garcés Montoya 2010).

Los estudios también se han centrado en la influencia de estos grupos 

dentro de los partidos políticos. La participación juvenil en partidos políticos 

tradicionales define, en muchas ocasiones, los objetivos de la organización 

en cuestión. Las militancias juveniles y su relación con la política partidaria 

clásica son aún objeto de estudio en países como Argentina o Brasil. En defi-

nitiva, la intervención de todo este sector en la política determina la oferta 

electoral y fuerza a los partidos políticos a generar un discurso de acuerdo con 

las nuevas demandas (Germán 2018).

Por su parte, estudios enfocados en las cuotas electorales en el Perú esca-

sean. Algunas investigaciones realizadas por los organismos electorales perti-

nentes destacan la cuota de género y joven a nivel subnacional.
1

 Usualmente 

estos análisis constatan el progreso de la participación de las personas a las 

que se dirige la cuota.

I.1.3.	 Los pueblos indígenas y la participación política: aproximaciones 

a los estudios sobre la llamada cuota indígena peruana

Los estudios sobre la participación política indígena son de larga data, sin 

embargo, la mayoría de estos se han orientado a comprender la participación 

de este sector desde los movimientos sociales que los han proyectado a forta-

lecer liderazgos individuales y, en algunos casos, alcanzar cargos de represen-

tación (Abad González 2003; Pajuelo Teves 2006, 2007; Rénique 2004; Surallés 

2011, entre otros). Por otra parte, se debe tomar en consideración que la par-

ticipación electoral de los pueblos indígenas es un hecho reciente que ocurre 

1

	 La investigación de Martha Vicente Castro en el DT 18 titulado: “Nuevos actores en el mapa político,. La 

cuota de género y la cuota de jóvenes en las Elecciones Regionales y Municipales de 2006” publicada 

el 2008 por la ONPE.
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con la promulgación de la Constitución Política del Perú de 1979, en la cual se 

reconoce el derecho universal al voto, suceso que generó un incremento con-

siderable en el padrón electoral (Sánchez & Valenzuela 2017). Antes de ello, la 

participación de los pueblos indígenas se encontraba restringida, así lo sugiere 

Alicia del Águila cuando explica que durante el siglo XIX se hacía ejercicio de 

una ciudadanía corporativa: “[…] salidas legales caracterizadas formalmente 

por enunciados con diferentes alternativas (no uno ni un conjunto de requisi-

tos aplicables a todos), que buscaban restringir, pero al mismo tiempo, incor-

porar sectores sociales diferenciados” (2011: 92).

Además, se debe precisar que la llamada cuota nativa o cuota indígena 

empezó a regir en el Perú desde el 2002 (ONPE 2011), por lo que las investi-

gaciones son escasas. No obstante, existe un interesante número de trabajos 

que dan cuenta del funcionamiento de la cuota electoral que promueve la 

participación de los pueblos indígenas. Si bien es cierto que esta iniciativa ha 

logrado que la participación de los pueblos indígenas en los procesos electo-

rales sea mayor, no se ha conseguido que alcancen de manera significativa 

cargos de representación nacional y subnacional.

Al respecto, las investigaciones de Enith Pinedo (2011, 2015) desarrollan 

una fuerte crítica al carácter pernicioso de la cuota indígena, pues, para la 

autora, al no existir mandatos de posición en la ubicación de las listas, los 

candidatos son ubicados en puestos en donde no tienen la oportunidad de 

alcanzar cargos, es decir, son parte de una competencia desigual. La autora 

señala, además, que en el Perú existe un grave problema de definición de la 

categoría indígena, pues si bien existe reconocimiento jurídico a los pueblos 

indígenas, la identificación es compleja. Según su estudio, las primeras imple-

mentaciones de la cuota indígena presentaron el problema de la identificación 

de quién era indígena y quién no:

[…] regulatoriamente, en Perú se distingue entre comunidades campesinas 

y comunidades nativas, habiéndose asumido socialmente como indígenas 

únicamente a los segundos, quienes son, en la lógica seguida en el país, los 

originarios de la selva. Por su parte, el campesino es el indígena originario 

de la sierra y es a quien se le atribuye la debilidad o ausencia de autorre-

conocimiento aludida líneas arriba. Ahora bien, como es de suponer, esta 

distinción constitucional, que en realidad se deriva de la ley, ha terminado 
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confundiendo denominaciones y etiquetas y sus significados, y esta confu-

sión ha servido como argumento para relativizar los derechos específicos de 

los pueblos indígenas. (Pinedo 2015: 230)

Esta dificultad generó que, en los primeros procesos electorales en los que 

se implementó la cuota indígena, la mayoría de las circunscripciones electora-

les se encontraran ubicadas en la Amazonía. Es decir, existieron inconvenien-

tes significativos para el reconocimiento de los pueblos indígenas de la zona 

andina. La autora finaliza señalando que el reconocimiento de nuevas circuns-

cripciones indígenas por parte del Jurado Nacional de Elecciones supuso un 

avance importante en el tratamiento del principio de igualdad, aunque persis-

ten las dificultades al definir quién es indígena. 

Por otro lado, Oscar Espinoza (2012) analiza las dificultades que presenta 

el sistema de cuotas electorales en los pueblos indígenas haciendo énfasis 

en la reducida eficacia de este, pues, para el autor, el sistema de cuotas no 

ha garantizado mayor representación. Es decir, si bien las medidas de discri-

minación positiva promueven la participación, no se ha conseguido que los 

candidatos alcancen cargos de elección popular. Señala, además, que la cuota 

genera fraccionamiento al interior de las organizaciones indígenas debido a 

la competencia que se produce entre candidatos que dejan de lado la agenda 

indígena. En esa línea, Aragón (2012) analiza el perfil de los electores indíge-

nas sobre la base de una encuesta que realizó el JNE para conocer el perfil del 

elector peruano, y encontró indicios suficientes para establecer un perfil, aun-

que este se destacó por no diferir de manera significativa de los ciudadanos 

no indígenas. 

El trabajo de Maritza Paredes (2015) desarrolla un estudio sobre la apli-

cación de la cuota indígena en cuatro provincias del país, dos amazónicas y 

dos andinas, buscando establecer similitudes y diferencias de la participación 

política indígena. Sin embargo, la autora identifica un factor común relacio-

nado con el uso de esta medida de acción afirmativa: “La cuota nativa puede 

ser un instrumento efectivo de promoción de la representatividad indígena. 

Sin embargo, todo parece indicar que este instrumento no es el decisivo en 

el logro de una representación política indígena sustantiva” (Paredes 2015: 

113). Además, señala que el acceso a cargos de representación se encuen-

tra en función del fortalecimiento de las organizaciones indígenas de base, 



38 | Cristhian Jaramillo & Manuel Valenzuela

es decir, que existe una relación en la que a mayor presencia e influencia de 

las organizaciones indígenas existe mayor probabilidad de acceder a un cargo 

de representación por parte de los candidatos. Para ello el estudio de Paredes 

compara las dinámicas de las provincias de Espinar y Tambopata (alta repre-

sentación) con las provincias de Quispicanchis y Manu (baja representación) 

e indica lo siguiente:

En Tambopata se ha establecido un pacto entre un partido político y líderes 

indígenas, sostenido en la articulación entre el COINBAMAD, la FENAMAD, la 

AFIMAD y las comunidades nativas. En Espinar, una alianza entre la FUCAE 

y la FUDIE, que se enfoca en el conflicto minero, ha impulsado el gobierno 

municipal del periodo 2011-2014. El fortalecimiento de las bases puede 

verse en la institucionalización de organizaciones como la FUCAE o el FUDIE 

en Espinar, o el COINBAMAD en Tambopata.

En cambio, cuando la organización es débil, la instrumentalización es mayor, 

aunque su nivel depende de la trayectoria de los líderes. Los casos de Quis-

picanchis y el Manu nos muestran que, en las provincias con bajos niveles de 

organización de base, donde se ha aplicado la cuota nativa, tiende a prevale-

cer una lógica instrumental entre las organizaciones políticas y los candida-

tos indígenas. (Paredes 2015:133).

La evidencia presentada por este estudio permite afirmar que, si bien la 

cuota es un incentivo a la participación política indígena, se debe precisar que 

esta solo genera resultados exitosos cuando las organizaciones se encuentran 

fortalecidas e integradas. En complemento a ello, surge la propuesta de la 

tesis de Ríos (2015), quien sostiene que la cuota indígena es un caso excep-

cional, pues si bien existen otras cuotas étnicas en materia laboral o educativa 

en otros países, en el caso peruano se aplica esta medida de acción afirmativa 

en el ámbito de lo político. Sin embargo, la autora, al igual que Paredes (2015), 

coincide en que es necesario que esta participación se consolide con el apoyo 

de las bases de las organizaciones políticas en cuestión. 
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I.2. 	 Las cuotas electorales, definición y efectos en el sistema 

electoral

I.2.1. 	 Las acciones afirmativas

El valor central de todo sistema democrático es la igualdad. Este tiene la tarea 

de crear instituciones imparciales en la esfera pública y en la sociedad civil 

en las que lucha por el reconocimiento de las diferencias (Lanegra, 2012). Así, 

la democracia se caracteriza por ser un sistema de gobierno cuyo principal 

objetivo es la representación equitativa de sus ciudadanos. Son estos los que 

presentan intereses y demandas que son canalizadas por medio de partidos 

políticos y representantes, los cuales son elegidos democráticamente y gene-

ran políticas para atender estos pedidos. 

La representación puede ser entendida como la reproducción de las carac-

terísticas sociales y políticas de los representados en los representantes 

(Vicente 2008). Esto es lo que se reconoce como una representación espejo, 

de acuerdo a Cotta (1994) o representatividad, semejanza o similitud, según 

Sartori (2002). Al mismo tiempo, y como se ha mencionado, la representación 

también se refiere a la canalización de las demandas e intereses de los repre-

sentados en políticas públicas (Vicente 2008).

No obstante, es necesario considerar que no todas las personas han 

gozado (y gozan) del mismo grado de representación y participación en la 

esfera pública. Existe una correlación entre las condiciones de desigualdad y 

pobreza, sus características étnicas y el grado de participación. Estos primeros 

elementos se encuentran también ligados a prácticas de discriminación que 

ha promovido a su vez una sistemática exclusión. 

De esta forma, los primeros intentos de establecer un sistema democrá-

tico definían al ciudadano diferenciándolo por su sexo, edad, posición social y 

económica. El voto, protagonista principal de la democracia, excluía a muje-

res, analfabetos, indígenas y, en algunos casos, ciudadanos sin recursos eco-

nómicos. Asimismo, América Latina no fue ajena a procesos de exclusión de 

la ciudadanía del juego democrático. No obstante, la incorporación del voto 

femenino en la región durante la primera mitad del siglo XX supuso un cata-

lizador para el reconocimiento de otros sectores. Así, las restricciones como 

la racial, económica, de nivel de instrucción y social también fueron discutidas 
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y disueltas dando paso a la universalidad del voto y la completa participación 

política.

Sin embargo, a pesar del avance que supuso la universalidad del voto, esto 

no se tradujo en una mayor participación política sustantiva. Al contrario, gran 

parte de los sectores históricamente discriminados continúan siendo margi-

nados dentro de partidos y organizaciones políticas donde su capacidad de 

participación y de decisión es mínima. La exclusión, discriminación o incluso la 

violencia de tipo política contra mujeres, indígenas y jóvenes que desean par-

ticipar en la esfera pública se encuentran aún presentes en las democracias. Es 

esta desigualdad la que produce que no todas las personas puedan competir 

en las mismas condiciones para hacer efectivo su derecho a ser elegido o ele-

gida para ejercer cargos públicos (Freidenberg et al., 2018).

Todo esto motiva a la necesidad de desarrollar mecanismos que disminu-

yan la desventaja social y económica y que, al mismo tiempo, promuevan la 

participación política de los sectores históricamente excluidos (Lanegra 2012). 

La lucha de estos sectores ha supuesto entonces también la lucha por una 

igualdad en el ámbito político. Bajo este punto, el concepto de igualdad se 

orienta a eliminar diferencias, privilegios aristocráticos, riqueza capitalista, 

poder burocrático, supremacía racial o sexual (Walzer & Rubio 1993). 

De esta manera, para poder superar estas barreras, diferentes gobiernos 

implementaron instrumentos legales que promoviesen la participación polí-

tica. Algunas de estas estrategias más conocidas y empleadas para incorporar a 

grupos menos favorecidos son las medidas de acción afirmativa y del principio 

de paridad. Estas pueden ser definidas como mecanismos que parten de la pre-

misa de que las relaciones desiguales existentes en las sociedades inciden tam-

bién en el sistema político y por tanto deben ser modificadas (Jaramillo 2019).

Especificamente, la Comisión Norteamericana de Derechos Civiles define 

a la acción afirmativa como cualquier medida cuyo objetivo se encuentra más 

allá de la finalización de las prácticas discriminatorias y adopta medidas que 

corrigen o compensan discriminaciones presentes o pasadas, o se orienta 

a impedir la reproducción de estas prácticas a futuro (Santiago 2007). Aun-

que no se debe confundir las acciones afirmativas con las medidas de iguala-

ción social o prestaciones diferenciadas que caracterizan a los países con un 

modelo de Estado Social de Derecho (Espino 2012). Si bien ambas son simila-

res, pues implican tratos formalmente desiguales o diferenciados, la distinción 
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entre estas reside en el público objetivo. Las acciones afirmativas se centran 

en los derechos que tienen los grupos discriminados. Por otro lado, las medi-

das de igualdad social se refieren a individuos en situación de inferioridad 

social, independientemente de su sexo, raza u otro criterio que los identifique 

(Giménez Gluck 1999).

El origen del uso de las acciones afirmativas (affirmative action), conocidas 

de esta manera en el derecho constitucional estadounidense o acciones posi-

tivas en el ámbito europeo, se relaciona con la lucha contra la discriminación 

racial y las desigualdades materiales producto de estas (Espino 2012). Con el 

tiempo, también se incluirían otros criterios de discriminación grupal como el 

sexo, la religión, entre otros (Barrere Unzueta 1997). 

Es posible reconocer ciertas características de las acciones afirmativas, 

conocidas también como discriminación positiva. Las cuales se presentan a 

continuación:

1.	 Son medidas extraordinarias.

2.	 Tienen una duración limitada hasta que estas cumplen su objetivo.

3.	 Su finalidad es la integración y reconocimiento de sectores histó-

ricamente discriminados.

4.	 No pueden tener como objetivo la discriminación directa y negativa.

Por su parte, Pinedo (2010) realiza una clasificación de las formas en que se 

produce la discriminación inversa. Esta se divide en:

1.	 Discriminación inversa en estricto: conocida también como cuota 

rígida. Este tipo de medida no toma en cuenta factores que no 

sean otros que los recogidos en la cláusula específica de no dis-

criminación, posibilitando una desproporción entre el beneficio 

de la medida y el daño producido a terceros.

2.	 Discriminación inversa racionalizada: conocida como cuota flexi-

ble. En este tipo de discriminación, la pertenencia a un grupo 

excluido es uno de los factores más importantes a tener en con-

sideración y no el centro de toda la medida.

Entonces, es posible afirmar que las cuotas electorales o cuotas de par-

ticipación son una forma de acción positiva, cuyo objetivo es garantizar la 
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efectiva integración del sector al que se dirija en cargos electivos de decisión 

de los partidos políticos y el Estado (Bareiro & Soto 2000). Las cuotas selec-

cionan a ciudadanos que han sido excluidos del sistema político para puestos 

en instituciones de gobierno y garantizan que estos no queden marginados 

de la vida política o tengan una presencia decorativa. Así, se contrarrestan 

los sesgos para asegurar o acelerar el acceso a cargos de decisión política de 

estos grupos (Johnson & Moreni 2009). Este tipo de regulaciones son una espe-

cie de vía rápida para conseguir la igualdad y son las políticas más difundidas 

(Freidenberg & Lajas García 2015).

De esta manera, las cuotas electorales buscan asegurar que su público 

objetivo cuente al menos con una “minoría decisiva” del 30 al 40%. Pero es 

necesario reconocer que estas medidas son de carácter temporal. Es decir, se 

encuentran presentes hasta que las barreras que impiden el acceso de estos 

sectores a las que se dirigen sean eliminadas (Dahlerup 2002). No obstante, su 

aplicación depende también de otros elementos como la disposición que tie-

nen los dirigentes partidarios para abrir espacios de decisión y candidaturas, 

y el contexto en donde se ejecuta la cuota. El público en el que se centra esta 

medida solo podrá gozar de una efectiva participación si logra penetrar las 

estructuras de los partidos políticos (Peschard 2002).

Las cuotas electorales pueden dirigirse a distintos y diferentes grupos, pero 

todos estos deben compartir un grado de exclusión política, lo que explica la 

necesidad de aplicación de esta medida. La cuota electoral más conocida es 

la de género, que asegura un mínimo de participación de mujeres o varones 

en la política. Otro tipo de cuotas están dirigidas a los ciudadanos indígenas, 

jóvenes, discapacitados, afrodescendientes, entre otros. 

Otra clasificación de los tipos de cuotas la realiza Peschard (2002), que 

toma en cuenta el grado de acción de la medida. De esta forma, las cuotas se 

dividen de la siguiente manera:

a)	 Constitucionales: las cuotas se consagran como parte de la 

Constitución.

b)	 Legislativas: las cuotas se establecen en las leyes electorales u 

otro tipo de leyes a favor de la participación.

c)	 Dentro de los partidos políticos: que establecen el uso de las cuo-

tas electorales dentro de sus procesos de selección interna.
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A partir de esta clasificación, las modalidades reconocidas de las cuotas 

electorales son:

a)	 Obligatorias: El porcentaje se encuentra establecido en la ley de 

manera forzosa y se contemplan sanciones en caso de incumplir 

estas medidas.

b)	 Indicativas: el porcentaje puede o no encontrarse establecido, 

pero se deja a discrecionalidad su aplicación.

Las cuotas promueven una equidad mínima para que la representación 

de todos los sectores de la ciudadanía sea efectiva. Sin embargo, y a pesar 

de este objetivo, la aplicación de tales medidas ha producido diferentes resul-

tados que varían de acuerdo al contexto político, el sistema de partidos y 

el ordenamiento electoral. Y es que no es una coincidencia que los Estados 

con altos niveles de diputadas mujeres (Suecia, Dinamarca, Finlandia y Países 

Bajos) tengan, todos, sistemas electorales proporcionales, y aquellos países 

con los niveles más bajos en Europa (Italia, Reino Unido, Francia y Grecia) 

cuenten con sistemas proporcionales debilitados o sistemas mayoritarios 

(Parlamento Europeo 1997).

Sobre este punto, es necesario resaltar que una efectiva aplicación de las 

cuotas electorales depende de distintos elementos. Esto porque, no basta que 

el sistema electoral contemple sanciones en caso del incumplimiento de las 

cuotas electorales, sino también es necesaria la disposición de los dirigentes 

por abrir espacios de decisión y candidaturas al sector al que se dirijan estas 

medidas. De no cumplirse estas condiciones, la participación descriptiva no 

logra traducirse en participación sustantiva.

Aunque algunas investigaciones apuntan a que la introducción de meca-

nismos de acción afirmativa ha supuesto una mejora en la representación, las 

cuotas son una condición necesaria pero no suficiente. Como señalan Cami-

notti & Freidenberg (2016), al detallar el caso de la cuota de género, todo tipo 

de medidas de acción afirmativa deben estar acompañadas de una serie de 

características que las convierta en una “cuota fuerte”. 

El diseño ideal de esta “cuota fuerte” supone un porcentaje alto de exi-

gencia (umbral), aplicada a la fórmula completa (candidaturas titulares y 

suplentes), con mandato de posición explícito y claro, enforcement (monito-

reo, control y sanciones fuertes por no cumplir la cuota) y ausencia de válvulas 
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de escape que faciliten el no cumplimiento de la ley de la cuota (Caminotti & 

Freidenberg 2016). Sobre lo último, las válvulas de escape pueden ser definidas 

como mecanismos que emplean los partidos políticos para no cumplir o justifi-

car legalmente el no cumplimiento de las cuotas electorales. Por ejemplo, elec-

ciones internas sin la participación de mujeres (Freidenberg & Lajas García 2015). 

Otras consideraciones que afectan el grado de cumplimiento de las cuotas 

electorales son la magnitud del distrito y el tipo de diseño electoral. En el caso 

del primero, investigaciones sobre este aspecto demuestran que mientras 

más grande es la circunscripción, mayores las oportunidades de que sectores 

que ocupan los porcentajes propuestos por las cuotas encuentren una repre-

sentación efectiva. Esto se debe a que en estos distritos las posibilidades de 

conseguir un puesto de poder se elevan ante el alto número de cupos (Archenti 

& Tula 2007). La efectividad de la cuota también depende del porcentaje soli-

citado, la obligatoriedad de su cumplimiento, las sanciones consideradas en 

caso estas no se cumplan, el distrito electoral, el orden de las candidaturas, la 

competitividad y la frecuencia de las elecciones, y el contexto social en donde 

estas se aplican (Fernández Poncela 2011).

Por otro lado, existen otros factores a considerar que influyen en una defi-

ciente aplicación de las cuotas electorales. Un peligro real identificado en con-

tra de las acciones afirmativas se presenta cuando el proceso de selección lo 

ejercen los dirigentes partidarios. De esta forma, son las cúpulas del partido 

político, compuestas mayoritariamente por varones, quienes se muestran rea-

cios a ceder puestos de competencia a las mujeres, jóvenes o indígenas.

En la misma línea, y como ya se ha mencionado, distintos estudios 

demuestran que si las cuotas electorales no se complementan con mandatos 

de posición, los partidos políticos terminan por excluir a los grupos a los que 

se dirige esta medida (Cueva Hidalgo, Freidenberg, & Uchuypoma 2018). En los 

casos en donde la democracia interna partidaria no se encuentra correcta-

mente fiscalizada, los partidos políticos, en su mayoría, asignan a los sectores 

minoritarios (mujeres, jóvenes e indígenas) los puestos más altos de la lista o 

cargos de menor importancia e impacto en la política. Incluso en legislaciones 

que incorporan nuevas medidas para asegurar la participación de los sectores 

excluidos, los partidos políticos se las arreglan para evitar que sectores mino-

ritarios disputen el poder o cobren protagonismo en la política. 
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En los casos más extremos, los partidos niegan el apoyo a los candidatos 

beneficiados por las cuotas electorales, quitándoles financiamiento, apoyo 

político o marginalizando su participación. La exclusión continúa incluso una 

vez que asumen cargos políticos. En México existen casos reportados de can-

didatas electas a las que se les obliga a renunciar para ser sustituidas por 

suplentes varones. En el Perú, las concejeras municipales electas terminan por 

realizar la labor de secretarias o cocineras (Espino 2012). La violencia y el acoso 

político, sobre todo a las mujeres, también son variables que deben ser consi-

deradas. Como menciona Došek (2018), no es sorprendente que las minorías 

sean tan reacias a participar en la política nacional o subnacional, pues en el 

contexto latinoamericano predomina la discriminación y el machismo. Las his-

torias de acoso y violencia política, estereotipos y prejuicios hacia las minorías 

es una terrible constante en la arena política de la región.

I.2.2.	 Las cuotas electorales en América Latina y su primer 

paso: la cuota de género

Las primeras regulaciones vinculadas a la participación política empezaron 

con la inclusión de las mujeres en la política. El acceso de este sector al voto 

supuso también su apertura en la política y su participación activa en cargos 

de poder. Así, en la región, el primer país que reconocería el derecho al voto 

femenino fue Ecuador, en 1929, seguido por Chile y Uruguay, en 1931. Luego 

de un proceso de luchas en toda la región, treinta años después, Paraguay 

y El Salvador serían los últimos en integrarse incluyendo a las mujeres en el 

sistema democrático en 1961 (Peschard 2002). 

No obstante, la exclusión política de la mujer continuaría presente. Aunque 

las leyes electorales habilitaban su participación dentro del espacio público, 

partidos políticos y dirigentes, incapaces de ceder su poder, terminarían por 

minimizar las actividades de este sector dentro de los espacios políticos. La 

mujer tenía derecho al voto, pero no a una participación y competencia justa 

si deseaba competir políticamente. Esto sumado a un número marginal de 

mujeres electas en cargos de representación supuso la consideración e intro-

ducción de acciones afirmativas que aseguraran una participación mínima en 

los sistemas electorales de América Latina.
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De acuerdo con Larserud & Taphorn (2007), las cuotas de género son 

acciones afirmativas que buscan superar obstáculos que impiden ingresar a 

las mujeres en las instituciones del mismo modo que sus pares masculinos. 

Se entiende como cuotas de género a las medidas que buscan aumentar el 

número de mujeres candidatas a cargos públicos y se articulan de manera 

explícita (Caminotti, 2015). De esta forma, como plantean Freidenberg & Lajas 

García (2015), la paridad califica como cuota de género si se emplea esta dis-

tinción en sentido amplio.

La cuota de género no ha estado ajena a procesos de incorporación y cam-

bios. De acuerdo con la clasificación elaborada por Freidenberg & Lajas García 

(2015), es posible identificar tres olas de evolución de esta cuota en la región. 

La primera ola se caracteriza por los primeros intentos de incorporación de las 

cuotas en los sistemas electorales. Este proceso inició con el caso pionero de 

Argentina y la introducción de su “ley de cupos” en 1991. Esta obligó a incluir 

a un 30% de mujeres en las listas, pero contando también con un mandato de 

posición fuerte, con lo que se evitaba que las ubiquen en los últimos puestos. 

Los partidos que no cumplían con esta medida se encontraban imposibilita-

dos de presentar listas (Freidenberg & Lajas García 2015).

Posteriormente, en 1996, Costa Rica y México modificaban sus leyes reco-

mendando la introducción de mujeres en la política. Por su parte, Paraguay 

incorporaba cuotas electorales, y un año más tarde lo hacían Bolivia, Ecuador, 

Brasil, Panamá, Perú y República Dominicana. Honduras en el 2000 y México 

en el 2002 fueron los últimos en introducir a las cuotas de género en su legis-

lación (Freidenberg & Lajas García 2015).

De esta manera, la primera etapa de la cuota de género se destaca por la 

lucha de la introducción de la medida y conseguir incrementar el número de 

mujeres en los cuerpos legislativos. En detalle, los porcentajes exigidos por las 

cuotas de género en esta etapa fueron: Paraguay al 20% (1996); Argentina 

(1991), Bolivia (1997), Brasil (1997), Panamá (1997), Perú (1997) al 30% y 

República Dominicana al 33% (1997). Costa Rica se destaca por establecer en 

esta primera etapa el 40% de candidaturas; mientras que, en el caso de Ecua-

dor, la cuota se elevó de manera progresiva iniciando con un 20% en 1998 

(Freidenberg & Lajas García 2015).

La segunda etapa identificada toma en cuenta un detalle no contemplado 

por la primera ola: los mandatos de posición fuerte. Sin estos, los partidos 
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políticos ubicaban a las mujeres en los últimos lugares de lista o las forzaban 

a renunciar en favor de suplentes varones. Países como Bolivia y México evi-

dencian este tipo de prácticas. En el primero, la cuota no especificaba si se 

encontraba dirigida a titulares o suplentes, con lo que los partidos inscribían a 

las mujeres en estos últimos. Mientras que en México se ubicaban a las muje-

res en distritos perdedores o se les reemplazaba lo antes posible por un varón 

(Freidenberg & Lajas García 2015).

Como es evidente, sin sanciones claras a los partidos que incumplían con 

la cuota, la efectividad de la misma disminuía. Así, las nuevas reformas en la 

región se enfocaron en aumentar el porcentaje de participación e introducir el 

mandato de posición. De la misma manera, se establecieron ciertas sanciones, 

se intentó eliminar las válvulas de escape y se trató de introducir especificacio-

nes para que la cuota se aplique tanto a titulares como suplentes (Freidenberg 

& Lajas García 2015).

Finalmente, la tercera ola identificada por Freidenberg & Lajas García (2015) 

se caracteriza por la introducción de la paridad en el debate y en la legislación. 

El primer país que incorporó a la paridad dentro de su sistema fue Costa Rica 

(2009), seguido de Bolivia (2010), Ecuador (2009), México (2014), Nicara-

gua (2012) y Honduras (2017). De esta manera, las cuotas se ven acompaña-

das de mandatos de posición claros y sanciones en caso de incumplimiento. 

Aunque es necesario destacar que este tipo de políticas funcionan de mejor 

manera en distritos plurinominales grandes, con listas cerradas y bloqueadas 

y las ya mencionadas sanciones por incumplimiento (siendo las más fuertes la 

pérdida del registro e imposibilidad de competir). 

En la actualidad, un análisis breve de los casos de aplicación de cuotas de 

género en América Latina demuestra ciertos patrones interesantes. La mayor 

parte de países de la región incorporan ya leyes de paridad y de mandato de 

posición para asegurar la participación femenina. Las cuotas del 30% o 40%, 

como se analizará en los siguientes capítulos, no han cumplido de manera 

efectiva su propósito, por lo que fueron acompañadas de medidas como la 

paridad y la alternancia.

Este tipo de políticas han tenido efectos inmediatos, siendo México y Boli-

via los países con mayor presencia de mujeres en sus respectivas Cámaras de 

Diputados. En otros casos, como Paraguay, se ha abierto el debate sobre la Ley 

de Paridad Democrática que no solo incluye el espacio electoral, sino también 
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otros ámbitos como las autoridades en el Ejecutivo, los órganos colegiados 

de la administración pública o las contrataciones en el sector público (Došek 

2018). En la misma línea, Venezuela realiza recomendaciones a los partidos 

políticos para que estos opten por la paridad, pero solo exige una composición 

del 40% de varones y mujeres en las listas. 

Por su parte, Chile, aunque no recomienda la paridad, sí presenta otro tipo 

de incentivos que fomentan la participación política femenina. En las dispo-

siciones transitorias de la Ley N.° 19884, sobre transparencia, límite y con-

trol del gasto electoral, la legislación chilena establece ciertas medidas para 

incentivar la participación femenina. De esta forma, la legislación determina 

que, en las elecciones parlamentarias de 2017, 2021, 2025 y 2029, los par-

tidos políticos a los que pertenezcan las mujeres proclamadas electas como 

senadoras y diputadas recibirán 500 UF (Unidades de Fomento) por cada una 

de ellas. Estos recursos se usarán luego para implementar programas y desa-

rrollar actividades que fomenten la inclusión y participación femenina. A esto 

se le suma la posibilidad de un reembolso adicional de sus gastos electorales 

de 0.0100 UF por cada voto obtenido (Ministerio del Interior. Subsecretaría del 

Interior, 2003).

País

Año de introducción 

y modificaciones a la 

cuota de género

Cuota de 

género

Alternancia Legislación

Argentina 1991 (2001, 2017) 50%
Sí Ley 27.412 de Paridad. 

Artículo 1

Brasil 1995 (1997, 2009) 30%
No Lei N° 12.034, de 29 de 

setembro de 2009

Bolivia 1997 (1999, 2005, 

2010)

50%
Sí Constitución, Segunda 

parte, Título I, Capítulo 

primero, Artículo 146

Chile 2015 40%
No Ley 20.840 Artículo 3

Colombia 2000 30%
No Ley 581 de 2000, Cons-

titución, Artículos 171 y 

176

Tabla 1

Aplicación de la cuota de género en América Latina
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Como evidencia la Tabla 1, América Latina introdujo la cuota de género 

a partir de la década de los 90 reformando, en casi todos los casos, el por-

centaje exigido. Como menciona Došek (2018), la paridad y alternancia es ya 

una tendencia en toda la región pues esta asegura que mujeres ingresen a la 

política de manera más efectiva. Los cambios hacia la adopción de este tipo de 

sistema han sido progresivos y constantes.

No obstante, y a pesar de las consideraciones legales que muchos paí-

ses latinos establecen para un correcto cumplimiento de las cuotas electo-

rales, los partidos políticos persisten en el uso de estrategias para evitar una 

representación legal. Ejemplo de ello es la regla de los distritos perdedores 

en México, cuya aplicación surgió ante la estrategia ejecutada por algunos 

partidos políticos que postulaban a mujeres en distritos electorales en los que 

estas tenían mínima o nula posibilidad de ganar. Sin embargo, los resultados 

de esta medida no han sido los esperados (Gilas & Christiansson 2018).

Asimismo, es posible identificar que en países de América Latina en donde 

existen múltiples cuotas en la misma elección y no se especifica una regula-

ción, las organizaciones políticas buscan a candidatos que cumplan con dos 

o más cuotas al mismo tiempo. En el peor de los casos, de no existir un man-

dato de posición, los partidos terminan por relegar a las mujeres a los últimos 

lugares de las listas, en donde sus posibilidades de ser electas se reducen 

dramáticamente.

Fuente: Extraída de Peschard (2002) y actualizada.

*La reforma electoral del 2019 estableció una cuota progresiva del 40% para las Elecciones Generales del 

2021, 45% para las del 2026 y el 50% el 2031.

Ecuador 1997 (2000, 2009) 50%
Sí Reglamento a la Ley 

Orgánica de Elecciones, 

Título primero, Capítulo 

V, Artículo 41

México 2002 (2004, 2012, 

2017)

50%
Sí Decreto 135

Perú 1997 (2000, 2019) 50%* Sí Ley N° 26859, Ley Orgá-

nica de Elecciones, 

Artículo 116

Ley N° 30996

Venezuela 1998 40%
Sí Resolución 150625-147, 

Artículos 3-5
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I.2.3. 	 La cuota indígena

La participación electoral indígena ha presentado un proceso similar al de 

otros grupos históricamente excluidos, pero con la inclusión de la variable 

étnica en su devenir. Las cuotas electorales se han presentado como una alter-

nativa para la promoción de la participación indígena en los comicios subna-

cionales. Si bien Perú se presenta como pionero en la implementación de una 

cuota electoral indígena, sus efectos no han sido lo suficientemente positivos 

para este sector de la ciudadanía. En algunos países latinoamericanos se ha 

optado por otro tipo de acciones afirmativas para promover la inclusión como 

es la reserva de escaños en el Parlamento o la creación de circunscripciones 

especiales.

No obstante, existe aún un problema que subyace dentro de la consti-

tución de estas acciones de discriminación positiva y es el problema que se 

genera al intentar definir la categoría indígena. El problema de quiénes se 

encuentran en la categoría de indígena o cuáles son las características de 

estos ciudadanos también responde a factores de discriminación. En muchos 

casos, estas personas ocultan su identidad por temor a ser discriminados, 

por lo que su definición desde el Estado central es mucho más complicada. 

José Matos Mar (1984) señaló que un efecto importante de las migraciones 

de las décadas de 1960 y 1980 fue la discriminación a los migrantes de las 

regiones andinas, ello generó un proceso de pérdida de la identidad cultural 

como mecanismo de defensa ante las diversas formas de marginación. Borri-

caud (2012) desde la década de 1960 ya había llamado la atención respecto 

a los cambios respecto a la identidad de los indígenas andinos producto de 

préstamos culturales, pero, sobre todo, producto de la discriminación a la que 

fueron sometidos. Todo este complejo proceso terminó por afectar los valores 

culturales e identitarios de los hijos de los migrantes, llegando en algunos 

casos a negar el pasado indígena.

En el Perú, los criterios para determinar la condición indígena pasan por 

el derecho de la libre autodeterminación, es decir, el derecho de los pueblos e 

individuos a reafirmar su identidad cultural. Si bien los elementos para reafir-

mar la identificación indígena pueden parecer subjetivos, existen elementos 

concretos como la lengua materna, la residencia de origen en alguna comuni-

dad nativa o campesina, entre otros. No obstante, durante los primeros años 
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de implementación de la denominada cuota nativa el JNE presentó dificulta-

des para identificar a los ciudadanos representantes de las comunidades cam-

pesinas, nativas y pueblos originarios.

El problema de origen radicó en la caracterización que hace la ley, pues 

esta hace referencia a comunidades nativas, campesinas y/o pueblos origina-

rios. Estas múltiples denominaciones tienden a generar confusión por la diver-

sidad de las categorías, sin embargo, un criterio básico es la denominación 

de pueblos indígenas. Por ello, en los procesos electorales de los años 2002, 

2006 y 2010 se presentaron dificultades para identificación de los ciudadanos 

indígenas, problema que fue resolviéndose con la creación de la base de datos 

del Ministerio de Cultura.

Pero, más allá del correcto funcionamiento del sistema, existe un descon-

tento con la aplicación de esta cuota, pues, no ha conseguido una correcta 

representación. Esta cuota ha sido también considerada con una medida de 

menor importancia, ya que los indígenas, al igual que las mujeres, terminan 

siendo asignados con los últimos números de las listas.

El segundo obstáculo de esta cuota es que, si bien se establece una cuota 

mínima, esta tampoco precisa una posición de mandato. Esta omisión ha ter-

giversado el propósito de la cuota electoral en análisis, ya que el problema 

evidenciado en la cuota de género se reproduce también a estos niveles.

I.2.4. 	 La cuota joven

La cuota joven supone un espacio distinto a la de género o nativa. Esto se 

debe a que su evolución no supuso un espacio de lucha constante para su 

obtención. La cuota joven parece incluso circunscribirse más en el ámbito de 

la política pública en su afán de incorporar a más jóvenes dentro de la partici-

pación política que una lucha histórica por parte de este sector, como sí lo han 

sido la cuota de género e indígena. 

La preocupación por incorporarlos en espacios públicos se basa también 

en el desapego continuo de estos para con la política. Como Jave & Uchuypoma 

(2013) sostienen, la desconfianza de los jóvenes hacia las instituciones políticas 

del Estado es considerablemente alta. En una encuesta realizada en el 2011, se 

evidenció que los jóvenes “confían poco” en el Poder Ejecutivo (50.3%), Poder 
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Legislativo (48.3%) y no “confían nada” en los partidos políticos (50.6%). Al 

2019, estos resultados no han sufrido gran variación.

De esta forma, la participación política de los jóvenes se reconoce, pero sin 

encontrar una aplicación efectiva. Peor aún, existe la percepción (fundamen-

tada con cifras) de que los jóvenes solo entran en escena cuando los partidos 

políticos se encuentran en época electoral siendo usados solo ante la posi-

bilidad de obtener beneficios concretos o de cumplir con la cuota electoral 

exigida (Aragón, Encinas, & Ramírez 2017).

Aunque es necesario destacar que, contrario a las mujeres e indígenas, los 

jóvenes son más difíciles de definir pues son más heterogéneos y diversos. Este 

grupo reúne a personas de distintos estratos sociales e identidad de género, 

pero que comparten el patrón de la edad y, en consecuencia, también esti-

los de vida, modos de consumo y códigos culturales. Sin embargo, se debe 

tomar en cuenta que estos rasgos no son homogéneos, por lo que reconocer 

una identidad común o demandas similares resulta ser una tarea complicada 

(Montoya 2006).

La cuota joven es un elemento usado solo en el Perú y exclusivamente a 

nivel subnacional. En el resto de la región, como es en el caso de Colombia, las 

cuotas de participación juvenil dependen de los estatutos internos que tienen 

los partidos políticos.
2

 En Ecuador existió un intento de incluir una cuota del 

50% de candidatos de edades entre 20 y 45 años a las listas de la Asamblea 

Constituyente de 2007. Sin embargo, la propuesta no progresó, pero sí se 

mantuvo el límite de 20 años como edad mínima para ser asambleísta. En paí-

ses como Nicaragua, la ley contempla la participación juvenil en los Consejos 

Regionales y los Cabildos Municipales en asuntos vinculados a su problemá-

tica social, pero estos no son electos por voto popular (Vicente 2008).

De esta manera, los países en América Latina han contemplado ciertas 

leyes y ciertas instituciones especializadas en políticas juveniles fuera del 

ámbito de las cuotas electorales. Estas son:

2

	 Artículos 19, 20 y 21 de la Ley N.° 375, ley de juventud en Colombia (Congreso de Colombia 1997).
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Países Legislación Organismos especializados

Bolivia Ley General de Juventud Viceministerio de Igualdad de 

Oportunidades

Brasil Ley 11.129, por la cual se crea 

la Secretaría Nacional de la 

Juventud y el Consejo Nacional 

de la Juventud. 

Ley 12.852 Establece el Estatuto 

de la Juventud y establece los 

derechos de la juventud, los 

principios y lineamientos de las 

políticas públicas de la juventud 

y el Sistema Nacional de la 

Juventud - SINAJUVE.

Secretaría Nacional de la Juventud 

SINAJUVE

Chile Ley 19042, por la que se crea el 

Instituto Nacional de la Juventud.

Instituto Nacional de la Juventud

Colombia Ley 375, por la cual se expide la 

Ley de la Juventud.

Consejería Presidencial para la 

Juventud

Costa Rica Ley Nº 8261, Ley General de la 

Persona Joven.

Ministerio de Cultura y Juventud

Ecuador Ley de la Juventud Secretaría Técnica de Juventudes

El Salvador Ley General de Juventud INJUVE: Instituto Nacional de la 

Juventud

Honduras Decreto Nº 260 – 2005, Ley 

Marco para el Desarrollo Integral 

de la Juventud

Instituto Nacional de la Juventud

México Ley del Instituto Mexicano de la 

Juventud

Instituto Mexicano de la Juventud

Nicaragua Ley Nº 392 de Promoción del 

Desarrollo Integral de la Juventud 

y su Reglamento

Instituto Nicaragüense de la Juventud

Panamá Ley Nº 42 de creación del 

Ministerio de la Juventud, la 

Niñez, la Mujer y la Familia

-

Perú Ley del Consejo Nacional de la 

Juventud Nº 27802

Secretaría Nacional de la Juventud 

(SENAJU)*

Tabla 2

Legislación y organismos especializados vinculados a política juvenil en América Latina
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Así, se presentan otras formas de incluir a los jóvenes dentro de las polí-

ticas de sus países. Como evidencia la Tabla 2, las leyes de la juventud o las 

instituciones responsables de mejorar sus condiciones (ministerios, vicemi-

nisterios, institutos, programas, entre otros) destacan como entidades que 

contribuyen a este aspecto. En consecuencia, la inclusión política de este 

sector continúa estando sujeto a políticas públicas.

Elaboración propia en base a Vicente (2008).

República 

Dominicana

Ley General de la Juventud Nº 

49-2000

Ministerio de la Juventud

Venezuela Ley Nacional de Juventud Nº 

37404

Vicepresidente Sectorial para el 

Socialismo Social y Territorial

*Inicialmente conocida como CONAJU (Consejo Nacional de la Juventud) para luego pasar, tras Resolución 

Ministerial, a denominarse SENAJU (Secretaría Nacional de la Juventud) modificando también su alcance y 

parte de sus funciones.
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Primer sufragio de mujeres en el Perú





LA CUOTA DE GÉNERO: 
ANÁLISIS DE SU ALCANCE, 

DIFICULTADES Y 
PERSPECTIVAS A FUTURO

II.1. 	 La participación de la mujer: cuotas, enforcement y el 		

	 sistema electoral

La representación política de la mujer ha sido objeto de la introducción de dis-

tintas medidas para promover e incentivar una mayor participación y espacios 

en donde la competencia política se produzca en condiciones de igualdad de 

género, rechazando los estereotipos y el machismo. Un análisis de estas medi-

das en la región identifica tres grandes etapas (olas) de las reformas electora-

les sobre este tópico en cuestión (Freidenberg & Lajas García 2015).

Como se mencionó en anteriores apartados, el inicio de las reformas en 

materia de acciones afirmativas se produjo en Argentina en 1991 y su “ley 

de cupos”. Posteriormente, la mayor parte de países de la región incorporó 

en su legislación electoral medidas similares. De esta manera, la primera ola 

de las cuotas electorales se centró en conseguir un porcentaje mínimo e 

incrementar el número de escaños en los cuerpos legislativos (Freidenberg & 

Lajas García 2015).

Como es de suponer, debido a las distintas estructuras políticas y elec-

torales, la introducción de las cuotas tuvo como consecuencia resultados 

distintos en cada país. En muchos casos debido a que estas medidas no pre-

cisaban un mandato de posición fuerte, por lo que las mujeres eran ubicadas 

en los últimos lugares de la lista o, peor aún, presionadas a renunciar a favor 

de suplentes hombres (Archenti & Tula 2011). Asimismo, en algunos casos la 



58 | Cristhian Jaramillo & Manuel Valenzuela

introducción de la norma se produjo sin establecer sanciones claras en el caso 

de incumplimiento o un bajo enforcement. De esta forma, la segunda ola de 

reformas se centraban en aumentar el porcentaje  de participación, introducir 

o reforzar el mandato de posición, hacer cumplir las sanciones, eliminar las 

“válvulas de escape” e introducir una cuota aplicable tanto a titulares como 

suplentes (Freidenberg & Lajas García 2015).

Por último, la tercera ola identificable se vincula con los esfuerzos de 

legisladores, partidos políticos y organizaciones civiles por la paridad. El pri-

mer país en aprobar la paridad en la región fue Costa Rica (2009), seguido de 

Bolivia (2010), Ecuador (2009), México (2014), Nicaragua (2012) y Honduras 

(2017). Recientemente, el Perú también aprobó modificaciones en su legis-

lación electoral para conseguir una paridad progresiva.
3

 Bajo este punto, es 

posible cuestionarse la efectividad de las medidas y cómo los elementos de 

los sistemas electorales favorecen o no para una mejora en la representación 

política de las mujeres.

El Perú, como caso de estudio, presenta claramente estas tres etapas iden-

tificadas por Freidenberg & Lajas García (2015), destacando la aplicación reciente 

de una reforma para implementar la paridad. En los siguientes apartados se 

analizará la introducción de la cuota de género a nivel nacional y subnacio-

nal, los resultados obtenidos por esta y la reforma introducida en el 2019, así 

como las posibles repercusiones en la participación política de la mujer.

  

II.1.1.	 La cuota de género en el Perú: su origen e introducción

Para entender la introducción de la cuota de género en el Perú es necesario 

reconocer que tal medida pertenece a un largo proceso de constantes luchas 

a favor de la inclusión de la mujer en la esfera política, que comenzó con la 

obtención del derecho al voto en 1955 en el gobierno del dictador Manuel 

A. Odría. La progresista decisión de incluir a este sector en la política resultó 

sobre todo paradójica, pues este avance se produjo en medio de un régimen 

que despreció sistemáticamente el mandato constitucional y en donde la 

agenda femenina, sus intereses y reclamos no supusieron un tema de discu-

sión (Poulsen 2018).

3

	 Ley N.° 30996, Ley que modifica la Ley Orgánica de Elecciones respecto al Sistema Electoral Nacional, 

publicada el 27 de agosto de 2019 (Congreso de la República 2019b).
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Sin embargo, para 1954 Odría se había pronunciado en repetidas ocasio-

nes sobre su “deber con la democracia” y el respeto que este tenía para con 

las leyes incluyendo al tópico de la mujer como parte de su discurso. Como 

señala Poulsen (2018), la inclusión de la mujer en la política parecía responder 

más a un interés electoral que a una verdadera preocupación por la igualdad 

social y política.

En repetidas oportunidades he manifestado que el Movimiento Restaurador 

está en marcha y que debe seguir adelante hasta llegar a cumplir todos sus 

patrióticos y elevados fines. Ya es tiempo de que la mujer peruana, al igual que 

el hombre, alcance la plenitud de los derechos que la Constitución del Estado 

acuerda a los ciudadanos (Discurso de Odría, Diario Oficial El Peruano 1954).

Es necesario destacar que antes de la propuesta de Odría existían prece-

dentes legislativos cuyo objetivo era democratizar la sociedad. De esta forma, 

el 1 de agosto de 1953, Francisco Pastor, diputado por Puno, presentó un 

proyecto de reforma constitucional que modificaba el artículo 84 para renom-

brarlo de la siguiente manera: “Son ciudadanos los peruanos de ambos sexos 

mayores de edad, los casados mayores de 18 años y los emancipados”. 

Por su parte, y en la misma línea, el 13 de agosto del mismo año, el dipu-

tado por Cajamarca Luis Osores Villacorta presentaba otra iniciativa para 

modificar la Constitución en sus artículos 84, 86 y 88. En esta propuesta, 

en su artículo 1 sostenía: “La mujer goza de los mismos derechos políticos, 

civiles, sociales y económicos que el varón y no puede ser objeto de discrimi-

nación alguna por ley o convenio que los restrinja en razones de sexo” (Villar 

Márquez 1994).

Aunque, como resalta Poulsen (2018), la aprobación de una ley con un 

impacto social tan importante sin el patrocinio de Odría hubiera supuesto un 

revés político para este y su gobierno. Además, esta era una oportunidad para 

consolidar su figura y coronar su gestión (Poulsen 2018). En cambio, algunas 

investigadoras coinciden en que la concesión del voto femenino obedeció más a 

una estrategia política que al resultado de una lucha entre las mujeres y su con-

texto. Bajo esta perspectiva, Odría promulgaba este derecho a la participación 

teniendo en consideración que un voto proveniente de este sector le sería poten-

cialmente favorable para sus aspiraciones políticas (Chaney 1975; Guardia 2005). 
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En específico, el oportunismo de Odría puede asociarse a un doble inte-

rés por su presente y futuro político, el cual estaba ligado al rol que cumplía 

su esposa. María Delgado de Odría fue un activo político para el régimen y 

debido a su carisma fue un imán político, por lo que el partido de Odría alentó 

la posibilidad de postularla a la alcaldía de Lima en 1963, donde compitió con 

Luis Bedoya Reyes, líder de la Democracia Cristiana, perdiendo por un 5% de 

diferencia (Poulsen 2018). La concesión del voto femenino se vio impulsada 

entonces, en parte, al interés del régimen por preservarse en el poder tanto a 

nivel nacional como subnacional. Sin embargo, es necesario también conside-

rar otro tipo de factores que motivó tal decisión. Así, fue decisivo también el dis-

curso político que manejaron los organismos internacionales (ONU/OEA), que 

exhortaban la implementación de medidas a favor de la igualdad de género 

(Poulsen, 2018).

De una u otra manera, y por motivaciones personales o presión interna-

cional, en 1955 se reconocía finalmente el derecho a la participación política 

femenina y en 1956 este derecho se haría efectivo en las Elecciones Generales 

de dicho año. En el proceso electoral de 1956, las mujeres obtuvieron repre-

sentación en el Parlamento por primera vez en la historia republicana, con 8 

diputadas de 182 escaños y 1 senadora de 53.

No obstante, el acceso a la participación política no se tradujo de forma 

inmediata en una mejor representación femenina en el Parlamento. Al con-

trario, en la elección de 1963, un proceso electoral después del ingreso de 

la mujer en la esfera política, solo alcanzaron puestos en el parlamento dos 

mujeres de 140 diputados y no se contó con senadoras.

En consecuencia, si bien el derecho al voto era reconocido en la legisla-

ción electoral peruana, el acceso a un cargo parlamentario era aún un suceso 

excepcional. Esto se debe, además de la dificultad natural de acceder a estos 

cargos y al contexto machista, a que en casi todo el siglo XX el espacio electo-

ral solo era el nacional (presidente y parlamento), pues el ámbito subnacional 

recién se introdujo a finales del siglo XX y la participación se reforzó con las 

reformas de descentralización aplicadas a inicios del siglo XXI. Las candidatas 

mujeres debían entonces presentarse a un espacio nuevo y con un número de 

cargos reducido, sin soporte de los partidos políticos o leyes electorales.

Evidencia de ello son las cifras que destaca el gráfico 1. En el siglo XX, 

solo la Cámara de Diputados en 1980, 1985, 1990 y el Congreso en 1995 y 
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2000 contaron con más de una decena de mujeres en su composición. Estas 

cifras también deben ser matizadas con el alto número de integrantes del 

parlamento en cuestión. Las mujeres, aunque participaban de la política de 

forma activa y pasiva, no se encontraban mínimamente representadas en la 

política nacional.

Como las cifras evidencian, el panorama de representación política de las 

mujeres no varió de manera significativa en el siglo XX. Sin embargo, la lucha 

por una mayor injerencia de la mujer en asuntos políticos no se detendría con 

la obtención del voto y el reconocimiento de su ciudadanía. Al contrario, luego 

de 41 años de promulgada la ley del voto femenino, durante el segundo man-

dato de Alberto Fujimori (1995-2000), la implementación de políticas a favor 

de la mujer encontró un nuevo impulso y, en menos de cinco años, se esta-

blecieron dos instituciones en beneficio de la promoción y desarrollo de este 

sector de la ciudadanía. Así, en 1996 se creó el Ministerio de Promoción de la 

Gráfico 1

Varones y mujeres en el Parlamento peruano (1956-2016)

Fuente: INFOgob-JNE. Elaboración propia.
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Mujer y del Desarrollo Humano (PROMUDEH)
4

 y se promulgó, un año después, 

la Ley de Cuotas para las listas parlamentarias (25% de mujeres o varones). 

La región de América Latina no se vio exenta de este proceso, pues a fina-

les del siglo XX e inicios del siglo XXI, distintos países incorporaron las cuotas 

electorales como parte de su legislación y, en muchos casos, modificaron el 

porcentaje de cuota exigido hasta llegar a la paridad. En el Perú este método 

de discriminación positiva tuvo su origen en el proyecto número 2574/96-

CM-CR presentado por las congresistas Martha Hildebrandt Pérez-Treviño y 

Luz Salgado Rubianes en marzo de 1997, el cual pretendía establecer una 

cuota mínima de 25% de mujeres en las listas de candidatos al Parlamento. Sin 

embargo, esta no sería la única propuesta presentada ese año, intervinieron 

también en este debate los parlamentarios Henry Pease y Lourdes Flores Nano 

con dictámenes alternativos.

La introducción de una medida de discriminación positiva era percibida, 

desde las distintas posiciones y bancadas parlamentarias del momento, como 

una reforma necesaria. Como señaló en su momento el parlamentario Henry 

Pease: “[La cuota] Es una discriminación positiva y necesaria para corregir una 

tendencia machista que sigue habiendo en la sociedad peruana. Estoy seguro 

de que este será un perfeccionamiento de las disposiciones electorales” (Con-

greso de la República 1997c).

Por su parte, es necesario también precisar que las motivaciones que 

impulsaron la propuesta de esta iniciativa no se encontraban vinculadas direc-

tamente a grupos feministas o al activismo ciudadano. Al contrario, el interés 

de establecer una cuota mínima se debía a la disminuida presencia femenina 

en el Parlamento y otros cargos de representación popular y, en gran medida, 

a la influencia que tuvieron las Conferencias y Congresos internacionales 

sobre la participación de la mujer y la lucha contra la desigualdad. En palabras 

de la parlamentaria Luz Salgado Rubianes:

El planteamiento de un sistema de cuotas para incrementar la participación 

de las mujeres en política no nace del capricho de algunas congresistas o del 

reclamo de un minúsculo grupo de feministas radicales, como se ha dicho; 

tampoco es fruto de una mentalidad fantasiosa o de una idea descabellada 

4

	 Este ministerio cambiaría su nombre debido a la Ley 27779 a Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social 

(MIMDES) para luego, en el 2012, pasar a ser Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables (MIMP).
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que algunos califican de disparate jurídico; nace de las diversas convenciones 

y conferencias internacionales sobre la mujer, de la experiencia de otros paí-

ses sobre este tema y del reconocimiento por parte de algunos congresistas 

hombres y mujeres de una realidad histórica: la escasa participación política 

de las mujeres, a pesar de constituir un cincuenta punto cuatro por ciento de 

la población peruana (Congreso de la República 1997b).

De esta manera, tal como ocurrió con el voto femenino, el contexto inter-

nacional jugó un factor crucial. Curiosamente, y desde los 70, gran parte de 

los esfuerzos en la política pública se centraron en la mejora de la calidad de 

democracia y la inclusión de sectores históricamente excluidos a participar en 

la política. Así, se suscribieron acuerdos y alianzas con miras a fortalecer las 

políticas públicas favorables a la mujer, las cuales luego fueron implementadas 

mediante proyectos de ley. 

Entre estas se encontraban la Convención sobre Eliminación de Toda 

Forma de Discriminación de la Mujer, adoptada el 18 de diciembre de 1979 y 

ratificada por el Perú el 13 de octubre de 1982; la IV Conferencia Mundial sobre 

la Mujer, realizada en Pekín en setiembre de 1995; la Declaración Final de la 

Conferencia Especializada Interparlamentaria “Hacia una Colaboración entre 

Hombres y Mujeres en Política”, realizada del 14 al 20 de febrero de 1997 en 

Nueva Delhi (Congreso de la República, 1997b); entre otros. Es particularmente 

destacable, de estas conferencias y acuerdos, la Plataforma de Acción de Bei-

jing de 1995, evento en el cual el entonces presidente Alberto Fujimori fue 

el único jefe de Estado en asistir, comprometiéndose a su vez a erradicar las 

brechas de género (Townsend 2007).

Por otra parte, y a pesar de que no se identifica un movimiento feminista 

único, sí es necesario destacar el esfuerzo conjunto entre parlamentarias, 

organizaciones sociales, organizaciones no gubernamentales y movimientos 

feministas (ONPE 2016). Estos actores e instituciones, antes de la propuesta 

de cuotas presentada por Martha Hildebrandt Pérez-Treviño y Luz Salgado 

Rubianes, ya habían contemplado iniciativas similares. 

El inicio de la década de los 90 se convirtió en un periodo de incremento 

de los espacios para las organizaciones enfocadas en la protección de los 

derechos de las mujeres. En 1990 se creó el Foro Mujer, principal organiza-

ción de coordinación entre otras entidades feministas. Entre estas destacan 
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las siguientes: la Asociación Aurora Vivar, Centro de Documentación sobre 

la Mujer, Centro de la Mujer Peruana Flora Tristán, Mujer y Sociedad, CESIP, 

CLADEM, Colectivo Radial Feminista y Movimiento Manuela Ramos (Anicama 

2001). Todas estas agrupaciones contribuyeron también a resaltar la impor-

tancia de la participación política de la mujer y a introducir este asunto en la 

agenda pública. En el Foro Mujer se presentó una Carta Abierta a los enton-

ces candidatos de la segunda vuelta electoral Alberto Fujimori y Mario Var-

gas Llosa. En este documento se proponía la formación de una agenda con 

el propósito de promover una mayor participación social de las mujeres con-

templando también un sistema de cuotas que a su vez asegure una presen-

cia femenina en la política (Yáñez 1998). De igual impacto resultaron ser las 

recomendaciones de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas 

de Discriminación contra la Mujer (CEDAW, por sus siglas en ingles) de la 

Organización de las Naciones Unidas (ONU), la Convención Interamericana 

para Prevenir y Erradicar la Violencia Contra la Mujer, la Convención de Belém 

do Pará y la Plataforma de Acción de Beijing (ONPE 2016). 

Siguiendo con estas iniciativas, en 1991, la diputada del Partido Aprista 

Peruano, Ana María Fernandini presentó una propuesta legal para esta-

blecer una cuota que alcance progresivamente el 50% (Anicama 2001). Sin 

embargo, su propuesta fue rechazada al igual que el ya mencionado proyecto 

número 2574/96-CM-CR presentado por las congresistas Martha Hildebrandt 

Pérez-Treviño y Luz Salgado Rubianes en marzo de 1997. Si bien esta última 

iniciativa aprobada en el Congreso no llegó a promulgarse, sí llegó a ser 

incluida en el articulado de la Ley N.° 26859, Ley Orgánica de Elecciones, pro-

mulgada el 29 de setiembre de 1997 y en la Ley N.° 26864, Ley de Elecciones 

Municipales, promulgada el 13 de octubre del mismo año. Así, inicialmente, se 

estableció que las listas de candidatos para el Parlamento y para autoridades 

locales debían incluir un número no menor del 25% de mujeres o varones, 

según fuera el caso.

Sin embargo, la aprobación de esta iniciativa también despertó críticas 

de distintos sectores. Los parlamentarios, de ese momento, Arturo Salazar 

Larraín y Enrique Chirinos Soto se mantenían en contra de la incorporación 

de cualquier medida de discriminación positiva. En el caso de Salazar, este 

argumentaba que la introducción de una cuota electoral era la entrada de 

las mujeres a la política por la “puerta falsa”, aunque tampoco presentaba 
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alternativas para mejorar la participación de este sector. Por su parte, Chirinos 

Soto, proponía la abolición de cualquier iniciativa que vinculase la aplicación 

de cuotas electorales, pues argumentaba que esta medida era discriminato-

ria. Sobre este punto, Salazar Larraín también sostenía que la aplicación de la 

cuota electoral debía llevarse a cabo con la modificación del segundo inciso 

del artículo dos de la Constitución del Perú: “[…] A la igualdad ante la ley. 

Nadie debe ser discriminado por motivo de origen, raza, sexo, idioma, reli-

gión, opinión, condición económica o de cualquiera otra índole” (Congreso de 

la República 1997b). 

Aunque este tipo de declaraciones también eran advertidas por el parla-

mentario Javier Diez-Canseco Cisneros:

Habrá quien diga que la Constitución no autoriza la discriminación por sexo, 

y tendrá razón; pero la ley que estamos proponiendo es antidiscriminatoria, 

porque se reconoce que en la vida real hay una discriminación de la mujer. En 

amparo a que la Constitución no reconoce una discriminación por género, se 

actúa en el sentido de una discriminación positiva para promover la igualdad 

de oportunidades (Congreso de la República 1997b).

Una vez promulgada la Ley Orgánica de Elecciones, la presencia de muje-

res en el Parlamento aumentó de manera significativa. Sin la exigencia de un 

25% de mujeres o varones en la composición de las listas parlamentarias, en 

1995, de 120 congresistas solo 13 eran mujeres. La incorporación de la cuota 

tuvo resultados inmediatos duplicando el número de representantes mujeres 

en el Parlamento (26 parlamentarias en el 2000).

Por su parte, la introducción de la cuota electoral a nivel municipal pre-

sentó una mayor resistencia por parte de algunos congresistas. El debate para 

la promulgación de la Ley N.° 26864, Ley de Elecciones Municipales, se produjo 

un mes después de la ya entonces aprobada Ley Orgánica de Elecciones, que 

incorporaba la cuota electoral al 25%, y el objetivo de los parlamentarios que 

impulsaron esta medida era incluir esta discriminación positiva en las eleccio-

nes subnacionales. Asimismo, la reapertura de este debate también supuso 

una nueva oportunidad para mejorar la representación de la mujer.
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De esta manera, la congresista Salgado proponía implementar la paridad y 

medidas de mandato de posición (alternancia). Esta propuesta, según la par-

lamentaria, evitaría que los partidos políticos enviasen a las mujeres que son 

parte de la cuota electoral a los últimos puestos de la lista, disminuyendo así 

sus opciones de acceder a un cargo político.

Sin embargo, la incorporación de esta medida de discriminación positiva 

obtuvo mayores críticas de los parlamentarios que integraban el Congreso de 

la República en ese periodo. Sobre las cuotas electorales, el entonces congre-

sista Jorge del Castillo sostenía:

Por otro lado, quiero decir que no estoy de acuerdo con la propuesta de la 

señora Luz Salgado respecto de que las mujeres deban constituir el cincuenta 

por ciento de la lista de candidatos. Considero que eso rompe el principio de 

igualdad ante la ley que está previsto en el artículo 2° de la Constitución. 

Además, tengo la convicción de que las mujeres no necesitan cuotas. La 

prueba de ello es que este Parlamento está integrado por un buen número de 

damas. […] Ya se cometió un error en el Código Electoral al incluir una norma 

en ese sentido; y no me parece que, por una falsa solidaridad de género, se 

deba decir ahora que el cincuenta por ciento de la lista de candidatos debe 

estar conformada por mujeres […]. Si hay mujeres que hacen méritos en su 

comunidad, pues postularán por esos méritos, y no porque la ley imponga 

el número de mujeres que deben formar parte de una lista (Congreso de la 

República 1997a).

 Bajo esta misma línea, el excongresista Xavier Barrón Cebreros en el Pleno 

destacaba, según su opinión, el carácter machista de las cuotas electorales: 

“resulta casi ofensivo a la mujer tener que colocarle cuotas para que surjan 

en la vida política” (Congreso de la República 1997a). Sin embargo, a pesar de 

esta negativa, la propuesta de incluir la exigencia de un 25% de mujeres o 

varones en las listas municipales también fue aceptada, aunque excluyendo la 

propuesta de paridad o mandatos de posición propuestos.
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II.1.2. 	 El aumento de la cuota electoral y su impacto en la política 

subnacional

La implementación de la cuota de género al 25% no significó el fin del debate 

o propuestas legislativas para la mejora de la representación femenina. Al con-

trario, distintos congresistas presentaron, en repetidas ocasiones, medidas 

como el aumento de la cuota de género y los mandatos de posición (alter-

nancia).

La reforma para el aumento de la cuota de género se realizó luego de tres 

años de la aplicación de esta medida. El proyecto de Ley N.° 514/2000-CR, 

presentado por la congresista Mercedes Cabanillas, agrupó 40 iniciativas y 

planteó un incremento de la cuota electoral del 25% a un 50% en las listas 

presentadas por los partidos políticos para el Congreso de la República, así 

como un número alternado de varones y mujeres en las listas municipales. A 

pesar de que la medida municipal fue rechazada, el porcentaje de la cuota a 

nivel nacional sí fue aumentado a un 30% con la Ley N.° 27387, promulgada 

el 28 de diciembre del 2000, que tuvo como origen el proyecto de ley ya men-

cionado presentado por la congresista Mercedes Cabanillas. Posteriormente, 

mediante las Leyes N.° 27734 y N.° 27683, promulgadas el 27 de mayo y 14 

marzo del 2002, respectivamente, se incrementó la cuota para las listas de las 

elecciones municipales y regionales, homologando el porcentaje en estas con 

el ya establecido a nivel nacional.

Sobre este punto, es necesario destacar que, a pesar de la introducción 

de las cuotas electorales a finales de los 90, existía aún un sector reacio a 

aceptar o introducir esta medida. Los argumentos empleados por este sector 

reproducían de manera idéntica los mismos razonamientos presentados en 

debates del siglo XX, que sostenían que la aplicación de las cuotas afectaban 

directamente al derecho de igualdad que poseen los ciudadanos ante la ley. 

Así, el congresista Daniel Estrada Pérez manifestaba lo siguiente:

Yo recuso abiertamente los cupos, sea cual fuere el sector o el segmento que 

quiera imponerse, porque denota bien un complejo de inferioridad o bien un 

complejo de superioridad. Si en el Perú todos somos iguales ante la ley, todos 

tenemos entonces el mismo derecho a postular, a dirigir, a mandar −y a obe-

decer si es que no llegamos a ocupar cargos de dirección−; sin embargo, 
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como decía antes, en esta iniciativa están consagrados los partidos políticos 

regionales (Congreso de la República 2002).

Sin embargo, la medida propuesta por Mercedes Cabanillas, quien años 

después, junto a Ilda Urizar de Arias, sería la primera mujer ministra en la his-

toria de la República, había sido elaborada con el apoyo de las comisiones de 

Constitución, Reglamento y Acusaciones Constitucionales y de Descentrali-

zación y Regionalización (Congreso de la República 2002). Es más, la entonces 

Ministra de Promoción de la Mujer y del Desarrollo Humano (PROMUDEH), 

Cecilia Blondet Montero, sostuvo la conveniencia de establecer un cierto 

grado de alternabilidad de hombres y mujeres en las listas de candidatos, con-

tando con el apoyo también de representantes de la Defensoría del Pueblo y 

de la Oficina Nacional de Procesos Electorales (Congreso de la República 2002). 

Asimismo, sobre el proceso de introducción de las cuotas electorales y 

el posterior aumento del porcentaje, la excongresista Mercedes Cabanillas, 

rescata:

Martha Hildebrandt va con Luz Salgado a una reunión Internacional de 

Mujeres, es ahí donde se plantea el hecho de fomentar a las mujeres y que 

en el próximo evento cada país lleve su resultado de qué ha hecho, cuánto 

ha hecho, de cuantificar el avance de las mujeres, ya hay nuevos concep-

tos inclusive. […] ellas son las que ponen la cuota de 25% y a mí me toca 

ampliarla porque era un momento de mucha prisa, era muy denso. Entonces 

nosotros decidimos declinar, renunciar a nuestros cargos para generar que 

se restablezca una transición e hicimos, antes que nada, unos ajustes y modi-

ficaciones a la legislación electoral. Ahí es que yo introduzco la ampliación al 

30% (Entrevista concedida por Mercedes Cabanillas).

De esta manera, la legislación electoral establece una cuota de género 

del 30% de varones o mujeres en sus listas parlamentarias, regionales y muni-

cipales (provincial y distrital). Asimismo, la cuota se encuentra establecida 

en la Ley Orgánica de Elecciones, Ley de Elecciones Regionales y Ley de Elec-

ciones Municipales, por lo que su cumplimiento es obligatorio a riesgo de 

no poder inscribir a la lista en cuestión. Sin embargo, a pesar de la obliga-

toriedad de la norma, las cifras de mujeres candidatas y autoridades electas 
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son menores que las de sus pares varones tanto a nivel nacional (legislativo) 

como municipal.

[…] había que avanzar con el amparo de la legislación. No había otra manera. 

Como te puedo decir ahora último, sino es porque hay una imposición, una 

pelea con el Proyecto de Ley a la mano, de la voluntad de los congresistas no 

fue, siendo así no hubiera salido nunca. Entonces, yo creo que el incremento 

de la presencia de las mujeres en las listas es realmente todo un proceso 

valioso que se ha logrado por lucha. No se ha ganado por dádiva, ni por gene-

rosidad de los varones [sic] (Entrevista concedida por Mercedes Cabanillas).

Aunque es necesario también destacar que la introducción de la cuota de 

género y su posterior aumento a nivel porcentual no fue producto solo de las 

legisladoras ya citadas. Al contrario, el impulsar una reforma electoral que con-

temple medidas a favor de la participación de la mujer en la política supuso un 

esfuerzo conjunto de mujeres parlamentarias y representantes de la sociedad 

civil. Como menciona la excongresista Mercedes Cabanillas:

Yo te puedo decir que todas las mujeres nos juntábamos, en eso sí había un 

común denominador, podemos haber peleado en otras cosas, pero en eso, te 

puedo decir que no. E inclusive nosotras teníamos la comisión que en algún 

momento no era deliberativa, no producía dictámenes, que era la Comisión 

de la Mujer. Ahora la comisión es regular, pero nace y nosotras la impulsamos 

[…] [con] Manuela Ramos y Flora Tristán, trabajamos mucho, cada quien, 

con su autonomía totalmente, pero había confluencias, coincidencias y eso 

era muy bueno. De ahí para adelante, desenvolvimos nuestro trabajo. […] 

Es que el tema de género pasa todas las diferencias políticas creo yo y es 

espontáneo y es natural, ha sido así siempre [sic] (Entrevista concedida por 

Mercedes Cabanillas).

II.1.3. 	 Los resultados en las Elecciones Regionales (2002-2018)

En las Elecciones Regionales peruanas, efectuadas cada cuatro años, se 

disputan los cargos de gobernador regional, vicegobernador
5

 y consejeros 

5

	 Estos cargos, hasta antes del 2015, tenían la denominación de presidente regional y vicepresidente 



70 | Cristhian Jaramillo & Manuel Valenzuela

regionales. Esta elección se aplica en los 24 departamentos del país y la pro-

vincia constitucional del Callao teniendo como resultado, en el 2019, a 25 

gobernadores regionales, 25 vicegobernadores y 328 consejeros regionales. 

Aunque el número de gobernadores y vicegobernadores no ha variado en el 

tiempo, sí lo ha hecho el de consejeros, pues esta elección se encuentra sepa-

rada de los primeros. Asimismo, debido al sistema electoral peruano, cada 

consejero debe representar a una provincia, lo que ha supuesto una modifi-

cación del número de consejeros cada vez que se aumentaba o suprimía una 

circunscripción.

A través del tiempo, y como lo evidencia el gráfico 2, el número de candi-

daturas ha crecido de forma progresiva, con una pequeña disminución en el 

2014. De 225 listas postulantes en el 2002 se pasó a 255 en el 2006, 337 en 

el 2010, 328 en el 2014 y, finalmente, 368 en el 2018 (INFOgob - Observatorio 

para la Gobernabilidad 2019). A pesar del aumento significativo de postulantes 

a estos cargos, es evidente la diferencia entre las candidaturas de varones y 

mujeres. 

De esta forma, es posible evidenciar un patrón interesante en la partici-

pación de las mujeres en las Elecciones Regionales. En los casos de las cabe-

zas de lista, los cargos de gobernador y vicegobernador, las representantes 

femeninas no superan ni el 30% del total. En el caso del cargo de gobernador, 

las mujeres candidatas han supuesto el 6.05% (2002), 8.33% (2006), 3.81% 

(2010), 6.93% (2014) y 7.72% (2018) del total. Un porcentaje mayor se pre-

senta en el caso del cargo a vicegobernador con un 15.45% (2002), 13.82% 

(2006), 18.06% (2010), 21.60% (2014) y 27.16% (2018) de candidatas muje-

res sobre el total.

Así, en cargos considerados como “cabezas” de lista, el número de muje-

res postulantes es drásticamente menor que el de sus pares varones. En cam-

bio, en el caso de la consejería regional, debido a que la legislación fuerza una 

participación mínima, la proporción de mujeres postulantes es mucho mayor. 

En cifras, las mujeres para este cargo representaron 37.68% (2002), 39.41% 

(2006), 38.80% (2010), 39.84% (2014) y 39.74% (2018) del total. De esta 

hasta su modificación por la Ley N.° 30305, “Ley de reforma de los artículos 191, 194 y 203 de la 

Constitución Política del Perú sobre denominación y no reelección inmediata de autoridades de los 

gobiernos regionales y de los alcaldes”. A efectos de este análisis, la categoría empleada será la de 

gobernador incluyendo los años anteriores a la reforma señalada, pues esta solo modificó su nomen-

clatura mas no sus funciones.
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forma, es posible afirmar que una mayor participación femenina dentro de las 

Elecciones Regionales depende directamente de la aplicación de las cuotas 

electorales. Esto dejando en evidencia que, en los cargos considerados como 

“cabezas de lista”, no existe un mínimo de participación femenina, la cual es 

menos recurrente y hasta marginal.

Como es de suponer, se presenta una diferencia significativa entre las 

cifras de candidatos y autoridades electas. Una breve observación de los últi-

mos, presentada en el gráfico 3, demuestra que la diferencia entre mujeres 

y varones en la política regional es mucho mayor a la ya evidenciada al ana-

lizar las postulaciones. De esta forma, en el caso del cargo de gobernador, 

solo en el 2002 y en el 2014 se contó con tres y una mujer en este puesto 

respectivamente. Las Elecciones Regionales del 2006, 2010 y 2018 tuvieron 

como resultado a todos los gobernadores regionales varones. En el caso del 

vicegobernador, las cifras de mujeres electas para este cargo son significa-

tivamente mayores con un 16.00% (2002), 12.00% (2006), 8.33% (2010), 

16.00% (2014) y 20.00% (2018) del total.

Gráfico 2

Candidaturas presentadas a cargos a nivel regional (2002-2018)

Fuente: INFOgob-JNE. Elaboración propia.

Gobernadora Gobernador Vicegobernadora Vicegobernador Consejera 

regional

Consejero 

regional

13 202 34 186 746 1234

18 198 30 187 787 1210

11 278 52 236 1098 1732

21 282 62 225 1182 1785

25 299 88 236 1697 2573

2002         2006        2010        2014        2018	

2002

2006

2010

2014

2018
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En cuanto al cargo de consejería regional, a pesar de que los porcentajes 

de participación femenina son mayores, el número de mujeres que efectiva-

mente acceden a los cargos posee una diferencia estadística significativa con 

el de sus pares. Curiosamente, a pesar de existir una cuota de género aplica-

ble a este cargo, las mujeres consejeras regionales representaron el 22.81% 

(2002), 27.63% (2006), 28.13% (2010), 22.99% (2014) y 19.21% (2018) del 

total de autoridades electas para este cargo.  

De esta forma, las mujeres electas no superan a nivel regional, en ninguno 

de los cargos, el 30%. Si bien los partidos políticos y movimientos regionales 

cumplen con lo establecido en la legislación al presentar el número mínimo 

decretado por la cuota en las consejerías regionales, la representación efec-

tiva y real no alcanza las proporciones propuestas. Esto se debe a una multi-

plicidad de factores que van desde la posición otorgada a las mujeres (usual-

mente las mujeres, jóvenes e indígenas ocupan los últimos puestos, pues sus 

candidaturas son “relleno” para la organización política que solo busca com-

pletar la cuota) hasta el acoso político que las candidatas sufren. Estos facto-

res serán extendidos en siguientes apartados.

Gráfico 3

Autoridades electas a nivel regional (2002-2018)

Fuente: INFOgob-JNE. Elaboración propia.

Gobernadora Gobernador Vicegobernadora Vicegobernador Consejera 

regional

Consejero 

regional

3 22 4 21 52 176

0 25 3 22 63 165

0 25 2 22 72 184

1 24 4 21 63 211

0 25 5 20 63 265

2002         2006        2010        2014        2018	

2002

2006

2010

2014

2018
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II.1.4. 	 Los resultados en las Elecciones Municipales a nivel provincial 

(2002-2018)

Las Elecciones Municipales se efectúan de forma simultánea a las Elecciones 

Regionales, con la misma periodicidad, cada cuatro años. A nivel provincial, se 

escogen los cargos de alcalde y regidor provincial. En este caso, el número de 

regidores es determinado por el Jurado Nacional de Elecciones, siguiendo el 

criterio del número de ciudadanos dentro de la circunscripción en cuestión.

El gráfico 4 demuestra un crecimiento más inconsistente del número de 

candidaturas. Esto también se evidencia en el número de listas que se pre-

sentaron a través del tiempo. Así, en el 2002 participaron en este proceso 

electoral 1793 listas para reducirse a 1739 en el 2006, aumentar a 1894 en 

el 2010, 1924 en el 2014 y 2017 en el 2018 (INFOgob - Observatorio para la 

Gobernabilidad 2019). 

A pesar del aumento significativo de postulantes a estos cargos, es evi-

dente que la diferencia entre las candidaturas de varones y mujeres continúan 

el patrón ya mostrado en las Elecciones Regionales.  Es decir, las mujeres no 

son incluidas como cabezas de lista y su presencia se reduce a las regidurías.

Un análisis de las cifras evidencia, nuevamente, una disparidad entre las 

candidaturas de varones y mujeres. Para el cargo de la alcaldía, las mujeres 

postulantes no han superado ni el 10% del total de candidatos. Así, se pre-

sentaron un 6.67% (2002), 7.78% (2006), 6.28% (2010), 8.04% (2014) y 

9.10% (2018) de mujeres para este cargo. Si bien el porcentaje de mujeres 

candidatas ha aumentado, el incremento ha sido marginal y no exento de una 

disminución de candidaturas de mujeres en el 2010.

En cambio, el número de candidaturas de mujeres, en el caso de regidores, 

se mantuvo en su mayoría por encima del 40%; en detalle, 38.70% (2002), 

40.89% (2006), 42.06% (2010), 42.61% (2014) y 43.18% (2018). De esta 

manera, las mujeres en su mayoría participan como candidatas a regidurías 

provinciales mas no como cabezas de lista, en donde la diferencia de proporcio-

nes entre varones y mujeres es significativamente diferente y hasta marginal.
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La diferencia entre varones y mujeres se acentúa al analizar las cifras de 

autoridades electas a nivel provincial. Como se evidencia en el gráfico 5, las 

mujeres alcaldesas en el Perú son casos excepcionales no superando, en nin-

gún caso, la decena. Así, estas representaron en porcentajes el 2.58% (2002), 

2.05% (2006), 4.62% (2010), 3.11% (2014) y 3.57% (2018) del total. Así, la 

proporción de mujeres candidatas que ya era menor al 10% del total dismi-

nuye aún más sin llegar ni al 5% de autoridades electas.

En el caso de las regidurías, de forma similar a lo analizado en el gobierno 

regional, las mujeres obtienen una mayor presencia en comparación con las 

alcaldías. Sin embargo, en ninguna elección estas superan el 30%; 23.35% 

(2002), 25.04% (2006), 23.87% (2010), 25.56% (2014) y 25.68% (2018). Así, 

las mujeres representan, nuevamente, un porcentaje menor en comparación 

con los varones, tanto en postulaciones como en autoridades electas, resal-

tando que la presencia de estas disminuye en los puestos de cabeza de lista.

Gráfico 4

Candidaturas presentadas a cargos a nivel provincial (2002-2018)

Alcaldesa Alcalde Regidora Regidor

117 1637 6186 9800

127 1506 6117 8842

108 1613 6596 9088

143 1635 7081 9537

172 1719 7931 10436

Fuente: INFOgob-JNE. Elaboración propia.
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II.1.5.	 Los resultados en las Elecciones Municipales a nivel distrital 

(2002-2018)

A nivel distrital, los cargos en disputa que contempla el sistema electoral 

peruano son la alcaldía distrital y sus respectivas regidurías, y al igual que el 

nivel provincial, el número de regidores es determinado por el Jurado Nacional 

de Elecciones siguiendo el criterio de densidad poblacional. En el caso del nivel 

distrital, y al igual que en los otros apartados ya analizados, se evidencia una 

inicial caída, y luego un continuo aunque menor crecimiento de las candidatu-

ras. Así, se contó con 13 127 listas en el 2002, 11 553 en el 2006, 11 926 en 

el 2010, 11 838 en el 2014 y 12 161 en el 2018 (INFOgob - Observatorio para la 

Gobernabilidad 2019). 

Como es predecible, las diferencias de participación entre los varones 

y mujeres persisten. Nuevamente, la presencia de candidatas al cargo de 

alcalde es significativamente menor si se compara con sus pares varones. A 

pesar de ello, es posible evidenciar un crecimiento menor, pero sostenido, 

de la proporción de mujeres aspirantes a ocupar puestos en la alcaldía. Estas 

Gráfico 5

Autoridades electas a nivel provincial (2002-2018)

Alcaldesa Alcalde Regidora Regidor

5 189 397 1303

4 191 430 1287

9 186 406 1295

6 187 444 1293

7 189 453 1311

Fuente: INFOgob - JNE. Elaboración propia.
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representaron un 6.25% (2002), 5.74% (2006), 6.67% (2010), 7.41% (2014) 

y 8.74% (2018).

Por su parte, y estableciendo ya un patrón definido, la presencia de las 

mujeres candidatas para las regidurías es significativamente mayor a la alcal-

día. En todos los procesos electorales analizados la proporción de mujeres 

supera el 40% y ha aumentado de forma constante; en detalle, 40.99% (2002), 

42.47% (2006), 43.19% (2010), 43.91% (2014) y 44.39% (2018). 

En cambio, las cifras de representación sustantiva también evidencian una 

diferencia significativa entre las autoridades mujeres y varones. El gráfico 7 

muestra que la representación efectiva de mujeres en el cargo de alcaldes dis-

tritales es mínima en comparación con sus pares. En porcentajes, las mujeres 

representan el 3.02% (2002), 2.85% (2006), 3.74% (2010), 2.78% (2014), 

4.98% (2018) del total. Así, la proporción de mujeres candidatas, que ya era 

Gráfico 6

Candidaturas presentadas a cargos a nivel distrital (2002-2018)

Alcaldesa Alcalde Regidora Regidor

814 12203 28786 41438

631 10364 25268 34227

752 10515 26426 34759

831 10386 27315 34886

1015 10603 29196 36582

Fuente: INFOgob - JNE. Elaboración propia.
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menor al 10% del total, disminuye aún más sin llegar a representar ni el 5% de 

autoridades electas. 

Por otro lado, en el caso de las regidurías distritales, el porcentaje de repre-

sentación efectiva de las mujeres aumenta de manera significativa, aunque 

manteniendo una desproporción considerable al compararse con sus pares 

varones. Al igual que en el nivel provincial, las autoridades electas mujeres difí-

cilmente superan el 30% del total; en detalle: 26.77% (2002), 28.34% (2006), 

28.02% (2010), 29.11% (2014) y 30.74% (2018).

El análisis estadístico de los postulantes y autoridades en los niveles regio-

nales, provinciales y distritales demuestra una disparidad evidente entre la 

participación de varones y mujeres. Es posible, entonces, destacar un patrón 

interesante en todos los niveles y años analizados, pues en cada uno de estos 

la participación de las mujeres se limita a puestos como consejerías regionales 

y regidurías provinciales y distritales. Las mujeres difícilmente son consideradas 

Gráfico 7

Autoridades electas a nivel distrital (2002-2018)

Alcaldesa Alcalde Regidora Regidor

49 1573 2288 6260

46 1569 2418 6113

60 1545 2378 6109

45 1573 2512 6118

83 1582 2733 6158

Fuente: INFOgob - JNE. Elaboración propia.
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como “cabezas” de listas, por lo que su presencia en cargos como el de gober-

nación y alcaldías provinciales y distritales es marginal y en algunos casos es 

inexistente. 

En cambio, la presencia de candidatas en las consejerías y regidurías es 

significativamente mayor y esta diferencia se explica, en parte, a la exigen-

cia de cumplir con las cuotas electorales establecidas en la legislación. En la 

mayoría de casos, las mujeres candidatas suponen más del 40% del total de 

candidaturas presentadas, superando el porcentaje exigido. Sin embargo, esta 

proporción no se traduce en una proporción significativa de autoridades muje-

res electas.  Al contrario, las mujeres con cargo de consejeras regionales y regi-

doras provinciales y distritales no representan ni el 30% del total. Desde este 

punto, es necesario preguntarse por qué las mujeres cuentan con tan poco 

acceso a la política a nivel subnacional y cuáles son los factores que motivan 

a una proporción tan desigual entre varones y mujeres. En los siguientes apar-

tados se explorarán, de manera suscinta, las opiniones de mujeres que militan 

en partidos políticos, que han sido autoridades locales o ejercen, al momento 

de esta investigación, algún puesto político a nivel subnacional.

II.2. 	 Participación a regañadientes: el balance de candidatas y 

autoridades sobre la cuota de género

Como es evidente, a pesar de la incorporación de un sistema de cuotas, per-

siste aún una exclusión sistemática de las mujeres en la política local llegando 

incluso, en los casos más extremos, a la violencia contra las mujeres candidatas 

y autoridades electas. Ejemplo de ello es el caso de Rita Suaña, alcaldesa del 

centro poblado de los Uros, quien al asumir el cargo fue cuestionada continua-

mente por los varones de su pueblo. Las protestas en contra de su persona se 

basaban, en gran parte, en que un sector no admitía que una mujer pueda ocu-

par un cargo de responsabilidad política. Este sector llegó incluso a encerrarla 

en el municipio y exigir su renuncia al cargo (Došek 2018).

De esta forma, el acoso político continúa siendo un factor presente en la 

militancia y la campaña electoral a nivel subnacional. Los estereotipos, pre-

juicios y el machismo contra las candidatas mujeres persiste en todo nivel, lo 

cual impide campañas en igualdad de condiciones. Como señala María Crisisto 

Aycaya sobre su experiencia postulando como congresista para las Elecciones 

Generales del 2016:
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[Postular] Por ser mujer y ser mujer indígena ha sido muy difícil. Nada fácil. 

Y siempre te contradecían y también la cuota un poquito nos ha favorecido 

para que participemos más. […] los varones siempre dicen “No, las mujeres 

no. ¡Qué van a participar!” […] Eso yo digo más que todo, me han discrimi-

nado, me han humillado, ha sido bien feo. Pero, no sé, son varones machistas 

los que también han sido candidatos y han hecho eso […] nos discriminan, 

nos humillan porque somos mujeres o nos vestimos de pollera. Ha habido 

bastante machismo, discriminación, racismo […] ha sido muy lamentable 

para mí que nos vean de esa manera y no creo que haya sido la única que 

ha sufrido estas discriminaciones. Pero nosotras sabemos pensar y opinar 

igual que ellos y también hemos estado allí trabajando con las comunidades 

campesinas, hemos trabajado con las organizaciones, ahí hemos aprendido 

cómo se gobierna una comunidad y pienso que sabemos […] nos sentimos 

que somos capaces de gobernar una provincia, una región, un país porque 

hemos pasado por ahí (Entrevista concedida por María Yolanda Crisisto 

Aycaya). 

La discriminación hacia candidatas mujeres no solo proviene de agentes 

externos al partido político, sino que también se producen dentro de este. Las 

candidatas encuentran, entonces, un terreno político hostil que cuestiona su 

presencia dentro de las listas, y dentro y fuera de su organización política. 

A nivel partidario esta actitud continúa replicándose, aunque disminuye si la 

persona en cuestión cuenta con trayectoria política o es acompañada por un 

varón. Tal como precisa la excongresista Mercedes Cabanillas al describir sus 

inicios en la política partidista: “[…] no me ninguneaban, felizmente, ni me 

bajoneaban porque además mi hermano mayor era dirigente militante de la 

juventud aprista. Entonces, yo tenía como un respaldo y podía ponerme de 

igual a igual en las reuniones que teníamos” (Entrevista concedida por Merce-

des Cabanillas).

La discriminación, aunque no constante para todos los casos, se encuen-

tra aún presente. Como Došek (2018) apunta, no es extraño, entonces, que 

muchas mujeres no deseen postular, pues se enfrentan a un contexto machista. 

Es en este contexto en el que candidatos y dirigentes varones reconocen, en 



80 | Cristhian Jaramillo & Manuel Valenzuela

una sorprendente demostración de sinceridad, que el rol de las mujeres en 

las listas se emplea como un “relleno”. En palabras de Marleni Damian Ayala, 

excandidata a la consejería regional de Áncash:

[…] me decían “No, pero Marleni, al final los hombres somos los que elegimos, 

la mujer está de complemento, de relleno”. Esto … sobre todo la parte psicoló-

gica, uno tiene que estar bien preparado, muy bien formado, una posición ideo-

lógica bien definida, y cuando estás bien posicionada, por más que te digan 

cosas, no te derrumbas (Entrevista concedida por Marleni Damian Ayala).

Esta perspectiva que poseen algunas organizaciones políticas e integran-

tes de estas para con la participación de la mujer explica, en parte, las bajas 

cifras de mujeres postulantes y autoridades descritas en el anterior apartado. 

De acuerdo con esta última declaración, las mujeres solo son incluidas por la 

obligación que establece la cuota y, en consecuencia, su presencia es dismi-

nuida y relegada a puestos menores como las consejerías y regidurías. Los 

puestos de cabezas de listas, por las cifras mostradas en el anterior apartado, 

parecen estar reservados naturalmente para candidatos varones.

Según las entrevistas realizadas y las declaraciones ya citadas, la discri-

minación y el acoso se acentúan sobre las mujeres si estas son indígenas o 

jóvenes. En este tipo de casos los prejuicios se acumulan y el ataque involu-

cra también factores como su origen, su educación, su lengua materna, entre 

otros. Prueba de ello es el testimonio de María Crisisto Aycaya, que durante el 

desarrollo de su campaña en Puno fue víctima de acoso político sistemático y 

persistente.

Ellos han dicho: ¿Qué cosa ella sabe? ¿Qué cosa va a hacer? Eso ha sido. A 

parte de eso, había una mujer que también participaba, era profesional, pero 

la trataban igual. Cuando estabas en las campañas, a mí me empujaban siem-

pre, trataban de botarme atrás. No te dejaba participar porque decían “¿Qué 

cosa sabe? Yo soy mejor que ella. Ella no sabe nada”. Así, eso te decían. No 

eran todos los varones claro, en un evento que estaba participando había 

tres varones y uno de ellos era bien machista. Él trataba de difamarte, te 

acusaba y calumniaba para que tú no participes o para que no ganes [sic] 

(Entrevista concedida por María Yolanda Crisisto Aycaya).
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Las candidatas parecen estar en constante evaluación por sus pares mas-

culinos por la forma en que se expresan, se visten o participan. “[…] una per-

sona me dijo, “Marleni, ya tienes que ser más femenina” […] me juzgaban 

por todo” (Entrevista concedida por Marleni Damian Ayala). Esta actitud ha 

sido replicada en otros espacios bajo el prejuicio de que las mujeres deben 

representar ciertas características más “femeninas”. Esto ocurre también en 

los medios de comunicación y su trato diferente hacia las candidatas y exauto-

ridades. “[…] cuando había campaña nos invitaban a los canales de televisión 

y nos pedian hacer, por ejemplo, lomo saltado, ¡por Dios! […]” (Entrevista 

concedida por Mercedes Cabanillas).

Por las declaraciones recolectadas, difícilmente las organizaciones políti-

cas establecen espacios o medidas para prevenir la violencia contra las muje-

res o promover una mejor participación. “[el partido] solo me dio el espacio, y 

bueno, solitas tenemos que trabajar” (Entrevista concedida por María Yolanda 

Crisisto Aycaya). El abandono por parte de las organizaciones políticas hacia 

las candidatas mujeres también se explica en que existían y aún existen mira-

mientos para que estas accedan a cargos importantes en la política. Las decla-

raciones de Mercedes Cabanillas permiten advertir un comportamiento sobre 

estas actitudes.

Mira, eso da cuenta de que pese a ser una compañera, aprista y joven acti-

vista, me podrían querer, inclusive hasta cuidar, pero no les entraba de buena 

fe en la cabeza que yo tenía los mismos derechos que ellos […] pero política, 

política no hacían las mujeres, los varones sí eran tomados en cuenta […] En 

el campo político, en el campo de la representación electoral y otra natura-

leza, a las mujeres no le ponen fácil el camino, nos la han puesto bien difícil 

(Entrevista concedida por Mercedes Cabanillas).

Otra barrera que enfrentan las mujeres es la selección interna que se rea-

liza dentro de su partido, en el que se les asigna, sea por democracia interna o 

por invitación, un puesto dentro de las listas congresales, departamentales o 

municipales. Sobre este punto, una práctica conocida de exclusión en contra 

de las mujeres es la presencia de las mismas en los últimos números de lista 

o como “relleno”. Este tipo de casos se repiten incluso cuando las mujeres 

ganan sus elecciones internas, siendo desplazadas de sus puestos para que los 
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mismos sean asignados a candidatos varones. En el peor de los casos, como el 

ya citado de Rita Suaña, las mujeres que participan en política son forzadas a 

renunciar de sus cargos políticos o puestos dentro de la organización política, 

para luego ser suplidas por varones.

A pesar de todos los factores descritos que han impedido e impiden una 

participación femenina justa y en igualdad de condiciones, la presencia de 

las mujeres en la política, progresivamente, ha aumentado. Este aumento 

se consiguió, en parte, como consecuencia del acceso a espacios en donde 

las mujeres históricamente habían sido discriminadas. La posibilidad de con-

tar con educación superior y votar ha supuesto un avance significativo en el 

acceso de las mujeres en la vida pública; y en donde se hace evidente que una 

cuota electoral del 30% no es considerada como una medida suficiente por 

las candidatas.

[...] anteriormente las mujeres de las comunidades ni siquiera estudiaban, 

mi mamá no estudió, pero mi papá sí estudió. Entonces, desde ahí se ve la 

diferencia, después de varios años la mujer recién empezó a tener esta opor-

tunidad de poder estudiar y ahora sí. […] En realidad, debe ser cincuenta-cin-

cuenta, mitad y mitad, porque ahí para tener un 30%, para manejar esas 

cuotas todavía se sigue teniendo a la mujer en un peldaño menos que un 

varón (Entrevista concedida por Marleni Damian Ayala).

Es así como el debate por la introducción de la paridad y medidas de man-

dato de posición se fue insertando de manera paulatina en la política peruana. 

La cuota electoral del 30%, debido a las dificultades ya analizadas, era consi-

derada solo como un primer avance para una efectiva representación de las 

mujeres en la política. Así, la paridad y alternancia se habían propuesto de 

manera repetida por diferentes bancadas y en distintos periodos parlamenta-

rios. En la tabla 1 se resume todos los proyectos de ley presentados entre los 

años 1995 y 2019 referidos a paridad y alternancia en la implementación de 

la denominada cuota de género.
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Periodo de 

Gobierno

Grupo parlamentario 

o proponente

N.° Sumilla

1995-2000
-

05367
Modifica el artículo 116º de la Ley N° 

26859, Ley Orgánica de Elecciones, y el 

artículo 10° de la Ley Nº 26864, Ley de 

Elecciones Municipales; referidos a la 

ubicación alternada de los candidatos en 

las listas para el Congreso y las Municipa-

lidades.

2001-2006
Multiparlamentario

05862 Propone la paridad y la ubicación alter-

nada de los candidatos en las listas para el 

Congreso de la República, municipalida-

des y gobiernos regionales.

2001-2006
Perú Posible

04230 Propone modificar el segundo párrafo 

del artículo 12° de la Ley N° 27683, Ley de 

Elecciones Regionales, referido a la alter-

nancia de varones y mujeres en la lista de 

candidatos a la Presidencia y Consejeros 

en los Gobiernos Regionales.

2001-2006
Cédula Parlamenta-

ria Aprista

08588
Propone modificar los artículos 104° y 

116° de la Ley N° 26859, Ley Orgánica de 

Elecciones, el segundo modificado por el 

artículo Único de la Ley N° 27387, estable-

ciendo la Ley de alternancia en las eleccio-

nes generales, regionales y municipales

2001-2006
Multiparlamentario

08639 Propuesta de Ley de alternancia en las 

elecciones generales, regionales y muni-

cipales.

2001-2006
Frente Indepen-

diente Moralizador

08829 Propone elevar las cuotas y establecer 

el criterio de alternancia de hombres y 

mujeres en las listas de candidatos para 

cargos de elección popular.

2006-2011
Jurado Nacional de 

Elecciones

01688
Propone modificar el artículo 10° de la Ley 

N° 26864, Ley de Elecciones Municipales, 

sobre alternancia de cuotas de género e 

inclusión de cuota joven y de representan-

tes de comunidades nativas, campesinas y 

pueblos originarios en orden de prelación 

preferencial.

Tabla 1

Proyectos de ley sobre paridad y alternancia de la cuota de género presentados entre 

1995-2019
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2006-2011
Jurado Nacional de 

Elecciones

04708 Propone regular la aplicación de la cuota 

electoral de mujeres en función de su 

naturaleza de acción afirmativa dentro de 

la cuota electoral de género. Por tanto, se 

vincula estrechamente con el respeto de 

los derechos políticos de las mujeres que 

busca garantizar su participación y repre-

sentación política sin discriminación.

2006-2011
Grupo Parlamenta-

rio Fujimorista

02245
Propone modificar los artículos 104° y 

117° de la Ley N° 26859, Ley Orgánica de 

Elecciones, artículo 12° de la Ley N° 27683, 

Ley de Elecciones Regionales y artículo 10° 

de la Ley N° 26864, Ley de Elecciones Muni-

cipales, sobre alternancia en las elecciones 

generales, regionales y municipales.

2006-2011
Multiparlamentario

02175
Propone modificar los artículos 104° y 

116° de la Ley Nº 26859, Ley Orgánica de 

Elecciones, artículo 12° de la Ley N° 27683, 

Ley de Elecciones Regionales y el numeral 3 

del artículo 10° de la Ley N° 26864, Ley de 

Elecciones Municipales, alternancia en las 

elecciones generales, regionales y munici-

pales.

2006-2011
Jurado Nacional de 

Elecciones

01688
Propone modificar el artículo 10° de la Ley 

N° 26864, Ley de Elecciones Municipales, 

sobre alternancia de cuotas de género e 

inclusión de cuota joven y de representan-

tes de comunidades nativas, campesinas y 

pueblos originarios en orden de prelación 

preferencial.

2006-2011
Partido Aprista 

Peruano

00934
Propone modificar el numeral 3 del artículo 

10° de la Ley N° 26864, Ley de Elecciones 

Regionales, Inscripción de Listas de Candi-

datos, referente a establecer la alternancia 

para la participación de la juventud en las lis-

tas de regidores provinciales y municipales.

2011-2016
Jurado Nacional de 

Elecciones

00268 Propone regular la aplicación de la cuota 

electoral de mujeres en función de su 

naturaleza de acción afirmativa dentro de 

la cuota electoral de género. Por tanto, se 

vincula estrechamente con el respeto de 

los derechos políticos de las mujeres que 

busca garantizar su participación y repre-

sentación política sin discriminación.

Periodo de 

Gobierno

Grupo parlamentario 

o proponente

N° Sumilla
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2011-2016
Dignidad y Demo-

cracia

04216
Propone modificar las Leyes 26859, Ley 

Orgánica de Elecciones, 27683, Ley 

Orgánica de Elecciones Regionales y 26864 

Ley Orgánica de Elecciones Municipales, 

incorporando la alternancia de género.

2011-2016
Dignidad y Demo-

cracia

04208 Propone modificar artículos de la Ley 

Orgánica de Elecciones, Ley Orgánica de 

Elecciones Regionales, Ley de Elecciones 

Municipales para incorporar la alternancia 

de varones y mujeres en las Elecciones 

Parlamentarias Regionales y Municipales.

2011-2016
Acción Popular-

Frente Amplio

02639
Propone modificar el artículo 12 de la 

Ley 27683, Ley de Elecciones Regionales, 

modificado por la Ley 29470, que establece 

alternancia de género en las elecciones 

regionales y locales.

2011-2016
Poder Ejecutivo

01779 Propone la Ley de alternancia de género 

en las elecciones al Congreso de la Repú-

blica, elecciones regionales, elecciones 

municipales, organizaciones políticas y 

de eliminación del voto preferencial en la 

elección de Congresistas.

2011-2016
Grupo Parlamenta-

rio Fujimorista

01714
Propone modificar el numeral 3 del artículo 

10° de la Ley de Elecciones Municipales, 

referente a la participación alternada de la 

juventud en las listas de regidores provin-

ciales y distritales.

2016-2021
Alianza para el 

Progreso

03461
Propone Ley de Reforma Constitucional, 

a fin de implementar en el Congreso de la 

República un sistema Bicameral con paridad 

entre hombres y mujeres.

2016-2021
Fuerza Popular

04626 Propone ley que promueve la participa-

ción política de las mujeres y reconoce 

la implementación progresiva de la 

paridad y la alternancia en las elecciones 

generales al parlamento y las elecciones 

regionales y municipales del País.

2016-2021
Alianza para el 

Progreso

04066 Propone establecer la alternancia de 

género en las listas de candidatos a 

elección popular, es decir la presencia 

de mujeres y varones alternadamente 

teniendo en cuenta el género del candi-

dato que encabeza la lista.

Fuente: Congreso de la República.

Periodo de 

Gobierno

Grupo parlamentario 

o proponente

N° Sumilla
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PREGUNTA SÍ NO

1. ¿Aprueba la reforma constitucional 

sobre la conformación y funciones de 

la Junta Nacional de Justicia, antes 

Consejo Nacional de la Magistratura 

(CNM)?

13,727,144 (86.56%) 2,130,891 (13.14%)

2. ¿Aprueba la reforma constitucional 

que regula el financiamiento de las 

organizaciones políticas?

13,667,716 (85.78%) 2,266,138 (14.22%)

3. ¿Aprueba la reforma constitucional 

que prohíbe la reelección inmediata 

de parlamentarios de la República?

13,598,123 (85.81%) 2,248,887 (14.19%)

4. ¿Aprueba la reforma constitucional 

que establece la bicameralidad en el 

Congreso de la República?

1,462,516 (9.49%) 13,949,831 (90.51%)

Tabla 2

Resultados electorales del referéndum nacional 2018

Fuente: ONPE. Elaboración propia.

II.2.1.	 La inserción del mandato de posición: la reforma peruana 

del 2019

En el 2019, el Perú se vio inmerso en un nuevo proceso de reforma política 

y electoral que modificaría sustancialmente aspectos vinculados a la inscrip-

ción y cancelación de partidos políticos, su financiamiento, la participación de 

las mujeres en las listas congresales y la democracia interna. Este proceso de 

reforma inició con la convocatoria y los resultados del Referéndum Nacional 

que modificó tres de cuatro apartados de la Constitución Política del Perú, 

aprobando modificaciones referidas a la Junta Nacional de Justicia (antes Con-

sejo Nacional de la Magistratura), la prohibición de reelección por parte de los 

congresistas y el financiamiento político, y rechazando la posibilidad de pasar 

a un sistema bicameral.
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Una vez concluido el Referéndum Nacional 2018, el Ejecutivo persistió 

con la intención de continuar reformando el sistema político y electoral. Para 

ello, mediante la Resolución Suprema N.° 228-2018-PCM, se creó la Comi-

sión de Alto Nivel para la Reforma Política (CANRP). Esta comisión tenía por 

objetivo proponer normas orientadas para la implementación de reformas y 

se encontraba integrada por investigadores en ciencias sociales y jurídicas 

como Fernando Tuesta Soldevilla (quien la presidió), Paula Valeria Muñoz Chi-

rinos, Milagros Campos Ramos, Jessica Violeta Bensa Morales y Ricardo Martín 

Tanaka Dongo.

Concluido el plazo establecido por la resolución en cuestión, la CANRP, 

en marzo de 2019, presentó un informe final con 12 proyectos de ley (8 de 

reforma legal y 4 de reforma constitucional). En el aspecto de la participación 

de la mujer, esta comisión considera, en dos de los proyectos presentados, la 

necesidad de implementar la paridad y alternancia en listas parlamentarias, 

regionales y municipales al igual que en los procesos de democracia interna.
6

Sobre la base del informe final y de las propuestas entregadas por la 

CANRP, el Ejecutivo presentó como suyas parte de estas al Congreso peruano 

para el inicio de un debate y su posterior votación.
7

 Luego de unos meses, en 

uso de sus facultades constitucionales, el Ejecutivo planteó una cuestión de 

confianza para que se aprobasen seis proyectos de ley del paquete de iniciati-

vas enviadas. Estos se referían a: 1) la modificación de impedimentos para ser 

candidatos a cargos de elección popular; 2) la democracia interna y participa-

ción ciudadana; 3) financiamiento político; 4) modificaciones al sistema elec-

toral nacional y paridad de género; 5) inscripción y cancelación de las organi-

zaciones políticas; y 6) cambios en el proceso de levantamiento de inmunidad 

parlamentaria (Gestión 2019).

Luego de un debate en el Parlamento, el 5 de junio de 2019, con 77 votos 

a favor, 44 en contra y 3 abstenciones, la cuestión de confianza pedida por el 

gabinete de Salvador del Solar fue aprobada. Posteriormente, en agosto del 

6

	 Los proyectos de ley en cuestión son: “Proyecto de ley que modifica la ley orgánica de elecciones 

respecto al sistema electoral nacional”, “Proyecto de ley que modifica la ley de organizaciones polí-

ticas, regula la democracia interna y promueve la participación ciudadana en el proceso de selección 

de candidatos” y “Proyecto de ley que modifica la ley de elecciones regionales y la ley de elecciones 

municipales, sobre los sistemas electorales regional y municipal”.

7

	 Se presentaron todos los proyectos de ley con excepción de los apartados que mencionaban a la bica-

meralidad.



88 | Cristhian Jaramillo & Manuel Valenzuela

mismo año fueron promulgados por el Ejecutivo solo cuatro proyectos de ley. 

Estos se referían a: 1) democracia interna, 2) eliminación del voto preferencial, 

y paridad y alternancia de género, 3) inscripción y cancelación de organizacio-

nes políticas, y 4) financiamiento de organizaciones políticas. Los proyectos 

sobre la modificación de impedimentos para ser candidatos e inmunidad par-

lamentaria obtuvieron menos de 87 votos, por lo que debían ser sometidos 

a una segunda votación en una nueva legislatura, que no llegó a cumplirse 

debido a la disolución del Parlamento el 30 de setiembre de 2019 (RPP Noticias 

2019). La paridad era aprobada después de un curioso debate en donde las 

opiniones disidentes no consideraban el aspecto comparado o el balance que 

había producido la cuota electoral (Došek 2018).

Sobre este punto, es posible evidenciar que la propuesta de paridad apro-

bada suponía más bien una aplicación progresiva. Es decir, según la Ley N.° 

30996, las listas de candidatos al Congreso en elecciones internas y la lista 

resultante de esta debía integrarse por no menos del 40% de mujeres u hom-

bres. Y, según la tercera disposición transitoria de esta ley, esta medida afir-

mativa debía aumentarse a un 45% en las Elecciones Generales del 2026 y a 

un 50% en las Elecciones Generales del 2031 (Congreso de la República 2019B).
8

 

De esta manera, el porcentaje de varones o mujeres aumenta de manera pro-

gresiva hasta llegar al 50%, mientras que la alternancia sí es especificada tanto 

para los procesos de democracia interna como para la lista final.

Sin embargo, a pesar de este avance en la representación sustantiva de 

la mujer, la disposición legal mencionada solo abarca a las listas congresales. 

Las listas regionales y municipales no han sido consideradas dentro de esta 

reforma, por lo que mantienen un porcentaje del 30% de varones o mujeres en 

sus listas sin un mandato de posición. La homologación de la Ley N.° 30996 al 

ámbito subnacional aún se encuentra pendiente.

8

	 La denominación completa de la Ley N.° 30996 es Ley que modifica la Ley Orgánica de Elecciones 

respecto al Sistema Electoral Nacional, publicada el 27 de agosto de 2019.
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II.2.2. 	 La participación femenina en el Perú: nuevos y antiguos retos

Luego de la reforma del 2019, que estableció la paridad progresiva y alternan-

cia en listas parlamentarias, algunas medidas para asegurar la participación 

efectiva de la mujer en la política aún se encuentran pendientes. Y es que, 

aunque la paridad y la alternancia son medidas importantes y necesarias, se 

debe advertir también que estas por sí solas no evitan que miembros de las 

organizaciones políticas continúen discriminando o excluyendo a las mujeres. 

Clara muestra de ello es el caso mexicano en el que, en respuesta a la 

introducción de medidas de acción afirmativa, los partidos políticos postu-

laban a sus candidatas en distritos en donde el partido en cuestión perdía 

históricamente o las posibilidades de ganar eran mínimas. Este tipo de accio-

nes condujo a la introducción de la “regla de distritos perdedores” con el fin 

de evitar este tipo de prácticas, aunque el impacto de esta norma aún viene 

siendo discutido (Jaramillo 2019).

Asimismo, y como ya se ha mencionado, es necesario aumentar el rango 

de la cuota establecida en la reforma electoral del 2019. Puesto que, la paridad 

y la alternancia se ha establecido solo para el caso de las listas congresales y 

no para las regionales y municipales. De esta forma, las elecciones subnacio-

nales mantienen un 30% de cuota de género y sin mandato de posición. Al 

respecto, es también necesario especificar quiénes ingresan a sustituir a las 

autoridades electas en caso de renuncia. Esto con el objetivo de evitar casos 

como el de las “juanitas” en México, en donde autoridades mujeres eran sus-

tituidas por suplentes varones del mismo partido. La legislación debe especifi-

car a suplentes del mismo género.

La violencia y el acoso político contra las candidatas es otro aspecto que 

debe revisarse. Si bien la paridad y la alternancia les brindarán una mayor pre-

sencia en política nacional, las prácticas mencionadas aún no se encuentran 

ni reguladas ni tipificadas como sanción en la legislación electoral peruana. 

Y, difícilmente, los partidos políticos presentan sanciones contra este tipo 

de accionar.

Respecto a este tópico, la Comisión de Justicia del Congreso de la República, 

en marzo de 2019, aprobó el proyecto de Ley N.° 673/2016-CR, Ley para preve-

nir, sancionar y erradicar el acoso político contra las mujeres. Este proyecto de 
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ley pretendía establecer mecanismos de prevención, sanción y erradicación de 

este tipo de actitudes contra las mujeres garantizando el ejercicio de sus dere-

chos políticos sin discriminación (Congreso de la República 2019a). No obstante, a 

pesar de la aprobación de este proyecto de ley en la Comisión de Constitución, 

este no pudo ser discutido en el Pleno debido al cierre del Congreso, producido 

el 30 de setiembre de 2019, como ya se mencionó líneas arriba.

Por otra parte, el financiamiento es también otro aspecto empleado para 

excluir a las mujeres que participan en la política. Al respecto, existe evidencia de 

partidos políticos latinoamericanos que distribuyen su financiamiento público y 

privado de forma diferenciada a favor de candidatos varones (Freidenberg et al. 

2018). Para ello, diversos países han enfocado distintas regulaciones con el 

objetivo de prevenir y eliminar este tratamiento excluyente. 

Por ejemplo, México especifica que parte del financiamiento público reci-

bido debe dirigirse a incentivar y promover la participación política de la mujer 

(Instituto Nacional Electoral 2015). Mientras que Chile, mediante una disposi-

ción transitoria aplicable para los años 2017, 2021, 2025 y 2029, premia a los 

partidos políticos cuyas candidatas alcanzan puestos en la Cámara de Diputa-

dos o Senadores con el reembolso de 500 UF (Unidades de Fomento), monto 

que debe ser dirigido también a la promoción de la participación de la mujer. 

Asimismo, en estos años, la legislación también dispone el reembolso adicional 

de sus gastos electorales a candidatas al Senado y Cámara de Diputados de 

0.01 UF por cada voto obtenido (Ministerio del Interior, Subsecretaría del Interior 

2016).

En el caso peruano, la Ley de Organizaciones Políticas, Ley N.° 28094, 

precisa, debido a las modificaciones realizadas al apartado de financiamiento 

en el 2017, que el 50% del financiamiento público directo recibido por los 

partidos se destine a actividades de formación, capacitación, investigación y 

difusión. Mientras que la otra mitad debe ser empleado para gastos de fun-

cionamiento ordinario (Congreso de la República 2003). En consecuencia, no 

se hace mención a la promoción de la participación femenina u otros grupos 

como sí lo establecen los países ya mencionados.

De esta manera, existen medidas que aún deben implementarse para que 

la competencia política se desarrolle de manera justa y equitativa. Las medi-

das de discriminación positiva y de mandato de posición no aseguran per se la 
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participación efectiva y libre de prácticas discriminatorias. Al contrario, estas 

medidas son el inicio de la implementación de regulaciones que ayuden a las 

mujeres a competir sin exclusiones o sesgos machistas. Y es que, sin mujeres 

no hay democracia.
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Archivo de prensa de la ONPE
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PARTICIPACIÓN POLÍTICA 
ELECTORAL DE LOS PUEBLOS 

INDÍGENAS DEL PERÚ

La participación electoral de los pueblos indígenas en el Perú no es un tema 

de data reciente, historiadores como Chiaramonti (2018) y Del Águila (2013), 

entre otros, han dado cuenta de que durante la etapa colonial se reconocía el 

derecho al voto indígena dentro de sus jurisdicciones con la opción de candi-

daturas indígenas para municipios. Sin embargo, fue con la Independencia del 

Perú que se inicia un proceso de modificaciones legislativas que restringieron 

el derecho de sufragio a los pueblos indígenas, bajo la prerrogativa de que 

estos ciudadanos no contaban con la preparación adecuada para tomar una 

decisión de tipo político. 

Se debe precisar que, en el transcurso de nuestra vida republicana, el 

ejercicio de la ciudadanía política se fue desarrollando sobre la base de un 

conjunto de requisitos tales como edad, tributación, sexo y alfabetización. Es 

decir, se desarrolló un modelo de ciudadanía excluyente que priorizaba a los 

ciudadanos con mayor agencia en desmedro de sectores subalternos, lo que 

Del Águila (2013) calificaría como una ciudadanía corporativa. 

Fue a partir de 1839, con la promulgación de la Constitución de ese año, 

que los requisitos para el ejercicio de la ciudadanía política se consolidaron. Es 

preciso mencionar que la Carta Magna no excluía directamente a los indígenas 

de la participación electoral, sino que hacía referencia a la exclusión de los anal-

fabetos. En aquella época la alfabetización no era de carácter obligatorio para 

indígenas y mestizos que residieran en zonas alejadas de las escuelas, razón 

por la que la gran cantidad de indígenas no lograba ser alfabetizada.  



96 | Cristhian Jaramillo & Manuel Valenzuela

Esta situación se mantuvo durante varias décadas hasta que su condi-

ción de excluido se reafirmó con la Reforma Constitucional de 1895. En aquel 

debate, Manuel Vicente Villarán, uno de los intelectuales más importantes de 

la época, se oponía tajantemente a la participación de los indígenas en la vida 

política, y en su momento señaló: “Nuestra realidad comprobada y conocida 

es que el indio analfabeto no vota, no ha votado nunca; tuvo derecho a sufra-

gio y nunca se percató de ese derecho ni lo usó ni lo defendió” (Villarán 1962: 

233). Sobre ello, Chiaramonti (2018) explica que “En los casos en que votaba, 

lo hacía solo nominalmente, de modo inconsciente, como instrumento de 

otros, como brazos y manos guiados por otros […]”; es decir, deja definida 

la idea de que se percibía al indígena como sujeto de tutela que requería ser 

asistido, llegando a afirmar lo siguiente:

Su analfabetismo no es el único signo de su ignorancia ni quizás el peor. En 

muchas regiones padecen de una incultura excepcional. Lo grave para ellos 

y para la nación no es tanto que ignoren la lectura y la escritura; es que ade-

más muchos no hablan castellano o lo hablan y entienden muy mal, y que 

viven aislados, sin contactos civilizadores, rodeados de gentes tan ignoran-

tes como ellos (Villarán 1962: 232).

La afirmación de Villarán deja entrever la percepción etnocentrista enrai-

zada entre las élites nacionales. Esta manera de referirse a los pueblos indíge-

nas dio origen a una corriente llamada indigenismo (Valcárcel 1942) y (Fuen-

zalida 1970), que, si bien es considerada desde la literatura y las artes una 

reivindicación al indígena, guarda mucho contenido del proteccionismo pro-

pio del culturalismo norteamericano.

Llegado el siglo XX, y culminada la etapa denominada por Basadre (1983) 

como República Aristocrática, gobernaba en el país Augusto B. Leguía, quien 

asumió el cargo luego de dar un golpe de Estado con sus allegados, pues, pese 

a estar participando en el proceso electoral de 1919 como candidato presi-

dencial, opositor al civilista Antero Aspíllaga, percibió que la Corte Suprema 

y el Congreso favorecían al candidato del partido civilista. Leguía disolvió el 

Congreso y convocó a elecciones para elegir a una Asamblea Nacional que 

tuvo como encargo elaborar una nueva Constitución que reemplace la Carta 

Magna de 1860. 
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La Constitución de 1920 presentó como característica un fuerte protec-

cionismo al indígena, pero no con el objetivo de fortalecer su agencia social, 

sino con la intención de orientar sus decisiones. Adicional a ello, esta Carta 

Magna incluía el reconocimiento legal de las comunidades y el atributo de 

considerar los territorios que ocupaban como bienes imprescriptibles. La 

nueva constitución presentaba cambios sustanciales en beneficio de los indí-

gena; sin embargo, estas iniciativas no se plasmaron en acciones concretas.

En 1969, se inicia un proceso de revalorización de lo indígena a nivel polí-

tico. El presidente de facto Juan Velasco Alvarado promulga la Ley N.° 17716, 

ley de Reforma Agraria, que termina con el sistema de hacienda y distribuye 

hectáreas de tierra expropiada entre las comunidades campesinas y coopera-

tivas (Caballero 1980). Sinesio López (1997) afirma que la discriminación étnica, 

el patrimonialismo y las mediaciones políticas a las que fueron sometidos los 

campesinos son resultado de las relaciones de autoridad del estado oligár-

quico en las que la propiedad de la tierra jugó un rol importante, pues consi-

dera que luego de la Reforma Agraria se debilitaron las estructuras del Estado 

oligárquico dando paso a un nuevo modelo de organización entre los campe-

sinos. No obstante, no se propició la participación indígena en la vida política 

de manera directa, sino que se inició un proceso implícito en el fortalecimiento 

de las organizaciones indígenas, especialmente las andinas. Fue así que se 

crea el 3 de octubre de 1974 la Confederación Nacional Agraria (CNA) que 

buscó generar coaliciones entre productores y campesinos que integraban 

las cooperativas agrarias con la finalidad de fortalecer su posición en el plano 

político. Con el paso de los años, la CNA ha integrado a miembros de comuni-

dades nativas y ha reformado el discurso campesinista por una concepción de 

lo indígena u originario. 

Fue con la promulgación de la Constitución de 1979 que se retiran las 

restricciones para el ejercicio del sufragio y el voto se vuelve universal permi-

tiendo que los ciudadanos indígenas, en su mayoría analfabeta, pueda acceder 

al voto. Esta iniciativa generó transformaciones evidentes en la composición 

del padrón electoral; especialmente, en las circunscripciones de mayor presen-

cia indígena como Andahuaylas, Huancavelica, Puno, Amazonas, entre otras. 
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III.1. 	 La participación política indígena de las dos últimas décadas 

del siglo XX

La Constitución de 1979 presentó como novedad un evidente carácter inclu-

sivo entre los sectores menos representados, pero sin incentivos que promue-

van la participación de los pueblos indígenas en el plano de lo político; por ello, 

no consiguió el alcance esperado en dicha materia. No obstante, la relación 

entre densidad, la demografía indígena −en algunas circunscripciones− y el 

reconocimiento de su derecho al voto generó que, en algunos distritos, los 

representantes de pueblos indígenas postulen y accedan a cargos de repre-

sentación a nivel subnacional. Es decir, que en los distritos donde la presencia 

indígena implicaba mayoría, por consecuencia, alcanzaría mayor representa-

ción en dichas circunscripciones. 

La elección de autoridades ediles en 1980 cobró un enfoque distinto 

al comportamiento político electoral de la época. Por ejemplo, en el depar-

tamento de Amazonas se observó en los resultados electorales que en los 
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Fuente: JNE. Elaboración: SGIIE-ONPE.
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distritos de la provincia de Bagua existía una frecuencia constante de partici-

pación de los partidos políticos Acción Popular y el Partido Aprista Peruano. 

Ambas organizaciones mantenían la pugna electoral a nivel distrital, dispu-

tándose la administración de los gobiernos locales desde 1963. Sin embargo, 

en la elección de 1980 ocurrió un evento irregular en el distrito de El Cenepa, 

donde la fuerte organización comunal de las etnias awajún y wampis generó 

un masivo abstencionismo electoral, debido a problemas en la inscripción de 

un candidato indígena.

Según relata la investigación de Sánchez & Valenzuela (2017), en dicha 

circunscripción se presentaron tres listas para la inscripción ante el Jurado 

Nacional de Elecciones: Acción Popular, El Partido Aprista Peruano y una lista 

independiente. Pero el organismo electoral determinó que la lista indepen-

diente no cumplía con los requisitos que exigía la ley y fue retirada del proceso 

dejando en competencia a las otras dos organizaciones políticas. 

El Consejo Aguaruna y Huambisa
9

 (CAH) fue la organización indígena más 

importante en dicha región y coalicionaba a dos importantes etnias que se 

reconocían como mayoría electoral. La CAH, luego de que la lista indepen-

diente que ellos postulaban fue retirada del proceso, decidió apelar a su capa-

cidad de organización y liderazgo entre el sector indígena, orientando a los 

electores indígenas a abstenerse de sufragar. Se trató de uno de los casos 

de abstencionismo más grandes que han ocurrido en el país. Desde 1963, las 

elecciones en El Cenepa se desarrollaron con una mínima cantidad de ciudada-

nos con acceso al voto, en su mayoría colonos que llegaron con fines de desa-

rrollo agrario. Si bien el padrón electoral de ese distrito para los años 1963, 

1966, 1980, 1981, 1983, 1985, 1986 y 1993 no se encuentra disponible, 

sobre la base de los resultados electorales de esos procesos se ha realizado 

una proyección de la evolución del padrón de electores. 

9

	 Las categorías aguaruna y huambisa son adecuaciones que emplearon los castizos para referirse a los 

awajún (aguaruna) y wampis (huambisa), por ello el nombre de la organización no ha cambiado, pero 

ambas etnias prefieren ser consideradas bajo la nomenclatura tradicional.
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El gráfico 2 permite observar el detalle de la evolución del padrón electoral 

en el distrito de El Cenepa, si bien se presenta como irregular entre los años 

1966 y 1980, ello se debe a que con la Constitución de 1979 el reconoci-

miento del derecho al voto universal de la ciudadanía permitió un incremento 

considerable del padrón electoral. 

El caso de El Cenepa es excepcional no solo por tratarse de un distrito de 

mayoría indígena, sino porque la organización de la CAH permitió que sosteni-

damente dicho municipio cuente con autoridades indígenas. Caso similar ocu-

rrió en la provincia de Condorcanqui en Amazonas, que fue creada en 1984 y, 

desde ese momento, la presencia de autoridades indígenas a nivel de gobierno 

local es frecuente. 

Lo acontecido en El Cenepa es de particular relevancia para comprender 

que en distritos amazónicos de mayoría indígena no existen dificultades para 

acceder a cargos de representación, tal como ha ocurrido en el distrito de 
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Río Negro en Junín, Pichari y Megantoni en Cusco, siendo estos solo algunos 

ejemplos referenciales. 

Por otro lado, en el caso andino, la presencia indígena quechua o aymara 

en los gobiernos locales ha tenido comportamiento distinto por dos factores: 

la implementación de la Ley de Reforma Agraria de 1969 y la promulgación 

de la Constitución de 1979. Los andes presentan un escenario diferente en 

materia de participación indígena, pues, mientras en las circunscripciones 

amazónicas su presencia es claramente identificada y definida, el autoreco-

nocimiento andino no es tan firme, ya que en su mayoría se consideran mesti-

zos. Pero, más allá de dicho factor, en los andes se han construido liderazgos 

locales que encuentran en los movimientos regionales una plataforma que 

les permite participación y representación efectiva. Pese a ello, de los países 

andinos, el Perú es donde existe menor autorreconocimiento indígena por 

parte de la ciudadanía.
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Las décadas de 1980 y 1990 significaron un álgido momento para la 

democracia peruana, pues, las acciones armadas de Sendero Luminoso y el 

MRTA en contra de las autoridades nacionales y locales generó inestabilidad 

política. La Comisión de la Verdad y Reconciliación ha estimado que alrededor 

de 2300 autoridades locales fueron asesinadas en ese periodo. En las zonas 

rurales, los enfrentamientos armados fueron mucho más intensos que en las 

ciudades, generando que la participación de actores políticos de todo tipo sea 

restringida. Es preciso señalar que, si bien la participación política en los luga-

res donde el conflicto armado interno era más intenso se vio debilitada, no 

obstante, la organización comunal se vio fortalecida por los diferentes comi-

tés de autodefensa que se formaron en esos años (degregori 1996). Ese factor 

permitió, años más tarde, el empoderamiento comunal de los campesinos al 

acceder a mecanismos de representación como las cuotas electorales.

III.2. 	 La cuota nativa o cuota indígena 

Considerando que los partidos políticos de escala nacional se encontraban 

muy afectados por la denominada crisis del sistema de partidos, diversos auto-

res afirman que el Perú fue el primer país de la región en ingresar a la llamada 

crisis de los partidos, y uno de los últimos en buscar desarrollar un modelo 

democrático en el marco de un conflicto armado (Lynch 1999; Tanaka 1998). 

Dicha condición generó que el diseño institucional sobre el cual reposa el sis-

tema político no contara con las condiciones propias para reproducir y soste-

ner partidos políticos que representen a la sociedad.

Es en ese contexto que, iniciado el siglo XXI, se comienzan a fortalecer 

las medidas que buscaban, por un lado, generar inclusión social de los sec-

tores menos favorecidos, y, por otro, fortalecer los partidos políticos a nivel 

nacional. Fue así que mucha de la legislación que se promulgó en el periodo 

2001-2006 se enfocó en consolidar un sistema de partidos, promover la crea-

ción de gobiernos regionales, y fomentar la participación de mujeres y pueblos 

originarios en el ámbito subnacional.

Es así que desde el 2002 aparece la denominada cuota nativa o cuota indí-

gena, la cual es una medida de acción afirmativa sui generis para los sistemas 

electorales. Si bien no es ajeno el empleo de cuotas electorales para propi-

ciar la participación de sectores menos representados, en algunos países de 
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la región, la participación indígena suele asegurarse mediante escaños reser-

vados al interior de la asamblea legislativa, mediante la creación de un dis-

trito electoral indígena.En otros casos se crean mecanismos en la legislación 

electoral que permiten la representación a nivel subnacional; sin embargo, en 

el Perú, esta medida funciona solo para los gobiernos subnacionales, promo-

viendo la participación sin garantizar su representación.  

La denominada cuota indígena aparece en la legislación peruana desde 

el año 2002, cuando la Ley N.° 27680, Ley de Reforma Constitucional del 

Capítulo XIV del Título IV, sobre descentralización, modifica el artículo 191 

de la Constitución señalando lo siguiente: “La ley establece porcentajes míni-

mos para hacer accesible la representación de género, comunidades nativas 

y pueblos originarios en los Consejos Regionales. Igual tratamiento se aplica 

para los Concejos Municipales” (art. 191 de la Constitución, modificado el 

07/03/2002).

Esta modificación constitucional fue a iniciativa del excongresista Javier 

Diez-Canseco Cisneros, quien en el marco de la modificación constitucional 

en materia de descentralización propone:

[…] que se respete la ley de cuotas en la distribución de las responsabilidades 

al interior de los municipios; y segundo, que se establezca cuotas para las 

comunidades campesinas y nativas en las zonas de predominancia rural. Esto 

me parece que es fundamental. En este tema se debe considerar, entonces, 

la representación de género y las cuotas de comunidades campesinas y nati-

vas en las diversas zonas (Congreso de la República 2001: 21).

La Ley fue promulgada en el marco de las políticas de descentralización, y 

promovía la inclusión de representantes de las comunidades nativas y pueblos 

originarios como candidatos en las Elecciones Regionales y Municipales, tal 

como establece la Ley N.° 27683, Ley de Elecciones Regionales (artículo 12) y 

la Ley N.° 26864, Ley de Elecciones Municipales (art. 10°) donde se menciona: 

Establecen para cada caso, que las listas de candidatos al Consejo Regional 

y la lista de candidatos a regidores deben estar conformadas por un mínimo 

de quince por ciento (15%) de representantes de comunidades nativas y 
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pueblos originarios en cada región donde existan, conforme lo determine el 

Jurado Nacional de Elecciones (JNE).

El problema de origen de esta modificación constitucional radica en los 

criterios para determinar quiénes deben ser considerados miembros de comu-

nidades nativas o de pueblos originarios. Muchos de los criterios establecidos 

para ello se encuentran en el principio de autodeterminación, es decir, quien 

por propia voluntad decide o asume el factor étnico en su identidad. Para el 

mundo amazónico, ello no fue un problema, pues la afirmación de su identi-

dad étnica se encuentra muy arraigada debido a la protección cultural de sus 

lenguas y la diversidad étnica en su territorio. Pero no ocurre lo mismo en el 

mundo andino, según Plascencia:

Es necesario reconocer, por lo tanto, que la dificultad de autorreconocimiento 

indígena –a diferencia del resto de países andinos– en la sierra peruana obe-

dece a cómo la historia nos bifurcó a partir del siglo XIX, en un proceso de 

disolución étnica, de atomización política y de homogeneización social en 

el que se incorporaron de lleno como campesinos, y en el que los límites 

étnicos solo son reconocibles en versiones locales o regionales y que muchas 

veces no rebasan la plausibilidad del entorno familiar (Plascencia 2005:282).

Bajo estos criterios, y con las modificaciones expuestas, en el año 2002 

se convocó a elecciones y el JNE emitió la Resolución N°. 277-2002-JNE, por 

la que aprueba el reglamento de inscripción de miembros de comunidades 

nativas como candidatos a cargos regionales y municipales, estableciendo el 

15% de participación al interior de las listas de las circunscripciones en donde 

el JNE determine la existencia de comunidades. Dicha resolución contemplaba 

la participación de representantes indígenas en las consejerías regionales y 

en las regidurías provinciales. Así se determinaron 11 regiones y 29 provincias 

adscritas a estas.
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N.° DEPARTAMENTO/ PROVINCIA JURADO ELECTORAL ESPECIAL

1 AMAZONAS 

Bagua Utcubamba

Condorcanqui Utcubamba

2 AYACUCHO 

Huanta Huamanga

3 CAJAMARCA 

San Ignacio Jaén

4 CUSCO 

La Convención La Convención

Paucartambo Quispicanchis

Quispicanchis Quispicanchis

5 HUÁNUCO 

Puerto Inca Puerto Inca

6 JUNÍN 

Chanchamayo Chanchamayo

Satipo Chanchamayo

7 LORETO 

Alto Amazonas Alto Amazonas

Loreto Loreto

Maynas Maynas

Mariscal Ramón Castilla Mariscal Ramón Castilla

Requena Requena

Ucayali Ucayali

Tabla 1

Regiones, provincias, comunidades nativas y JEE competentes (ERM 2002)



106 | Cristhian Jaramillo & Manuel Valenzuela

8 MADRE DE DIOS 

Manu Tambopata

Tahuamanu Tambopata

Tambopata Tambopata

9 PASCO 

 Oxapampa Oxapampa

10 SAN MARTÍN 

 El Dorado San Martín

 Lamas San Martín

 Moyabamba Moyobamba

 Rioja Moyobamba

 San Martín San Martín

11 UCAYALI 

 Atalaya Atalaya

 Coronel Portillo Coronel Portillo

 Padre Abad Coronel Portillo

 Purús Coronel Portillo

Fuente: JNE.

Nº DEPARTAMENTO/ PROVINCIA JURADO ELECTORAL ESPECIAL
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Mapa 1

Distribución de la cuota indígena en las ERM 2002

Fuente: JNE. Elaboración: SGIIE/ONPE.

Provincias con cuota indígena

Provincias sin cuota indígena
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El proceso de inscripción de listas de candidatos en las ERM 2002 presentó 

como principal dificultad, para los partidos políticos nacionales y los movi-

mientos regionales, el cumplimiento de la cuota indígena, pues este sector no 

había sido incluido anteriormente como un actor potencial en la participación 

de las listas de candidatos. Por lo tanto, la militancia de estos actores en los 

partidos o movimientos no era frecuente. En muchos casos, los integrantes de 

las organizaciones políticas refieren que al no existir criterios formales sobre la 

pertenencia a las comunidades, ubicaban a un indígena que cuente con el aval 

o reconocimiento del jefe de la comunidad o un juez de paz. 

Este inicio de la participación indígena en el sistema de cuotas revela un 

inusual procedimiento de legitimar la identidad. Otro aspecto importante es 

la ubicación de los candidatos en las listas, pues en esa elección muchas orga-

nizaciones políticas colocaron a los candidatos en puestos no expectantes, es 

decir, fueron ubicados en los últimos lugares de las listas sin mayor oportuni-

dad de acceder a cargos de representación. En otros casos, emplearon dicha 

estrategia con una doble concurrencia: asignaron la cualidad de la cuota de 

género y la cuota indígena a una misma persona ubicándola en los últimos 

lugares de la lista. Este comportamiento revela la poca inclusión por parte 

de las organizaciones políticas, quienes ven a las cuotas como mecanismos 

obstructivos.

Las ERM 2006 no contemplaron mayores cambios en el procedimiento 

de inscripción de los candidatos ni en el reconocimiento de otras circunscrip-

ciones. Sin embargo, la experiencia del 2002 permitió que muchas organiza-

ciones indígenas fortalezcan su capacidad de generar incidencia a nivel polí-

tico. La experiencia de la cuota propició su interés en tener una participación 

activa, al punto de conformar movimientos regionales con un discurso étnico.

En el 2006, estos movimientos políticos indígenas fueron unos 14 y lograron 

un promedio del 20% del voto válido en las 59 provincias en las que presen-

taron una lista (Madrid 2012). En Apurímac se creó la Alianza Electoral Frente 

Popular Llapanchik. En Huancavelica se fundaron el Movimiento Rikcharisun 

Ayllu, el Frente Descentralista de Pueblos Andinos, el Movimiento Indepen-

diente de Campesinos y Profesionales, y el Movimiento Regional Ayni (Durand 

2007). En Ayacucho surgió el Movimiento Independiente QatunTarpuy, que 
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obtuvo su primera municipalidad distrital en el 2002 y que en el 2006 ganó 

15 municipalidades distritales y una provincial. En el Cusco, el movimiento 

regional Autogobierno Ayllu obtuvo su primer alcalde distrital en el 2002, y 

en el 2006 consiguió seis alcaldías distritales y dos provinciales, llegando 

segundo en las elecciones regionales (Paredes 2015:47).

Los hechos que describe Paredes (2015) evidencian la existencia de movi-

mientos regionales indígenas; sin embargo, muchos de los proyectos de su 

agenda política no necesariamente corresponden a una gestión que priorice 

lo indígena, sino que pierden dicho enfoque. Pero lo que vale la pena resaltar 

es que el interés por la participación política en el ámbito local creció vertigi-

nosamente. En el 2006, pasaron de tener presencia en 29 provincias a 59, sin 

necesidad de la aplicación de la cuota, es decir, la consolidación de los movi-

mientos regionales se encontraba en proceso de ascenso (Grompone 2012).

Una de las particularidades que presentan las dos primeras experiencias 

en la aplicación de la cuota indígena es la importancia en la construcción de 

liderazgos y organizaciones locales que mantengan un mismo discurso. Mien-

tras que en la Amazonía un discurso de evocaciones étnicas y defensa del 

medioambiente puede consolidar el ascendente social de un candidato, en los 

andes, la reafirmación identitaria a un pasado común y la defensa de los recur-

sos se presenta como una interesante herramienta para consolidar la imagen 

de los actores políticos (Meléndez 2019).

Las elecciones del 2010 cobraron particular singularidad cuando el JNE 

emitió la Resolución N.° 200-2010-JNE, donde el organismo electoral esta-

blece el número de consejeros regionales y regidores a ser elegidos en las 

ERM 2010. Esta resolución contemplaba incluir a la provincia de Datem del 

Marañón, ubicada en la región Loreto, luego de su creación en el 2005, pues 

se trata de una zona mayoritariamente indígena. Ante ello, dos organizacio-

nes políticas presentaron un reclamo ante el JNE, buscando que se reconozca 

a las regiones de Ica y Moquegua como circunscripciones con provincias que 

cuentan con comunidades campesinas. Fue así que se emitió la Resolución N.° 

370-2010-JNE, en la cual se precisan los términos “cuota nativa” y “pueblos 

originarios”, y se incluye la categoría de comunidades campesinas, además de 

incluir a los departamentos de Ica y Moquegua.
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Tal como se observa en el gráfico 5, la implementación de la cuota indígena 

se extendió a los departamentos; sin embargo, las resoluciones que emitió el 

JNE no dejaron en claro los criterios para la determinación de la identidad indí-

gena. Se observa, además, que la triple concurrencia de la cuota en un mismo 

candidato sigue siendo una constante por la que los candidatos muchas veces 

son usados para cubrir los requisitos que establece la legislación electoral. 

Muchas organizaciones denominan coloquialmente a esa práctica como “usar 

candidatos de relleno”.
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Mapa 2

Distribución de la cuota indígena en las ERM 2010

Fuente: JNE. Elaboración: SGIIE/ONPE.

Provincias con cuota indígena

Provincias sin cuota indígena
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El proceso ERM 2014 tuvo cambios significativos, pues, para este pro-

ceso, la implementación de la cuota indígena se realizó en coordinación con 

el Viceministerio de Interculturalidad del Ministerio de Cultura. Esta institu-

ción otorgó asesoría técnica en materia de identificación de las provincias con 

ciudadanos indígenas. En la Resolución N.° 270-2014-JNE, el JNE señala: “La 

determinación e incremento del número de consejerías regionales para las 

Elecciones Regionales 2014, se realiza atendiendo a los principios constitu-

cionales presupuestarios, tales como los de justicia presupuestaria, equilibrio 

financiero, programación y estructuración”.

Además, el JNE hizo la consulta a diversas organizaciones políticas res-

pecto de la propuesta de modificación de la implementación de la cuota indí-

gena, así como a organizaciones de la sociedad civil inmersas en materia de 

participación política de pueblos indígenas. La Resolución N.° 270-2014-JNE 

hace énfasis en señalar que la consulta que realizó a distintas organizaciones 

políticas, organismos autónomos y sociedad civil solo fue respondida por dos 

organizaciones, dejando la Base de Datos de Pueblos Indígenas del Ministerio 

de Cultura como único criterio para determinar la ampliación de jurisdicciones 

en donde se aplique la cuota. 

Tabla 3

Regiones y provincias donde se implementó la cuota indígena (ERM 2014)

REGIÓN PROVINCIA

TOTAL DE 

CONSEJEROS POR 

PROVINCIA

REPRESENTANTE 

DE CUOTA DE 

COMUNIDADES 

NATIVAS, 

CAMPESINAS 

Y PUEBLOS 

ORIGINARIOS

AMAZONAS BAGUA 2 1

CONDORCANQUI 2 1

ÁNCASH CARHUAZ 2 1

HUARI 2 1

HUAYLAS 2 1

YUNGAY 2 1
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AREQUIPA LA UNIÓN 3 2

APURÍMAC ABANCAY 2 1

ANDAHUAYLAS 2 1

AYACUCHO HUAMANGA 2 1

HUANTA 2 1

LA MAR 2 1

CAJAMARCA SAN IGNACIO 4 3

CUSCO CHUMBIVILCAS 2 1

LA CONVENCIÓN 2 1

PAUCARTAMBO 2 1

QUISPICANCHI 2 1

HUANCAVELICA HUANCAVELICA 2 1

TAYACAJA 2 1

HUÁNUCO HUAMALÍES 2 1

PACHITEA 2 1

PUERTO INCA 2 1

JUNÍN CHANCHAMAYO 2 1

SATIPO 2 1

LORETO ALTO AMAZONAS 2 1

DATEM DEL 

MARAÑÓN

2 1

LORETO 2 1

MAYNAS 2 1

MADRE DE DIOS MANU 2 1

TAHUAMANU 2 1

TAMBOPATA 5 1

PASCO OXAPAMPA 4 2

REGIÓN PROVINCIA

TOTAL DE 

CONSEJEROS POR 

PROVINCIA

REPRESENTANTE 

DE CUOTA DE 

COMUNIDADES 

NATIVAS, CAMPESINAS 

Y PUEBLOS 

ORIGINARIOS
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PUNO AZÁNGARO 2 1

CHUCUITO 2 1

PUNO 2 1

SAN MARTÍN LAMAS 2 1

RIOJA 2 1

UCAYALI ATALAYA 2 1

CORONEL PORTILLO 4 1

PADRE ABAD 2 1

ICA ICA 3 1

PALPA 2 1

MOQUEGUA

GENERAL SÁNCHEZ 

CERRO

2 1

MARISCAL NIETO 4 1

Fuente: JNE.

REGIÓN PROVINCIA

TOTAL DE 

CONSEJEROS POR 

PROVINCIA

REPRESENTANTE 

DE CUOTA DE 

COMUNIDADES 

NATIVAS, CAMPESINAS 

Y PUEBLOS 

ORIGINARIOS
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Mapa 3

Distribución de la cuota indígena en las ERM 2014

Fuente: JNE.	 Elaboración: SGIIE/ONPE.

Provincias con cuota indígena

Provincias sin cuota indígena
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Las Elecciones Regionales y Municipales 2018 presentaron nuevas consi-

deraciones por parte del JNE. La Resolución N.° 088-2018-JNE, en el conside-

rando 7, hace referencia a la Resolución N.° 248-2010-JNE, que establece que 

el JNE tiene la potestad de incrementar el número de consejerías regionales 

en las provincias que tuviesen sectores campesinos o indígenas. Así, las ERM 

2018 presentaron una nueva distribución de provincias en donde se identificó 

la presencia de comunidades indígenas, incluso llegando a adicionar dos con-

sejerías en algunas provincias. En el caso de la región Ica, provincia de Palpa, 

que fue considerada en las ERM 2014 como una provincia en la que se eviden-

ciaba la existencia de comunidades campesinas, se hizo una excepción porque 

el JNE determinó que no existía certeza de la presencia de estos grupos. 

Si bien el JNE en coordinación con el Viceministerio de Interculturalidad 

amplió los distritos electorales en donde se implementará la cuota que propi-

cia la participación de pueblos indígenas, la representación de estos es redu-

cida. Por otro lado, es necesario considerar que el rol de los consejeros no es 

ejecutivo en la gestión de los gobiernos regionales, y el protagonismo que 

puedan alcanzar para su empoderamiento político se encontrará en función 

de los liderazgos locales que puedan construir. 

Tabla 4

Regiones y provincias donde se implementó la cuota indígena (ERM 2018)

REGIÓN PROVINCIA

TOTAL DE 

CONSEJEROS POR 

PROVINCIA

REPRESENTANTE 

DE CUOTA DE 

COMUNIDADES 

NATIVAS, 

CAMPESINAS 

Y PUEBLOS 

ORIGINARIOS

AMAZONAS BAGUA 2 1

CONDORCANQUI 2 1

ÁNCASH CARHUAZ 2 1

HUARAZ 2 1

HUARI 2 1

HUAYLAS 2 1
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YUNGAY 2 1

APURÍMAC ABANCAY 2 1

ANDAHUAYLAS 2 1

CHINCHEROS 2 1

AREQUIPA CASTILLA 2 1

CAYLLOMA 2 1

LA UNIÓN 2 1

AYACUCHO CANGALLO 2 1

HUAMANGA 3 1

HUANTA 2 1

LA MAR 2 1

CAJAMARCA CAJAMARCA 3 1

SAN IGNACIO 3 2

CUSCO ANTA 2 1

CANCHIS 2 1

CHUMBIVILCAS 2 1

LA CONVENCIÓN 2 1

PAUCARTAMBO 2 1

QUISPICANCHI 2 1

HUANCAVELICA ACOBAMBA 2 1

ANGARAES 2 1

HUANCAVELICA 2 1

TAYACAJA 2 1

HUÁNUCO DOS DE MAYO 2 1

HUAMALÍES 2 1

HUÁNUCO 3 1

REGIÓN PROVINCIA

TOTAL DE 

CONSEJEROS POR 

PROVINCIA

REPRESENTANTE 

DE CUOTA DE 

COMUNIDADES 

NATIVAS, CAMPESINAS 

Y PUEBLOS 

ORIGINARIOS
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PACHITEA 2 1

PUERTO INCA 2 1

YAROWILCA 2 1

JUNÍN CHANCHAMAYO 2 1

HUANCAYO 3 1

SATIPO 2 1

LAMBAYEQUE FERREÑAFE 3 2

LIMA CAJATAMBO 2 1

YAUYOS 2 1

LORETO ALTO AMAZONAS 2 1

DATEM DEL 

MARAÑÓN

2 1

LORETO 2 1

MARISCAL RAMÓN 

CASTILLA

2 1

MAYNAS 3 1

REQUENA 2 1

UCAYALI 2 1

MADRE DE DIOS MANU 2 1

TAHUAMANU 2 1

TAMBOPATA 5 1

MOQUEGUA

GENERAL SÁNCHEZ 

CERRO

3 1

MARISCAL NIETO 3 1

PASCO OXAPAMPA 4 2

PUNO AZÁNGARO 2 1

CARABAYA 2 1

CHUCUITO 2 1

REGIÓN PROVINCIA

TOTAL DE 

CONSEJEROS POR 

PROVINCIA

REPRESENTANTE 

DE CUOTA DE 

COMUNIDADES 

NATIVAS, CAMPESINAS 

Y PUEBLOS 

ORIGINARIOS
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Fuente: JNE.

EL COLLAO 2 1

PUNO 2 1

SAN MARTÍN LAMAS 2 1

MOYOBAMBA 2 1

RIOJA 2 1

SAN MARTÍN 3 1

TACNA JORGE BASADRE 2 1

TARATA 2 1

UCAYALI ATALAYA 2 1

CORONEL PORTILLO 4 1

PADRE ABAD 2 1

PURÚS 2 1

REGION PROVINCIAS

TOTAL DE 

CONSEJEROS POR 

PROVINCIA

REPRESENTANTE 

DE CUOTA DE 

COMUNIDADES 

NATIVAS, CAMPESINAS 

Y PUEBLOS 

ORIGINARIOS
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Mapa 4

Distribución de la cuota indígena en las ERM 2018

Fuente: JNE. Elaboración: SGIIE/ONPE.

Provincias con cuota indígena

Provincias sin cuota indígena
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III.2.1.	 Participación y representación de pueblos indígenas

La implementación de las cuotas electorales desde el 2002 ha significado un 

evidente incremento en la participación de representantes de los pueblos 

indígenas en las listas de candidatos a las provincias y consejerías regionales 

determinadas. No obstante, su eficiencia en conseguir la representación no 

presenta los resultados esperados.

El gráfico presentado da cuenta de la participación y representación efec-

tiva de los pueblos indígenas a nivel de consejerías y regidurías, observándose 

que, si bien existe un aumento sustancial de su participación, la representa-

ción no ha sido eficiente. Al respecto, Jorge Aragón señala:

[...] sin desconocer que se está viviendo un importante proceso de cambio y 

que se han dado avances significativos en relación con la participación política 

indígena en nuestro país, predomina cierto tono de fuerte insatisfacción entre 

quienes han trabajado los temas de la participación y representación indígena 

en las últimas décadas. [...] mucha de esta insatisfacción tiene que ver con el 

Gráfico 4

Participación y representación indígena en las ERM (2006-2018)

Fuente: INFOgob-JNE. Elaboración: SGIIE-ONPE.
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modelo de ciudadanía vigente en nuestro país y con la naturaleza occidental de 

nuestra democracia representativa, así como con los límites del actual modelo 

electoral vigente. Ello aunado a la persistencia de la discriminación cultural y la 

escasa voluntad de quienes dirigen el Estado para incorporar en sus decisiones 

la diversidad cultural que caracteriza nuestro país (Aragón 2012: 19).

En ese contexto, un factor primordial que ha restringido el acceso de los 

candidatos indígenas a cargos de representación popular es la ubicación en 

la que son designados en las listas de candidatos. Según se identifica en la 

ubicación de candidatos electos, estos fueron designados en los primeros 

lugares de las listas, pero, en cuanto a las candidaturas que no alcanzaron 

algún cargo, se observa que en la mayoría de los casos fueron ubicados en los 

últimos lugares de las listas.

Un aspecto que es relevante señalar es que no se cuenta con información 

cuantitativa sobre la participación indígena ni su posterior información de 

las Elecciones Regionales y Municipales 2002. Es probable que por ser el año 

de implementación de esta acción afirmativa, los registros no sean exactos; 

sin embargo, un problema mayor es el asociado a la autodeterminación y los 

requisitos establecidos en ese proceso para la identificación de candidatos 

indígenas. Las bases de datos del JNE no consignan la condición de indígena 

en sus archivos, por esta razón se dificulta el análisis y pone en evidencia que 

desde los organismos del Estado existen problemas para implementar sus 

acciones con un enfoque intercultural.

Si bien las cifras presentadas anteriormente dan cuenta de la evolución de 

la participación indígena en las ERM, al analizar de forma diferenciada (conse-

jerías y regidurías) la participación de los candidatos indígenas en las conse-

jerías, se advierte que el incremento de estos desde el 2006 es sorprendente-

mente amplio en cada proceso.

En el gráfico 5 se puede observar que existe un evidente incremento en la 

participación indígena en las consejerías y también en los cargos de represen-

tación; sin embargo, el incremento es proporcional a la ampliación de circuns-

cripciones en las que se aplica la cuota y no corresponde necesariamente a 

mayores incentivos por parte de las organizaciones indígenas.
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Gráfico 5

Participación y representación en las consejerías regionales (2006-2018)

Fuente: INFOgob-JNE. Elaboración: SGIIE-ONPE.
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Gráfico 6

Participación y representación en las regidurías provinciales (2006-2018)

Fuente: INFOgob-JNE. Elaboración: SGIIE-ONPE.
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A nivel provincial, la participación y posterior representación indígena es 

crítica, pues, como se observa en el gráfico anterior, en el 2006, de 450 candi-

datos indígenas solo 21 alcanzaron una regiduría, lo que representa un 4.67% 

del total. En el 2010, la ampliación de circunscripciones en donde se aplicó la 

cuota generó, aparentemente, un incremento en la representación, pues se 

elevó a 7.05%. Sin embargo, para los procesos ERM 2014 y ERM 2018, con-

siderando que se elevó considerablemente el número de circunscripciones, la 

representación se ha mantenido en un 7.00%, aproximadamente.

III.2.2. 	 Campañas y cuotas: las dificultades en la participación indígena

Una de las principales dificultades que tienen los representantes de pueblos 

indígenas para desarrollar sus campañas es la accesibilidad para desplazarse 

en territorio indígena. La mayoría de sus comunidades o centros poblados se 

encuentran en zonas rurales y periféricas donde muchas veces el desplaza-

miento requiere de vehículos para vía carrozable o vehículos de transporte 

fluvial. El alquiler de los medios de transporte y el combustible para despla-

zarse en esta clase de vehículos implica una inversión económica y de tiempo 

muy elevada, que en muchos casos genera desigualdades en la campaña en 

comparación con los candidatos no indígenas. Sobre ello, la candidata para 

consejería regional de Puno, María Yolanda Crisisto Aycaya señala:

En primer lugar, para salir a los distritos, a las provincias y comunidades sí 

nos ha afectado la economía, porque los que estamos en las comunidades 

campesinas, los que trabajamos como autoridades originarias en la agricul-

tura o ganadería no hay bastante. Cuesta menos nuestros ganados, nuestros 

productos. En esa parte para mí eso ha sido una dificultad para salir, pues por 

los gastos y esas cosas [sic] (Entrevista concedida por María Yolanda Crisisto 

Aycaya).

En esa misma línea, Marleni Damian Ayala, menciona lo siguiente:

La parte más difícil fue la logística, pero yo luego tuve bastante apoyo, salía 

a los pueblos, he recorrido parte de Bolognesi y recordarme con ellos que 
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he trabajado, con algunos de ellos he estudiado, incluso, hubo alguna gente 

residente en Huaraz y en Lima. Hubo apoyo y estábamos contentos. Pero la 

dificultad más importante fue la parte logística […] se notaba [la diferencia 

económica] porque nosotros nos íbamos con una movilidad o nos íbamos 

con los carros de ruta que van a esos lugares, con esos carros yo me iba, con 

esos carros me trasladaba y los chicos que íbamos también, y la diferencia que 

otros partidos llegaban en camionetas o carros modernos y se veía que ellos 

contaban con más logística, se notaba la diferencia [sic] (Entrevista conce-

dida por Marleni Damian Ayala).

Los recursos económicos son fundamentales para las campañas políticas, 

pero también las prácticas justas durante la competencia política. Los candi-

datos han hecho referencia a una suerte de competencia desleal por parte de 

sus adversarios políticos, situaciones en las que su propaganda electoral es 

destruida, los candidatos con más recursos ofrecen regalos y organizan fies-

tas en donde buscan acercarse a la ciudadanía para conseguir votos. 

Otro factor que llama la atención es que las entrevistadas señalan que 

antes de participar en una elección no tenían conocimiento del funciona-

miento de las cuotas electorales. La candidata por Somos Perú Elizabeth 

Garay señaló:

[sobre las cuotas electorales] no, en ese entonces no, para serte honesta en 

ese entonces uno no conoce cuándo va a ingresar al tema político, cuando 

uno va investigando estando adentro es que se da cuenta que existen cuotas 

de participación, tanto cuota de género, como cuota juvenil, cuota de comu-

nidades andinas [sic] (Entrevista concedida por Elizabeth Garay).

El testimonio de Garay permite observar la necesidad de difundir informa-

ción sobre el funcionamiento del sistema electoral entre las organizaciones 

políticas, pues a partir del desconocimiento por parte de los candidatos es 

que algunos actores políticos los ubican en puestos poco expectantes para 

alcanzar cargos de representación. 

En el caso de María Yolanda Crisisto Aycaya la situación es diferente, 

puesto que su conocimiento de las cuotas es parcial. Ella señala: “Yo no sabía 
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en ese momento de la existencia de las cuotas, pero sí sabía que las mujeres 

podían participar en un 30%, pero más de la cuota indígena no sabía. Recién 

me estoy enterando de esto” (Entrevista concedida por María Yolanda Crisisto 

Aycaya). Bajo estas condiciones, puede existir la pretensión de algunos acto-

res políticos de concurrir en un mismo candidato las atribuciones de la cuota 

de género y la cuota indígena.

Las candidatas entrevistadas coinciden en que la cuota ha favorecido su 

participación en la política, pero sugieren que deben darse mayores opciones 

para el acceso a cargos. En esa línea, Santos Paredes, exregidor de la provincia 

del Santa, señaló:

Tendríamos que hacer un hincapié en ello, porque muchas veces esta cuota 

se  pone de relleno y no necesariamente tiene que ser así, porque las mujeres 

tienen que tener un espacio dentro del tema político, cuando conformamos 

nosotros la plancha de regidores hubo una pequeña incomodidad por este 

tipo de cosas porque no podríamos poner a la cuota joven representando a 

las mujeres como parte del relleno de la plancha de regidores, creo que eso 

debería de cambiarse y existir en todo caso dentro de la normativa electoral 

una obligación y darle la oportunidad a los jóvenes (Santos Paredes 2017, 

citado en Pérez 2017:32).

Existe en algunas organizaciones políticas la voluntad de incluir a los sec-

tores menos representados en sus proyectos electorales; sin embargo, no 

suele ser una actitud frecuente, sino que parecieran ser casos excepcionales. 

No obstante, existe la opinión mayoritaria de que la aplicación de las cuotas 

electorales es beneficiosa para los sectores menos favorecidos, pues genera 

oportunidades para su participación. En ese sentido, María Crisisto señala lo 

siguiente: “aquí vemos que participan los que tienen más economía. Yo, si no 

hubiera habido eso, nunca nos hubieran propuesto. No nos hubieran buscado 

tampoco” [sic] (Entrevista concedida por María Yolanda Crisisto Aycaya). Este 

testimonio deja en claro no solo que la condición étnica es un factor de exclu-

sión, sino que la ubicación en la escala social funciona como percutor de la 

acción política al interior de los partidos.
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LA CUOTA JOVEN: 
SU INESPERADA INSERCIÓN 
EN LA POLÍTICA PERUANA Y 

SUS RESULTADOS

IV.1. 	 Los jóvenes como categoría

Antes de analizar la participación política juvenil y la cuota electoral dirigida 

hacia este sector, es necesario definir a los jóvenes en cuestión. Como es de 

suponer, la categoría joven puede ser conceptualizada desde distintas pers-

pectivas y enfoques. Así, desde una perspectiva histórica y sociológica los 

jóvenes pueden ser definidos como:

Una categoría social propia del ámbito de la modernización y la industria-

lización que surge en la Europa del siglo XIX. El joven como sujeto social 

particular y la juventud como categoría social, son el resultado de proce-

sos de organización social orientados hacia la búsqueda del desarrollo. Bajo 

esta perspectiva, se asume que la juventud representa al sujeto del mundo 

moderno, de la industria y la técnica (Departamento Nacional de Planeación  

2014).

A pesar de esta primera conceptualización, es necesario establecer ciertos 

criterios lógicos que definan a los jóvenes. De esta manera, y siguiendo lo pro-

puesto por la investigación de la ONPE (2006), es posible definir a los jóvenes 

desde los aspectos demográfico, social y cultural.

En el caso del aspecto demográfico, este se refiere a los jóvenes como un 

grupo etario cuyo rango es variable. En el caso peruano, la Secretaría Nacional 
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de la Juventud (SENAJU) y el Instituto Nacional de Estadística e Informática 

(INEI) son las instituciones que consideran que la categoría joven abarca a per-

sonas entre los 15 y los 29 años de edad. En cambio, para organismos inter-

nacionales como el Banco Mundial y la Organización de las Naciones Unidas 

(ONU), la juventud comprende desde los 15 hasta los 24 años (ONPE 2006); 

mientras que la Organización Mundial de la Salud considera como jóvenes a 

los ciudadanos que se encuentran entre los 10 y 29 años de edad (Organización 

Mundial de la Salud 2016). Como es evidente, bajo esta perspectiva, las concep-

ciones de quiénes comprenden la categoría joven varían significativamente.

Por su parte, el aspecto social define a los jóvenes dentro de su ubicación en 

la sociedad y las relaciones que estos generan. Autores como Krauskopf (2000) 

sostienen que la juventud puede entenderse como una fase en donde el indi-

viduo inicia su proceso de socialización, aunque este no se encuentra inmerso 

en actividades productivas, cívicas y sociales de la comunidad. En consecuen-

cia, los jóvenes pertenecen a una etapa preparatoria. Sin embargo, este enfo-

que no es lo suficientemente estricto, por lo que la concepción de juventud 

es bastante amplia.

Con relación al aspecto cultural, este se refiere a la imagen construida 

sobre lo que significa ser joven en una cultura determinada. Como sostienen 

Macassi (2001) y Reguillo (2000), la imagen de los jóvenes es producto de la 

industria de los medios de comunicación, publicidad, globalización y cultura 

de masas, la cual busca diferenciarse de la adultez. Estas diferencias se acen-

túan a través de imágenes como la vestimenta, la música y el lenguaje. Pero, 

al igual que el aspecto social, este tipo de definición permite una gran hetero-

geneidad entre los individuos, por lo que su aplicación no resulta ser práctica.

De esta manera, las juventudes son difíciles de definir por su heterogenei-

dad y la diversidad que las diferencia debido a su extracción de clase, patrón 

racial e identidad de género. Pero los jóvenes también comparten patrones 

como la edad, estilos de vida, modos de consumo, códigos culturales que los 

asemejan sin llegar a hacerlos homogéneos (Montoya 2006). En consecuencia, 

la definición práctica y factible para su empleo dentro de la legislación elec-

toral fue la propuesta por el enfoque demográfico, donde se establecía como 

jóvenes a personas entre los 15 y 29 años de edad. Esta definición ha sido la 

empleada al plantear y, posteriormente, aplicar las cuotas electorales a favor 

de este sector.
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IV.2.	 La inserción de los jóvenes en las cuotas electorales

La cuota joven merece un apartado distinto a la de género o indígena, pues, 

como ya se ha mencionado, su obtención no fue producto de una conquista 

política por parte de un movimiento juvenil (Pinedo 2010). Al contrario, la cuota 

parece circunscribirse como una política pública en respuesta a la desafección 

de los jóvenes con la política y una reducción significativa de su participación. 

Siguiendo esta línea argumentativa, algunos autores como Jowell & Park 

(1998), Loader (2007) y Putnam (2000) sostienen que la falta de participación 

de los jóvenes en la política formal produce un “déficit democrático”, el cual 

impacta significativamente en el sistema político. Sin embargo, esta lógica ha 

sido cuestionada, pues otros autores afirman que no es la apatía lo que ali-

menta la abstinencia de los jóvenes en la política, sino la desafección con un 

sistema que no refleja la cultura juvenil contemporánea (Garzón 2018).

A esto se le suma la alta desconfianza de los actores políticos juveniles 

hacia las instituciones políticas del Estado (Jave & Uchuypoma 2013) y el desa-

pego de los jóvenes con la actividad política. Aunque este aspecto puede ser 

un efecto de la poca importancia efectiva que le brindan los partidos políticos 

peruanos a este sector. Como destaca la investigación de Aragón, Encinas, & 

Ramírez (2017), los jóvenes parecen solo entrar en escena cuando los partidos 

políticos se encuentran en época de elecciones, siendo usados ante la posibi-

lidad de obtener beneficios concretos.

En consecuencia, la iniciativa de incluir a los jóvenes en la política mediante 

la implementación de cuotas resultó ser una opción contemplada por los legis-

ladores peruanos. Es así como el debate sobre la participación de los jóvenes 

también se produjo mientras se discutía una posible incorporación de cuotas 

de género e indígena. Inicialmente, los legisladores contemplaron, con el fin 

de incrementar la presencia de jóvenes en la política, la eliminación de la edad 

mínima para postular. Como el exparlamentario Luis Guerrero Figueroa señalaba:

Ahora tampoco existirán barreras para que los jóvenes a partir de los 18 años 

puedan postular libremente a los cargos, ya que se ha eliminado la traba 

de fijar la edad mínima en 25 o 35 años para que todos puedan postular en 
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igualdad de condiciones, de acuerdo con la Constitución que establece el 

derecho de todos de elegir y ser elegidos. Por lo tanto, los jóvenes ahora ten-

drán la oportunidad de participar activamente y los partidos políticos o los 

movimientos políticos regionales serán los que tomen la decisión sobre si los 

jóvenes formarán parte de su lista de candidatos a las elecciones regionales 

(Congreso de la República 2002).

No obstante, esta propuesta no progresó debido a las contemplaciones 

de algunas bancadas sobre la edad mínima y la madurez que debía tener una 

autoridad local o nacional. En el debate a finales de 1990 e inicios de los 2000, 

las propuestas de incorporar a los jóvenes por medio de un sistema de cuotas 

electorales no prosperaron.

La participación de los jóvenes encontraría un nuevo impulso con la llegada 

de Alan García a la presidencia de la República en el 2006. Curiosamente, a días 

del juramento presidencial, el 31 de julio de ese año, el Ejecutivo −encabezado 

por García− proponía el Proyecto de Ley N.° 00003/2006-PE. Esta iniciativa 

planteaba que las listas de candidatos a regidores provinciales y distritales 

debían incluir un mínimo de 25% de ciudadanas y ciudadanos jóvenes no 

mayores de 28 años y 11 meses cumplidos al día de la inscripción y ubicados 

en orden alterno con los candidatos que excedan esta edad (Poder Ejecutivo 

2006). De esta forma, no solo se establecía una cuota electoral a favor de los 

jóvenes, sino también una posición de mandato que ni la cuota de género ni 

la indígena contemplaban. 

El argumento central del proyecto en cuestión y de otros proyectos de ley 

que apoyaron esta propuesta (N.
os

 00004/2006 y 00008/2006), se circunscri-

bió en la proporción de jóvenes que representaban al total de electores. De 

esta manera, en el 2006, los jóvenes constituían un 37% del padrón electoral 

y el 35% del voto efectivo, por lo que, según el proyecto de ley en cuestión, su 

presencia en el gobierno local era necesaria (Poder Ejecutivo 2006). 

Luego del debate en el Parlamento, se aprobó y publicó la Ley N.° 28869, 

Ley que promueve la participación de la Juventud en las Listas de Regidores 

Provinciales y Municipales, mediante 102 votos a favor, 1 en contra y seis 

abstenciones. Asimismo, es necesario destacar que la propuesta de ley solo 

especificaba una participación en el ámbito local, mas no en el regional.
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De esta manera, la Ley N.° 28869 establecía una composición de los can-

didatos a regidores de lista del 30% de hombres o mujeres, no menos del 20% 

de ciudadanos jóvenes menores de 29 años de edad y un 15% de represen-

tantes de comunidades nativas y pueblos originarios (Congreso de la República 

2006). Pero, como la promulgación de esta legislación se realizaba a puertas 

de las Elecciones Regionales y Municipales del 2006, la ley contemplaba en 

su primera disposición transitoria que para este proceso electoral existiera 

la posibilidad de asignar la quinta parte del total de candidatos designados 

directamente por el partido u organización política para el cumplimiento de la 

reciente cuota joven. La composición de las listas de regidores provinciales y 

distritales no ha variado hasta la actualidad.

En cambio, la presencia de candidatos jóvenes en las listas regionales no 

tuvo la misma premura ni inicial aprobación de las que sí gozó la Ley N.° 28869. 

Después de aprobada la propuesta del Ejecutivo, un cierto número de banca-

das también propondría distintos proyectos que tenían como objetivo la apli-

cación de una cuota homóloga en el ámbito regional. Las propuestas en este 

sentido provenían directamente de distintas bancadas sin ningún éxito hasta 

el 2009. La siguiente tabla resume todas estas iniciativas:

Tabla 1

Proyectos de ley vinculados a la participación juvenil en los consejos regionales

Número de 

Proyecto

Fecha de

presentación

Título

00321 28/09/06

Ley de participación de los jóvenes en las listas de consejeros 

regionales

00370 10/10/06

Ley que modifica el artículo 12 de la Ley 27683, Ley de 

Elecciones Regionales

00733 30/11/06

Ley que establece la barrera electoral para la elección de 

Presidente y Vicepresidente del Gobierno Regional
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Es así como la incorporación de una cuota joven dentro de las conseje-

rías regionales se produjo unos años después de lo establecido a nivel local y 

dentro de un paquete de modificación al proceso electoral regional. De esta 

manera, la Ley que produjo la cuota electoral joven, Ley N.° 29470, Ley que 

modifica diversos artículos de la Ley N.° 27683, Ley de Elecciones Regiona-

les, modificó apartados referidos a la fecha de las elecciones, el número de 

miembros del consejo, la elección de estos, la inscripción de organizaciones y 

candidatos, y los requisitos e impedimentos para su postulación. 

De esta manera, según la legislación aprobada, la lista de candidatos al 

consejo regional debía estar conformada por un 30% de hombres o mujeres, 

un 20% de ciudadanos menores de 29 años de edad y un mínimo de 15% 

de representantes de comunidades nativas y pueblos originarios (Congreso de 

la República 2009). Entonces, con esta normativa electoral se homologaba el 

porcentaje de jóvenes exigido tanto en listas de candidatos regionales como 

municipales. La publicación de esta ley se produjo el 13 de diciembre del 2009, 

00900 19/01/07

Ley que modifica la Ley Orgánica de Gobiernos Regionales y 

la Ley de Elecciones Regionales

01663 27/09/07

Ley que establece el mandato de posición en las listas a 

Consejos Regionales y Concejos Municipales

01948 06/12/07

Ley que modifica el artículo 8 de la Ley 27683, Ley de Elec-

ciones Regionales

02213 14/03/08

Ley que establece la residencia efectiva y continua en la 

provincia a la que se postula para los candidatos a conseje-

ros regionales

03386 05/08/09

Ley que establece la segunda vuelta electoral para elegir 

Presidentes y Vicepresidentes de los Gobiernos Regionales

Fuente: Congreso de la República.

Número de 

Proyecto

Fecha de

presentación

Título
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por lo que la cuota joven a nivel subnacional se aplicó en su totalidad en las 

Elecciones Regionales y Municipales del 2010. La presencia de esta cuota elec-

toral se mantiene hasta la actualidad.

Desde este punto, es necesario cuestionarse los motivos detrás de la intro-

ducción de la cuota joven. Pues, como señala Pinedo (2010), la obtención de 

esta normativa a nivel electoral no fue producto de una conquista política 

de grupos juveniles organizados, como sí lo supuso la cuota de género e 

indígena. Al contrario, la cuota parece ser un esfuerzo inicial del Ejecutivo a 

cargo del expresidente Alan García por insertar a los jóvenes en los consejos 

regionales y regidurías locales, así como una respuesta a los altos niveles de 

desafección de la juventud con la política. Si existieron otros motivos detrás 

de esta lógica, como la posibilidad de fortalecer al partido de gobierno u obte-

ner réditos políticos, estos aún no han sido explorados.

La lógica de introducción de esta cuota parece entonces responder a una 

preocupación por la participación juvenil. Sin embargo, sobre este punto es 

necesario aclarar que, si bien es posible percibir un menor interés en la parti-

cipación partidaria y una mayor desconfianza en las instituciones estatales, 

esto no los ha excluido de la vida política y no ha significado tampoco, como 

muchos suponen, una total apatía de este sector. Puesto que los jóvenes sim-

plemente poseen otros medios o agencias para manifestar su opinión. Ahí 

donde existían “partidos políticos de masas” ahora predominan los colectivos, 

las ONG, entre otros. 

De esta manera, el debate sobre si los jóvenes participan más o menos en 

política debe evaluarse bajo una perspectiva diferente. Puesto que la partici-

pación política no puede ni debe limitarse al activismo dentro de un partido 

político. Como señala Norris (2004), la política ha cambiado dramáticamente 

debido a factores como la globalización, el desarrollo tecnológico de los 

medios de comunicación y los cambios en la agenda pública. Debido a este 

constante dinamismo, los conceptos teóricos que han manejado la Ciencia 

Política y disciplinas afines sobre el poder y la política no pueden permanecer 

estáticos. Es tarea de los investigadores encontrar explicaciones a fenóme-

nos políticos sin basarse en perspectivas que encuadren y limiten la calidad 

de su interpretación.
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IV.3. 	 Los resultados en las Elecciones Regionales (2002-2018)

Al analizar las estadísticas de participación de jóvenes en las Elecciones Regio-

nales, es posible afirmar que su presencia en estas listas ha sido marginal. Aun-

que también es importante destacar el rol de la cuota joven, aplicada por pri-

mera vez en este ámbito en las Elecciones Regionales del 2010, que impulsó 

de manera significativa la presencia de candidaturas jóvenes. Sin embargo, a 

pesar de la existencia de una cuota del 20% a favor de ciudadanos y ciudada-

nas menores de 29 años, el nivel de participación continúa siendo un número 

poco significativo.

En el caso de la cuota joven, como lo evidencia el gráfico 1, el número 

de candidaturas varía de acuerdo al cargo en cuestión. De esta forma, en el 

caso del gobernador y vicegobernador regional, la presencia de candidaturas 

jóvenes resulta excepcional. En el caso del gobernador, solo se postuló una 

persona en el 2002, representando el 0.47% de las candidaturas de ese año; 

mientras que, para vicegobernador, la presencia de jóvenes se limitó a los años 

2002 y 2006, con uno y seis casos que representaron el 0.45% y 2.76% de las 

candidaturas, respectivamente. De esta manera, a pesar de la cuota electoral 

implementada a partir de las Elecciones Regionales del 2010, la presencia de 

jóvenes en estos cargos ha sido casi inexistente.

Por su parte, contrario a estos casos, el número de consejeros regionales 

sí aumentó de manera significativa tras la aplicación de la denominada cuota 

joven. Antes de la aplicación, la presencia de jóvenes en el cargo de conse-

jero regional era de 5.71% (2002) y 13.27% (2006). La incorporación de la 

cuota mejoró la presencia de este sector, pasando en el 2010 a representar un 

27.49% del total de candidaturas, cifra que aumentaría a un 29.26% y 30.21% 

en las Elecciones Regionales del 2014 y 2018, respectivamente. Así, la partici-

pación de los jóvenes superó de manera significativa el porcentaje establecido 

por la ley, aumentando su presencia elección tras elección.
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Por otra parte, es evidente que existe una diferencia significativa entre las 

cifras de candidatos y autoridades electas. En el caso de los gobernadores y 

vicegobernadores solo existió un caso de éxito en cada uno de estos cargos. 

Así, solo fue electo un gobernador joven en el 2002 y un vicegobernador en el 

2006, representando ambos un 4.00% del total de electos para ambos cargos. 

La inexistente participación de jóvenes en el resto de elecciones explica su 

ausencia al analizar a las autoridades electas.

En cambio, el cargo de consejería regional sí presenta porcentajes mayores 

de jóvenes electos. Bajo este punto, es necesario destacar la existencia de un 

porcentaje mínimo de jóvenes electos antes de la aplicación de la cuota diri-

gida a mejorar la participación de estos. De esta manera, los jóvenes electos 

en consejerías representaron solo el 4.39% y 9.65% del total en las Eleccio-

nes Regionales del 2002 y 2006, respectivamente. Este porcentaje aumentó 

a un 16.80% en las Elecciones Regionales del 2010, para luego disminuir a un 

15.69% en el 2014 y 8.54% en el 2018. 

Gráfico 1

Candidaturas presentadas a cargos de nivel regional (2002-2018)

Fuente: INFOgob-JNE. Elaboración propia.
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De esta manera, los jóvenes electos no superan la cuota establecida del 20% 

a pesar de que el número de jóvenes postulantes se encuentra por encima de 

esta cifra decretada. En consecuencia, la representación efectiva y real de este 

sector en la política regional no alcanza la proporción propuesta por la ley elec-

toral. El porqué de esta diferencia será explicada en los siguientes apartados.

IV.4. 	 Los resultados en las Elecciones Municipales a nivel provincial 

(2002-2018)

Antes de realizar un análisis estadístico de estas cifras, es necesario detallar 

que la aplicación de la cuota joven a los candidatos a regidores, tanto provin-

ciales como municipales, se realizó a partir de los comicios del 2010. Aunque, 

como ya se ha mencionado, también la legislación exigió un porcentaje menor 

para las elecciones municipales correspondientes al año 2006. Así, es posible 

identificar un antes y un después en la aplicación de la cuota electoral en 

Gráfico 2

Autoridades electas a nivel regional (2002-2018)

Fuente: INFOgob-JNE. Elaboración propia.
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cuestión, comparando su influencia con el número de candidaturas y autori-

dades electas menores de 29 años. 

Para el caso de las Elecciones Municipales a nivel provincial, el compor-

tamiento de las candidaturas es similar al presentado en el ámbito regional. 

Existe, entonces, una diferencia significativa entre las candidaturas de jóve-

nes y no jóvenes que se presentan para los cargos de alcalde y regidor pro-

vincial y, asimismo, también se observa una brecha entre la participación en 

ambos cargos.

De esta manera, para el caso de la alcaldía, los jóvenes postulantes no 

superaron ni el 2% del total de candidatos. El porcentaje de jóvenes candida-

tos en los comicios fue de 0.86% en el 2002, 1.35% en el 2006, 1.28% en el 

2010, 1.07% en el 2014 y 1.32% en el 2018.  Así, la presencia de jóvenes en 

este cargo ha sido marginal sin una tendencia clara al incremento.

Al contrario, el número de candidaturas de jóvenes a las regidurías se man-

tuvo, en la mayoría de casos, por encima del 20% solicitado por la legislación. 

En este aspecto, los candidatos jóvenes han mantenido una presencia consi-

derable y su participación ha aumentado a través de los años. En detalle, los 

jóvenes representaban inicialmente el 11.76% en el 2002 para luego pasar a 

un 30.20% en el 2006, 31.71% en el 2010, 32.85% en el 2014 y 33.68% en 

el 2018.

Es así como los jóvenes participan en su mayoría como candidatos a regi-

durías provinciales, pero no como cabezas de listas en donde una gran propor-

ción son candidatos mayores de 29 años. Esta diferencia entre candidaturas 

jóvenes y no jóvenes se explica, en parte, por la obligación del cumplimiento 

de una cuota joven establecida en la legislación.
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En el caso de las autoridades electas, la diferencia entre autoridades jóve-

nes y no jóvenes se amplía. El gráfico 4 evidencia que las autoridades electas 

jóvenes en el cargo de alcalde provincial no superan el 2% en ninguno de los 

procesos electorales analizados. Así, el porcentaje de jóvenes electos como 

alcaldes provinciales fue de 1.03% en el 2002, 1.54% en el 2006, 1.03% en el 

2010, 0.52% en el 2014 y 0.00% en el 2018. De esta manera, la presencia de 

jóvenes ha sido mínima y con una tendencia a disminuir a través del tiempo.

Por su parte, las regidurías, siguiendo el patrón evidenciado en el ámbito 

regional, muestran una mayor presencia de jóvenes en comparación con el 

cargo de alcalde provincial. Pero es necesario destacar que en ninguno de 

estos años el porcentaje de jóvenes electos para las regidurías supera el 15%. 

En detalle, los jóvenes en las regidurías representaron el 4.00% en el 2002, 

11.76% en el 2006, 11.05% en el 2010, 11.28% en el 2014 y 12.36% en el 

2018. De esta manera, los jóvenes representan un porcentaje menor en contra-

parte con los no jóvenes, tanto en candidaturas como en autoridades electas.

Gráfico 3

Candidaturas presentadas a cargos a nivel provincial (2002-2018)

Alcalde Provincial joven Alcalde Provincial no joven Regidor Provincial joven Regidor Provincial no 

joven

15 1739 1880 14106

22 1611 4518 10441

22 1699 4974 10710

19 1759 5459 11159

25 1866 6186 12181

2002         2006        2010        2014        2018	

Fuente: INFOgob-JNE. Elaboración propia.

2002

2006

2010

2014

2018
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IV.5. 	 Los resultados en las Elecciones Municipales a nivel distrital 

(2002-2018)

Las cifras analizadas en el nivel distrital reafirman el patrón que se repite tanto 

a nivel regional como provincial. Como es predecible, las diferencias de partici-

pación entre jóvenes y no jóvenes se mantienen tanto en los cargos de alcalde 

distrital como en los de regidor distrital. En el caso de los primeros, los candi-

datos jóvenes a alcalde regional no exceden el 4% del total; 3.05% en el 2002, 

2.90% en el 2006, 2.96% en el 2010, 2.21% en el 2014 y 3.15% en el 2018. 

Sin, embargo, la presencia de jóvenes en las regidurías distritales presenta 

porcentajes mayores si se comparan con los evidenciados en las alcaldías. Este 

aumento se debe a la cuota electoral del 20% establecido en la legislación, lo 

que ha producido un incremento constante y sostenido de jóvenes integrando 

las listas de regidores. De esta manera, los jóvenes en este nivel representaron 

Gráfico 4

Autoridades electas a nivel provincial (2002-2018)

Alcalde Provincial joven Alcalde Provincial no joven Regidor Provincial joven Regidor Provincial no 

joven

2 192 68 1632

3 192 202 1515

2 193 188 1513

1 192 196 1541

0 196 218 1546

2002         2006        2010        2014        2018	

Fuente: INFOgob-JNE. Elaboración propia.
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el 15.50% (2002), 29.39% (2006), 30.97% (2010), 31.23% (2014) y 32.49% 

(2018) del total de listas de regidores.

Por otra parte, las cifras de autoridades electas a nivel distrital también evi-

dencian una diferencia significativa entre jóvenes y no jóvenes. En el caso de 

las alcaldías, las autoridades jóvenes no representan más del 5% del total en 

ninguno de los años analizados; 3.33% (2002), 1.80% (2006), 1.93% (2010), 

1.24% (2014) y 2.22% (2018). Así, la proporción de jóvenes es significativa-

mente menor a autoridades no jóvenes en el cargo de alcalde distrital.

En cambio, para las regidurías distritales, el porcentaje de participación 

efectiva de jóvenes aumenta significativamente, aunque manteniendo una 

desproporción al compararse con los no jóvenes. Aunque es necesario des-

tacar que la presencia de jóvenes ha aumentado de manera constante; en 

detalle, los jóvenes representaron un 10.24% (2002), 16.33% (2006), 16.45% 

(2010), 15.68% (2014) y 17.38% (2018) del total de regidores distritales.

Alcalde Distrital joven Alcalde Distrital no joven Regidor Distrital joven Regidor Distrital no joven

397 12620 10887 59337

319 10676 17484 42011

333 10934 18947 42238

248 10969 19425 42776

366 11252 21369 44409

2002         2006        2010        2014        2018	

Fuente: INFOgob-JNE. Elaboración propia.

2002

2006

2010

2014

2018

Gráfico 5

Candidaturas presentadas a cargos a nivel distrital (2002-2018)
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De esta manera, el análisis estadístico de los postulantes y autoridades en 

los niveles regionales, provinciales y distritales evidencia diferencias notorias 

entre jóvenes y no jóvenes. La participación de los primeros ha sido marginal y 

ocurre con mayor frecuencia en los cargos de consejería regional y regidurías 

provinciales y distritales. Esto último se debe, a en parte, a la obligatoriedad 

establecida por las leyes electorales peruanas con respecto a una participa-

ción mínima de un 20% de jóvenes en las listas de los cargos ya mencionados. 

Asimismo, a pesar de un aumento en la participación juvenil en la política 

subnacional, esta se mantiene marginal y relegada, limitándose a las conse-

jerías y regidurías. Aunque ello no implica la inexistencia de gobernadores y 

alcaldes jóvenes, estos casos son más una excepción que una regla. Los jóve-

nes, al igual que las mujeres e indígenas, difícilmente son considerados como 

“cabezas” de listas.

Alcalde Distrital joven Alcalde Distrital no joven Regidor Distrital joven Regidor Distrital no joven

54 1568 875 7673

29 1586 1393 7138

31 1574 1396 7091

20 1598 1353 7277

37 1628 1545 7346

2002         2006        2010        2014        2018	

Fuente: INFOgob-JNE. Elaboración propia.

2002

2006

2010

2014

2018

Gráfico 6

Autoridades electas a nivel distrital (2002-2018)
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IV.6. 	 Una puerta entreabierta: el acceso de los jóvenes a la política 

subnacional

Como ya se ha evidenciado, la participación política de los jóvenes parece ser 

marginal y encontrarse limitada a los cargos de consejería regional y regidu-

rías locales y, a pesar de ello, su presencia en estos cargos no es significativa. 

En ninguno de los casos, las autoridades electas jóvenes exceden el 20% del 

total.

A pesar de ello, la inserción de los jóvenes dentro de la política nacional y 

subnacional ha encontrado menores obstáculos en comparación con las muje-

res e indígenas. No obstante, es innegable también para este sector que la apli-

cación de cuotas electorales ha contribuido a mejorar su presencia en la polí-

tica. Como menciona Elizabeth Garay, Secretaria de la Juventud de Somos Perú:

[…] yo creo que si no existiera el tema de cuotas no se tendría en cuenta a 

los jóvenes. […] es necesario, de todas maneras, que se pueda dar el tema 

de la paridad e incluso el tema de la alternancia, es un tema muy importante, 

claro que va de la mano con el tema de la meritocracia. Pero eso ya depende 

dentro de cada organización, porque no solamente los jóvenes, sino los adul-

tos, hombres y mujeres son los que se están ganando esos espacios y cree-

mos que estos deben ser representados por personas que realmente tengan 

la capacidad de poder dirigir (Entrevista concedida por Elizabeth Garay).

En algunos partidos, los jóvenes han supuesto la generación de nuevos 

discursos y nuevas propuestas. A consecuencia de ello, las mismas organiza-

ciones han otorgado recursos a las candidaturas jóvenes. Como señala Kathe-

rine Valladares, regidora distrital por Alianza para el Progreso: “[…] sí me han 

apoyado, el partido me vio y me capacitó. Aunque todos acá nos hemos ayu-

dado. Somos más mujeres y somos también jóvenes, y hemos tenido apoyo” 

(Entrevista concedida por Katherine Valladares).

A pesar de ello, los jóvenes aún perciben un cierto grado de exclusión. 

Como se puede evidenciar en el apartado cuantitativo, la participación de 

estos en cargos de “cabeza de lista” es marginal y casi excepcional. Pero 

la percepción de exclusión no solo se presenta al componerse la lista, sino 
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también durante el proceso electoral. Al respecto, Elizabeth Garay sostiene lo 

siguiente:

[…] por redes sociales me decían que me iban a usar. Creo que ya hay perso-

nas mayores que tienen más experiencia en el tema político y creo que ellas 

han perdido la esperanza de ver un cambio. Al menos dentro de mi genera-

ción creemos que podemos ser los agentes del cambio, podemos empezar 

desde nuestras acciones participando, y si no nos involucramos, ¿quiénes 

son las personas que se van a involucrar?, es la pregunta que nos hacemos 

nosotros [sic] (Entrevista concedida por Elizabeth Garay).

De esta manera, aunque el acoso político no se compara al sufrido por las 

mujeres y los indígenas en la política, este se mantiene presente, aunque en 

menor medida, en el caso de los jóvenes. Así, es posible afirmar que la cuota es 

necesaria para una correcta participación de este sector en la política, pero no 

ha supuesto una presencia significativa de los jóvenes en la política subnacional.
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CONCLUSIONES

Las cuotas electorales, como ya se ha definido en apartados anteriores, son 

medidas de discriminación positiva que tienen como objetivo central la inclu-

sión de ciertos sectores en la política nacional y subnacional. En el Perú, la 

legislación electoral establece tres tipos de cuotas dirigidas a tres distintos 

sectores y en diferentes ámbitos de elección. Estas son la cuota de género, 

la cuota indígena y la cuota joven, cada una introducida en distintos proce-

sos electorales. En consecuencia, la presente investigación ha analizado la 

inserción, la aplicación y el balance de cada una de estas cuotas electorales 

mediante el empleo de métodos mixtos (cuantitativos y cualitativos).

De esta manera, es posible identificar ciertas características generales en 

la aplicación de estas medidas. En el caso de la cuota de género −la primera de 

estas medidas en ser aplicada−, estuvo dirigida primero a un ámbito nacional 

(listas de candidatas al Congreso de la República) para luego homologarse al 

subnacional (consejerías regionales y regidurías locales). La cuota de género 

también ha sido modificada con cierta constancia, pasando del 25% del total 

de la lista al 30% y, finalmente, con la reforma electoral peruana del 2019, al 

establecerse en una paridad progresiva y alternancia. Sin embargo, es necesa-

rio especificar que estas últimas medidas solo involucran a las candidaturas 

del Congreso de la República.

No obstante, la cuota indígena, establecida en el 2002, supuso la opor-

tunidad para que representantes de pueblos nativos e indígenas se inserta-

ran en la política, pero solo en instancias subnacionales como las consejerías 

regionales y regidurías locales. Aunque, como se ha mencionado en el apar-

tado sobre esta cuota, en algunos distritos el sector indígena ha conseguido 

alcaldes y regidores sin necesidad de la aplicación de alguna medida de acción 

afirmativa. Asimismo, la aplicación de esta cuota ha tenido la particularidad de 

incrementarse elección tras elección, pues más distritos han sido reconocidos 
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como aptos para la aplicación de esta medida. Curiosamente, el Perú presenta 

una cuota electoral de este tipo a nivel regional y local, pero no establece esca-

ños reservados dentro del Congreso para este sector de la ciudadanía. Otros 

países con un sector indígena de similares dimensiones sí optan por la reserva 

de puestos en sus Parlamentos.

Por su parte, la cuota joven representa un curioso caso de la aplicación de 

esta medida como una forma de incrementar la participación de este sector. 

Esta cuota nace más como una política pública que como una medida deman-

dada por un sector organizado de la sociedad civil y, al igual que la indígena, 

solo se circunscribe al ámbito regional y local, y su porcentaje es menor al de 

la cuota de género, pero mayor a la cuota indígena. No obstante, esta medida 

ha sido criticada por estar dirigida a un sector altamente heterogéneo.

Más allá de estas distinciones, la aplicación de todas las cuotas está diri-

gida a sectores que han sido, en menor o mayor medida, discriminados en la 

política. Los sectores más vulnerables, sin duda, resultan ser los candidatos 

a los que beneficia más de una cuota. La exclusión, la discriminación, y otras 

estrategias de invisibilización de estos candidatos resultan ser empleadas den-

tro y fuera de los partidos políticos.

En específico, es necesario destacar que, en ningún caso, las cuotas elec-

torales contemplan mandatos de posición. En consecuencia, las organizacio-

nes políticas, con el objetivo de cumplir con lo especificado por la legislación, 

suelen complementar sus listas con mujeres, jóvenes e indígenas a los que 

usan de “relleno”. Tanto los candidatos, como las cifras estadísticas rescata-

das, demuestran esta estrategia de exclusión. Brindarles a estos candidatos y 

candidatas posiciones más alejadas del “cabeza de lista” parece ser una estra-

tegia tristemente institucionalizada.

Sobre ello, la reforma política del 2019 ha avanzado al establecer una pari-

dad progresiva y alternancia de género en las listas al Congreso de la Repú-

blica. Sin embargo, esta medida no ha sido homologada en los niveles subna-

cionales. Con respecto a la cuota joven e indígena, aún no se han establecido 

medidas que puedan asegurar una mejor participación de estos sectores.

La inclusión de mujeres, indígenas y jóvenes dentro de la política debe 

seguir siendo un punto de debate constante para los legisladores, quienes-

toman las decisiones y las instituciones electorales. El fortalecimiento de la 
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democracia depende de la inclusión de todos los ciudadanos y las ciudadanas 

dentro de la política electoral y fuera de esta, así como la posibilidad de una 

competencia justa y libre de prejuicios. Las cuotas electorales han significado 

un primer paso para conseguir este objetivo, pero la tarea aún continúa.

Desde el 2002, las cuotas significaron para los pueblos indígenas la opor-

tunidad de participar activamente en condición de candidatos y actores polí-

ticos ante instancias subnacionales de tipo provincial y regional; no obstante, 

se debe reconocer que, a nivel distrital, en municipios donde la mayor densi-

dad demográfica es indígena, han tenido alcaldes y regidores indígenas sin 

necesidad de alguna medida de acción afirmativa. Ese aspecto es interesante 

analizar porque implica que la territorialidad indígena también se ve plasmada 

en su participación y representación en los procesos electorales. 

Se ha observado que los dos principales elementos que vulneran el espí-

ritu de la ley son el de la triple concurrencia de la cuota sobre los candidatos 

y su ubicación en puestos no expectantes de las listas. Es decir, a un mismo 

candidato se le asignan las tres cuotas; por ejemplo, una mujer menor de 29 

años y de orígenes indígenas sería la candidata ideal para las organizaciones 

que solo buscan cumplir con el requisito de ley. A ello se agrega que esta 

clase de candidaturas son ubicadas en los últimos lugares de las listas, lo que 

anula cualquier oportunidad de acceder a un cargo. Esta práctica es de uso 

común entre las diversas organizaciones políticas, por ello es necesario que 

se establezcan mandatos de posición que privilegien las ubicaciones de los 

candidatos que son respaldados por algún tipo de cuota.
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